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En el presente trabajo, se busca determinar si conforme a su regulación el Régimen 
Disciplinario vulnera el debido proceso de los servidores públicos involucrados en posibles faltas 
administrativas al existir una participación activa de la secretaria técnica en todas las etapas del 
procedimiento incluido la precalificación de los hechos, pues cuando la Secretaria Técnica 
precalifica los hechos y recomienda la sanción aplicable al servidor o funcionario público 
involucrado continúa apoyando a los demás órganos del procedimiento, convirtiéndose en un 
asesor de los mismos, lo que resta imparcialidad en la toma de decisiones y por ende atenta al 
debido proceso, en tanto, está ya tiene fijado un criterio sobre los hechos.  
 
Bajo dicha premisa, nuestro problema obedece a la necesidad realizar un estudio acerca de 
LA VULNERACIÓN DEL DEBIDO PROCESO EN EL RÉGIMEN DISCIPLINARIO tratando 
de determinar si conforme a su regulación actual efectivamente nos encontramos ante una 
vulneración del principio de imparcialidad y consecuentemente un actuar arbitrario de los 
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In the present work, it is sought to determine if, according to its regulation, the Disciplinary 
Regime violates the due process of public servants involved in possible administrative faults, 
since there is an active participation of the technical secretary in all stages of the procedure, 
including the prequalification of the facts. , because when the Technical Secretariat prequalifies 
the facts and recommends the sanction applicable to the server or public official involved, it 
continues to support the other organs of the procedure, becoming an advisor to them, which 
reduces impartiality in decision-making and therefore attentive due process, meanwhile, it is 
already set a criterion on the facts. 
 
Under this premise, our problem is due to the need to carry out a study on THE 
VULNERATION OF DUE PROCESS IN THE DISCIPLINARY REGIME, trying to determine 
whether, according to its current regulation, we are actually faced with a violation of the principle 
of impartiality and consequently an arbitrary act of involved in it, and an alternative solution to 









La presente investigación con el título “Régimen Disciplinario en la Ley del Servicio Civil 
y la Vulneración al Debido Proceso de los Servidores Públicos”, buscó determinar si conforme a 
su regulación el Régimen Disciplinario vulnera el debido proceso de los servidores públicos 
involucrados en posibles faltas administrativas al existir una participación activa de la secretaria 
técnica en todas las etapas del procedimiento incluido la precalificación de los hechos. 
 
Por otro lado, según lo dispuesto por el artículo 92° de la Ley 30057, Ley del Servicio Civil 
el Secretario Técnico es el encargado de precalificar las presuntas faltas, documentar la actividad 
probatoria, proponer la fundamentación y administrar los archivos emanados del ejercicio de 
la potestad sancionadora, de ello se infiere que goza de una participación activa dentro del 
procedimiento en todas las etapas que componen a este, pues en este nuevo sistema se ha 
estructurado el régimen disciplinario en fases o etapas como la etapa preliminar o de investigación 
a cargo de la Secretaria Técnica de Procedimientos Administrativos Disciplinaros, la etapa 
instructiva a cargo del jefe inmediato superior del servidor y la etapa sancionadora a cargo del 
jefe de recurso humanos de la institución o quien haga sus veces. 
 
Por su parte el artículo 94° del Reglamento de dicha norma dispone que las autoridades 
de los órganos instructores del procedimiento disciplinario cuentan con el apoyo de una 
Secretaría Técnica que puede estar compuesta por uno o más servidores, en otras palabras 
luego de precalificar la falta y por tanto restablecer un criterio respecto al caso particular y 
recomendar la apertura del procedimiento administrativo disciplinario y sanción que corresponda, 
el secretario técnico pasa a apoyar al órgano instructor lo que evidencia una falta de imparcialidad 
en tanto el primero ya estableció un criterio respecto a los hechos con contenido disciplinario, 
siendo que lo ideal sería que no tenga participación alguna en la tramitación del procedimiento. 
 
Bajo dicho escenario y a la luz de lo dispuesto por la Ley Servir y sus normas de desarrollo 
se ha establecido que la secretaría técnica es el órgano de apoyo a las autoridades del PAD, siendo 
que esta función de asistencia o apoyo comprende, entre otras, la notificación de los actos 
administrativos que emanen del PAD; la revisión, evaluación y análisis de los documentos, 
descargos y/o medios de prueba ofrecidos por el o  los imputados en un PAD, a afectos de que 
con pleno conocimiento del contenido de los expedientes administrativos disciplinarios pueda 
proponer la fundamentación de los informes de los órganos instructores y sancionadores, 
debiendo dirigir y/o realizar las acciones necesarias que le permitan cumplir dichas funciones , 
sin que estas acciones impliquen observar los actos emitidos por las autoridades del PAD y más 
aún negarse a notificar tales actos ya que, se estaría obstaculizando el desarrollo del procedimiento 
administrativo disciplinario. Es en este caso que, si las autoridades del PAD en la entidad 
requieran apoyo legal (ya sea para la elaboración de la fundamentación legal de sus informe o 
resoluciones), estas cuentan con un Secretario Técnico, el mismo que es el único encargado de 
brindarles la orientación jurídica referida al PAD. 
 
En ese sentido, observé que la Ley Servir presenta una falencia en modo de abordar los 
PAD, pues otorga preminencia a la participación del secretario técnico dentro de todas las etapas 
de los procedimientos, situación que afecta el debido proceso, en tanto el secretario técnico al 
momento de precalificar los hechos, efectúa un prejuzgamiento y establece una línea 
argumentativa respecto al desarrollo de los PAD, que no permite sostener una imparcialidad y 
objetivas de los demás órganos.  
 
Para el desarrollo de la presente investigación se revisó y analizó la Ley del Servicio Civil 
y sus normas que la componen como su reglamento y directivas emitidas por SERVIR, Informes 
de SERVIR y doctrina relacionada al tratamiento tema objeto de investigación, información que 
se recogió bajo un enfoque cualitativo - documental y haciendo uso del método descriptivo, dado 
que se propuso identificar los elementos y características del problema de la investigación, 
esperando que por su demostración se llegue a conocimientos de tipo explicativo en la que se 
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exponga con claridad la posible vulneración del debido proceso en el régimen disciplinario a los 
Servidores Públicos, analizando principalmente aspectos doctrinales del objeto de estudio, que 
sirven de base para la formulación y entendimiento del problema planteado, arribando 
posteriormente a las conclusiones y recomendaciones respecto al tema. 
 
Por ello, la presente investigación permitió recabar información relevante sobre un tema 
novedoso y poco estudiado, cuya utilidad permite plantear los criterios o elementos necesarios a 
tomar en cuenta para contar con un procedimiento administrativo disciplinario respetuoso del 
debido proceso y de la imparcialidad de los involucrados en la decisión final de sancionar o no a 
los involucrados, entrelazando la norma ordinaria con el marco constitucional vigente, pudiendo 
ser empleados por los distintos operadores del derecho, beneficiando con ello al sostenimiento y 






















CAPÍTULO I: ASPECTOS DE LA PROBLEMÁTICA 
 
1.1 DESCRIPCIÓN DE LA REALIDAD PROBLEMÁTICA 
 
Con la promulgación del Reglamento de la Ley del Servicio Civil se inicia en el Perú una 
reforma importante no solo en la gestión y funcionamiento del Estado, sino también en lo que 
atañe a la facultad disciplinaria y sancionadora del mismo, pues deroga los regímenes 
disciplinarios que contemplaba el Decreto Legislativo 276, y las demás normas. En efecto, las 
disposiciones sobre régimen disciplinario y procedimiento sancionador de la Ley del Servicio 
Civil, se encuentran vigentes desde el 14 de setiembre de 2014. 
 
En este nuevo sistema se ha estructurado el régimen disciplinario en fases o etapas como 
la etapa preliminar o de investigación a cargo de la Secretaria Técnica de Procedimientos 
Administrativos Disciplinaros, la etapa instructiva a cargo del jefe inmediato superior del servidor 
y la etapa sancionadora a cargo del jefe de recurso humanos de la institución o quien haga sus 
veces. 
 
De esa división de etapas se evidenciaría que lo que se pretende es precisamente garantizar 
que las personas que conocen los procesos administrativos disciplinarios tengan un grado de 
imparcialidad y adopten sus decisiones con la mayor coherencia y objetividad, basándose la 
imposición de sanciones en los más altos estándares de proporcionalidad y razonabilidad que 
señala la Ley del Procedimiento Administrativo General. 
 
Sin embargo, contrario a ello parecería que la regulación normativa del nuevo o actual 
procedimiento administrativo disciplinario pretendería lejos de buscar la imparcialidad de los 
órganos instructores o sancionadores, todo lo contrario, generaría visos de parcialización o 
parcialidad que vulneran el debido proceso, ya que, según el artículo 92° de la Ley 30057, Ley 
del Servicio Civil el Secretario Técnico es el encargado de precalificar las presuntas faltas, 
documentar la actividad probatoria, proponer la fundamentación y administrar los archivos 
emanados del ejercicio de la potestad sancionadora, por su parte el artículo 94° del Reglamento 
de dicha norma dispone que las autoridades de los órganos instructores del procedimiento 
disciplinario cuentan con el apoyo de una Secretaría Técnica que puede estar compuesta 
por uno o más servidores, en otras palabras luego de precalificar la falta y por tanto restablecer 
un criterio respecto al caso particular y recomendar la apertura del procedimiento administrativo 
disciplinario y sanción que corresponda, el secretario técnico pasa a apoyar al órgano instructor 
lo que evidencia una falta de imparcialidad en tanto el primero ya estableció un criterio respecto 
a los hechos con contenido disciplinario, siendo que lo ideal sería que no tenga participación 
alguna en la tramitación del procedimiento. 
 
El problema entonces se presenta cuando la Secretaria Técnica luego de precalificar los 
hechos y recomendar la sanción aplicable al servidor o funcionario público involucrado continúa 
apoyando a los demás órganos del procedimiento, y se llega incluso a convertir en una suerte de 
asesor de los mismos, lo que restaría imparcialidad en la toma de decisiones y por ende atentatorio 
al debido proceso, en tanto, está ya tiene fijado un criterio sobre los hechos.  
 
En tal sentido, la presente investigación se enfoca en realizar un estudio acerca de LA 
VULNERACIÓN DEL DEBIDO PROCESO EN EL RÉGIMEN DISCIPLINARIO tratando 
de determinar si conforme a su regulación actual efectivamente nos encontramos ante una 
vulneración del principio de imparcialidad y consecuentemente un actuar arbitrario de los 
involucrados en el mismo.  
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1.2 JUSTIFICACIÓN E IMPORTANCIA DE LA INVESTIGACIÓN 
 
A través de la presente investigación se busca determinar si conforme a su regulación el 
Régimen Disciplinario vulnera el debido proceso de los servidores o funcionarios públicos 
involucrados en posibles faltas administrativas al existir una participación activa de la secretaria 
técnica en todas las etapas del procedimiento incluido la precalificación de los hechos. 
 
Por otro lado, la presente investigación permite plantear los criterios o elementos necesarios 
a tomar en cuenta para contar con un procedimiento administrativo disciplinario respetuoso del 
debido proceso y de la imparcialidad de los involucrados en la decisión final de sancionar o no a 
los involucrados, entrelazando la norma ordinaria con el marco constitucional vigente, pudiendo 
ser empleados por los distintos operadores del derecho.  
 
La presente investigación beneficia al sostenimiento y fortalecimiento de las instituciones 




1.3.1. Objetivo general 
 
 Determinar si, el régimen disciplinario en la Ley de Servicio Civil vulnera el 
derecho del debido proceso de los servidores públicos. 
 
1.3.2. Objetivo específico 
 
 Estudiar el marco normativo del régimen Disciplinario, así como los alcances y 
parámetros de derecho al debido proceso. 
 
1.4 DELIMITACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
 
1.4.1. Espacial: La investigación se encuentra delimitada al análisis de la Ley N° 30057, 
Ley del Servicio Civil que deroga los regímenes disciplinarios que contemplaba el 
Decreto Legislativo 276, y las demás normas. Específicamente me enfocare en 
realizar un estudio acerca de LA VULNERACIÓN DEL DEBIDO PROCESO EN 
EL RÉGIMEN DISCIPLINARIO tratando de determinar si conforme a su 
regulación actual efectivamente nos encontraríamos ante una vulneración del 
principio de imparcialidad y consecuentemente un actuar arbitrario de los 
involucrados en el mismo. 
 
1.4.2. Temporal: En cuanto al tiempo se hace desde el momento que se publica la 
Ley N° 30057 el día 16 de julio de 2013. En el diario Oficial El Peruano, hasta la 
actualidad.  
 
1.4.3. Económica: Esta delimitación está supeditada a que los recursos son por cuenta 






CAPÍTULO II: MARCO TEÓRICO 
 
2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
 
ROMERO AGUILAR, JOSÉ MIGUEL (2016) En su tesis “El debido procedimiento en el 
proceso administrativo disciplinario”, tuvo como objetivo determinar cómo se aplica el debido 
proceso en el procedimiento sancionador administrativo disciplinario, así como la pluralidad de 
la potestad sancionadora administrativa, teniendo para ello como método utilizado el inductivo-
deductivo para aplicar los supuestos contenidos en la doctrina a situaciones concretas y obtener a 
partir de ella las generalizaciones; así mismo para obtener una explicación racional del impacto 
de la nueva modificación que trae la Ley 30057. Para tal efecto se señala que el IUS PUNIENDI 
del Estado no solo se expresa en el poder ejecutivo, a través del Derecho administrativo 
sancionador, del poder judicial, a través del código penal, también se expresa a través del poder 
legislativo, cuando se investiga y sanciona a los altos funcionarios del estado comprendidos en el 
Art. 99 de la constitución del 93. Se precisa que esta última potestad sancionadora, es de 
naturaleza política y se expresa a través del Juicio político y el antejuicio político, y es de 
naturaliza esencialmente política, a diferencia de la potestad sancionadora del poder ejecutivo, 
que es jurídico-administrativo, y del poder judicial de naturaliza jurídico-penal. La tesis también 
precisa las innovaciones que sobre el Régimen de Sanciones y Procedimiento Sancionador trae la 
Ley 30057: del Servicio Civil y por ultimo a partir de la dogmática del Debido Proceso Trata de 
aplicar estas orientaciones conceptuales en el debido procedimiento que en el que debe 
desarrollarse la potestad sancionadora de la administración Publica. La presente Tesis se orienta 
a precisar la importancia del debido proceso y aplicabilidad dogmática y procedimental en el 
ámbito de del procedimiento Sancionador Administrativo Disciplinario. 
 
TERRONES TERRONES RICARDO CELSO (2017) En su tesis “Observancia del 
Principio de Proporcionalidad en las sanciones del Procedimiento Administrativo Disciplinario 
de la Ley SERVIR, en la Municipalidad Provincial de Cajamarca”, tuvo como objetivo 
Determinar cuál es el nivel de observancia de los fundamentos del principio de proporcionalidad 
en las sanciones del procedimiento administrativo disciplinario de la Ley N° 30057, impuestas en 
la Municipalidad Provincial de Cajamarca, durante el periodo 2015- 2016, realizando para ello 
un diseño investigativo no experimental y en donde concluye que el principio de proporcionalidad 
no se viene fundamentando adecuadamente en las resoluciones que imponen una sanción en virtud 
de la Ley Servir, pues se evidencia que sólo se hace mención a la interpretación realizada por el 
Tribunal Constitucional. Con los que se determina que las sanciones impuestas a los servidores 
de la Municipalidad Provincial de Cajamarca no sean realmente proporcionales a la falta 
cometida.  
 
2.2. BASES TEÓRICAS 
 
2.2.1. El ius puniendi del Estado y la potestad sancionadora de la 
Administración Pública 
 
En la actualidad, la doctrina1 ha sostenido el dogma de “la unidad de la potestad 
sancionadora estatal” considerando que se constituye un poder único que se expresa a 
través del Derecho Penal y el Derecho Administrativo Sancionador. En sintonía con ello, 
la jurisprudencia constitucional2 señala que la legalidad, culpabilidad, tipicidad, entre otros, 
constituyen principios básicos del derecho sancionador que no solo deben aplicarse en el 
                                                          
1 BACA ONETO, Víctor. La potestad disciplinaria y el control del Tribunal Constitucional de las Resoluciones del Consejo Nacional de la 
Magistratura. En: Revista de Derecho de la Universidad de Piura N° 8, 2007, p. 253; GARBERÍ LLOBREGAT, J. y BUITRÓN RAMÍREZ, G. 
El procedimiento administrativo sancionador. Cuarta edición. Valencia: Tirant lo Blanch, 2001, pp. 44 y 45; OSSA ARBELÁEZ, Jaime. 
Derecho Administrativo Sancionador. Una aproximación dogmática. Bogotá: Legis, 2009, p. 119. 
2 Al respecto, ver la Sentencia del 16 de abril de 2003 recaída en el Expediente N°2050-2002-AA/TC, segundo párrafo del fundamento 
8 y la Sentencia del 11 de octubre de 2004 recaída en el Expediente 2192-2004-AA/TC, segundo párrafo del fundamento 4. 
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ámbito del Derecho Penal sino también en materia de Derecho Administrativo 
Sancionador. (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 2018) 
 
El carácter obligatorio de las disposiciones que integran un ordenamiento jurídico, 
exige que el sistema tenga previsto mecanismos que hagan frente a aquellas conductas que 
impliquen su contravención, teniendo en cuenta que si la eficacia de todo sistema jurídico 
depende de la existencia de suficientes facultades coercitivas para garantizar su 
cumplimiento. La aplicación de estos mecanismos no es más que una manifestación del ius 
puniendi estatal que, en lo relativo a las actuaciones administrativas, se concretiza en la 
denominada potestad sancionadora de la Administración Pública. 
 
Si bien es cierto que uno de los principios del sistema constitucional involucra la 
encomienda exclusiva del ejercicio de la potestad punitiva a los órganos jurisdiccionales, 
un rápido examen del ordenamiento jurídico nacional y extranjero permite evidenciar que 
la Administración Pública cuenta con potestades represivas expresas dirigidas a 
contrarrestar conductas ilícitas que se encuentran excluidas del ámbito de competencia de 
los órganos jurisdiccionales penales. 
 
En ese sentido, la potestad sancionadora atribuida a la Administración Pública 
encuentra sustento en la autotutela administrativa (obligatoriedad de los actos 
administrativos sin la intervención de voluntades ajenas a la Administración Pública) 
(LÓPEZ RAMON, 1988); y, a su vez, en un imperativo de coerción asignado por ley para 
garantizar el cumplimiento de obligaciones que integran el ordenamiento jurídico 
administrativo y castigar su contravención (SANTAMARIA PASTOR, 2000), de ser el 
caso. 
 
2.2.2. Procedimiento Administrativo Disciplinario 
 
Cuando hablamos del poder disciplinario hablamos de cómo el Estado, y siendo 
más específicos, las entidades públicas, protegen el adecuado funcionamiento de sus 
organizaciones. A diferencia de los procedimientos administrativos sancionadores de 
sujeción general o en los que los sujetos pasivos son terceros administrados (por ejemplo, 
en un procedimiento sancionador pesquero, en el que sujeto pasivo podría ser el titular del 
permiso de pesca o el armador pesquero), en cuyos casos la autoridad administrativa tutela, 
más bien, la legalidad. (BOYER CARRERA, 2017) 
 
Hablamos del disciplinario y, para el propósito de estas líneas, de la 
responsabilidad administrativa de los servidores públicos, como un mecanismo disuasivo 
de la comisión de conductas que afecten los intereses generales previstos en el ejercicio de 
las funciones públicas. Su aplicación trasciende a la vinculación formal entre los servidores 
públicos y el Estado. 
 
Esto significa que no sería estrictamente necesaria la presencia de un “vínculo 
laboral” -entendiendo que los servidores civiles pueden vincularse a través de un acto que 
lo inviste de poder, de un contrato o un acto de designación-; que podrían prestar servicios 
en un horario fijo y con una remuneración, ser dietarios (un consejo directivo) o ad honorem 
(un comité consultivo); y, en todos los casos, su vinculación al ordenamiento jurídico 
tendría que ser un valor superior al principio de jerarquía, o a las órdenes que reciban de 
sus superiores jerárquicos (por ejemplo, en caso el jefe ordene al servidor que lleve a cabo 
un acto de corrupción). Precisamente, porque sus funciones son públicas, éstas les son 
reconocidas debido a los intereses generales que tutelan a través del ejercicio de dichas 
funciones públicas. 
 
Entonces, en principio, el Estado procesa y castiga al servidor público cuando, a 
través de sus actuaciones, infringe las normas que determinan qué conductas se 
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encontrarían prohibidas, por ser incompatibles con la organización administrativa. No 
cualquier infracción a las normas, sino aquellas que se encuentran reconocidas como faltas. 
Así no será lo mismo, repartir volantes de un candidato a la alcaldía haciendo proselitismo, 
si dicha conducta la efectúo en mi casa o en la calle, pero sí lo será, si la llevo a cabo en las 
instalaciones de la entidad pública mientras traslado documentos oficiales. Esta infringiría 
el artículo 85.l) de la Ley del Servicio Civil que establece como falta administrativa 
“realizar actividades de proselitismo político durante la jornada de trabajo, o a través del 
uso de sus funciones o de recursos de la entidad pública”. Solo entonces, se podría iniciar 
un procedimiento disciplinario (BOYER CARRERA, 2017). 
 
Entenderemos, jurídicamente y siguiendo las nociones de la Ley del Procedimiento 
Administrativo General, Ley 27444, como procedimiento administrativo disciplinario, al 
conjunto de actos y diligencias tramitados en las entidades, conducentes a la emisión de un 
acto que produzca efectos jurídicos individuales o individualizables sobre intereses, 
obligaciones o derechos de los servidores públicos. Este acto impondrá una sanción 
administrativa, o archivará el procedimiento iniciado. 
 
Ahora bien, desde el punto de vista de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos - OCDE (2017), el procedimiento administrativo disciplinario es 
un elemento indispensable para una política nacional de integridad, porque el castigo 
oportuno y razonable de una conducta contraria a la ética o a los intereses generales, genera 
confianza en la población respecto de sus autoridades, y en que el gobierno está aplicando 
el Estado de Derecho a todos y que los servidores públicos no pueden actuar con 
impunidad. 
 
2.2.3. Ley del Servicio Civil y Régimen Disciplinario 
 
El régimen disciplinario de los servidores públicos vigente fue creado con la Ley 
del Servicio Civil - LSC (Ley 30057) en julio de 2013, y entró en vigencia el 14 de 
setiembre de 2014. Es aplicable a todos los servidores civiles, es decir a los servidores de 
los regímenes de los Decretos Legislativos 276, 728, 1057 (CAS), y 30057; a los gerentes 
públicos (régimen del Decreto Legislativo 1024), e incluso a aquellos servidores 
vinculados a través de los contratos FAG (Contrato del Fondo de Apoyo Gerencial de 
Naciones Unidas), o PAC (Ley 29806, que regula la contratación de personal altamente 
calificado en el Sector Público). Ello, a pesar de ser locadores de servicios (contar con un 
contrato civil), pero contratados específicamente para desempeñar funciones públicas 
conforme se desprende de las características legales de los contratos. Supletoriamente 
aplicable a los servidores de las carreras especiales. En el caso de las entidades que 
inicialmente fueron excluidas del régimen de la LSC (Contraloría General de la República, 
SBS, Congreso de la República, SUNAT, y BCR), el disciplinario de la LSC se les aplica 
a partir del 5 de mayo de 20163. 
 
La LSC, sobre la base de la Ley Marco del Empleo Público, Ley 28175, organizó 
a los servidores civiles en cuatro grandes grupos: (i) los funcionarios; (ii) los directivos; 
(iii) los servidores de carrera; (iv) los servidores de actividades complementarias. Los 
servidores de confianza no pertenecen a grupo alguno, porque podrían encontrarse en 





                                                          
3 El 4 de mayo de 2016 se publicó en El Peruano la Sentencia del TC recaída en los expedientes 0025-2013- PI/TC; 0003-2014-PI/TC, 
0008-2014-PI/TC, 0017-2014-PI/TC que, entre otros aspectos, declaró inconstitucional la Primera Disposición Complementaria Final 
de la Ley del Servicio Civil, en el extremo que excluía a estas cinco entidades públicas del ámbito de aplicación de la Ley; y, en 
consecuencia, las incorporó dentro de su ámbito de aplicación. 
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Ámbito de aplicación  
El procedimiento administrativo disciplinario ha sido regulado con la finalidad de 
afrontar el desorden generado en la aplicación de la responsabilidad administrativa 
disciplinaria para los diversos regímenes laborales existentes en la Administración Pública. 
 
Conforme al artículo 90° del Reglamento de la Ley N° 30057, el procedimiento 
administrativo disciplinario es aplicable a los siguientes servidores civiles: 
 
 Los funcionarios públicos de designación o remoción regulada, con excepción 
del Defensor del Pueblo, el Contralor General de la República, los miembros 
del Jurado Nacional de Elecciones, los miembros del Consejo Nacional de la 
Magistratura, el Jefe de la Oficina Nacional de Procesos Electorales, el Jefe del 
Registro Nacional de Identificación y Registro Civil, los miembros del 
Directorio del Banco Central de Reserva y el Superintendente de Banca, 
Seguros y Administradoras de Fondo de Pensiones. 
 Los funcionarios públicos de libre designación y remoción, con excepción de 
los ministros de Estado.  
 Los directivos públicos. 
 Los servidores civiles de carrera. 
 Los servidores de actividades complementarias. 
 Los servidores de confianza.  
 
Asimismo, el procedimiento administrativo disciplinario también es aplicable a 
todos los servidores y ex-servidores de los regímenes regulados bajo los Decretos 
Legislativos N°s 276, 728, 1057 y Ley N° 30057 (con las exclusiones del artículo 90° 
precitado); y, a aquellos comprendidos en el Régimen Especial para Gobiernos Locales, 
conforme al artículo 29° del Decreto Supremo N° 041-2014-PCM, Reglamento del 
Régimen Especial para Gobiernos Locales. 
 
De la misma manera, las faltas previstas en el Código de Ética de la Función Púbica 
y la Ley N° 27444 - Ley de Procedimiento Administrativo General se procesan conforme 
a las reglas procedimentales del régimen disciplinario de la Ley N° 30057 y su Reglamento 
general. 
 
El procedimiento administrativo disciplinario también se aplica, de modo 
supletorio, a los trabajadores, servidores, obreros, entidades y carreras no comprendidos 
dentro de los alcances de la Ley N° 30057. La supletoriedad implica que en todo aquello 
que no está previsto por sus normas especiales, se aplica el régimen disciplinario de la Ley 
N° 30057 y sus normas de desarrollo. 
 
Autoridades competentes 
Para comprender la forma como se ejerce la potestad sancionadora disciplinaria, 
en primer término, es necesario explicar cuáles entidades se encuentran autorizadas para 
ello, es decir, cuáles podrían ejercer ese poder disciplinario. Conforme señala el artículo 
IV “Definiciones” del Título Preliminar del Reglamento de la Ley N° 30057, a efectos del 
Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos se entiende como entidades 
públicas a las siguientes: 
 
 Entidad Pública Tipo A: es aquella organización que cuenta con personería 
jurídica de derecho público, cuyas actividades se realizan de acuerdo a las 
potestades administrativas y, por tanto, se encuentran sujetas a las normas 
comunes de derecho público. 
 Entidad Pública Tipo B: son aquellos órganos desconcentrados, proyectos, 
programas o unidades ejecutoras de una entidad pública Tipo A que, conforme 
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a su Manual de Operaciones o documento equivalente, cumplen los siguientes 
criterios:  
(i) Tener competencia para contratar, sancionar y despedir. 
(ii) Contar con una oficina de recursos humanos o la que haga sus veces. 
(iii) Contar con resolución de titular de la entidad púbica a la que pertenece 
definiéndola como Entidad Púbica Tipo B. 
 
La Directiva del Régimen Disciplinario y Procedimiento Sancionador de la Ley N° 
30057, Ley del Servicio Civil, precisa las situaciones en las que la Entidad Púbica Tipo B 
cuenta con poder disciplinario:  
 
(i) Cuando una norma o instrumento de gestión les ha otorgado la facultad de 
sancionar y son declaradas Entidad Púbica Tipo B. 
(ii) Cuando una norma o instrumento de gestión les ha otorgado la facultad de 
sancionar y no son declaradas Entidad Púbica Tipo B. 
(iii) Cuando no se les ha otorgado la facultad de sancionar y son declaradas 
Entidad Púbica Tipo B. 
 
Conforme a lo señalado previamente, es posible advertir que los órganos 
desconcentrados, proyectos, programas o unidades ejecutoras que en estricto no calificarían 
como entidades públicas, a efectos del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos 
Humanos, se encontrarían facultades para ejercer el poder disciplinario siempre y cuando 
cumplan ciertos requisitos.  
 
Ahora bien, con relación a las autoridades encargadas de intervenir en el 
procedimiento administrativo disciplinario, el artículo 92° de la Ley N° 30057siguientes: 
 
 Jefe inmediato del presunto infractor. 
 Jefe de Recursos Humanos o quien haga sus veces. 
 Titular de la entidad. 
 Tribunal del Servicio Civil. 
 
La intervención de cada una de dichas autoridades se dará en atención a algunas 
condiciones específicas. Así, por ejemplo, en el caso de la amonestación escrita el jefe 
inmediato es el encargado de instruir el procedimiento e imponer la sanción, mientras que 
el jefe de recursos humanos, o el que haga sus veces, tiene a su cargo la oficialización de 
dicha sanción.  
 
Asimismo, tratándose de la sanción de suspensión, el jefe inmediato es el órgano 
instructor y el jefe de recursos humanos, o el que haga sus veces, es el órgano sancionador 
y quien oficializa la sanción. Por su parte, en el caso de la sanción de destitución, el jefe de 
recursos humanos es el órgano instructor y el titular de la entidad es el órgano sancionador 
y quien oficializa la sanción. 
 
En adición a lo señalado previamente se debe indicar que las autoridades 
encargadas del trámite del procedimiento administrativo disciplinario cuentan con el apoyo 
de una Secretaría Técnica designada por la máxima autoridad administrativa de la entidad 
y conformada por uno o más servidores en adición a las funciones que viene ejerciendo en 
la entidad o específicamente para dicho propósito. Dicha Secretaría Técnica cuenta con las 
siguientes funciones: 
 
 Precalifica y documenta todas las etapas del procedimiento administrativo 
sancionador. 
 Recibe, tramita y atiende denuncias. 
 Tramita informes de control del procedimiento administrativo sancionador. 
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 Suscribe requerimientos de información. 
 Emite informes que contienen resultados de la precalificación. 
 Apoya en todas las fases del procedimiento administrativo sancionador. 
 Administra y custodia los expedientes del procedimiento administrativo 
sancionador. 
 Declara “no ha lugar a trámite” sobre una denuncia o reporte. 
 Inicia investigaciones de oficio. 
 
2.2.4. Debido Proceso 
 
En nuestro país, la Constitución Política establece el debido proceso en la 
aplicación e interpretación de los artículos 39° y 41°, los cuales señalan, de forma literal, 
que: 
 
A nadie se hará sufrir pena sino por delito, cuasidelito o falta, sancionados por ley 
anterior y en virtud de sentencia firme dictada por autoridad competente, previa 
oportunidad concedida al indiciado para ejercitar su defensa y mediante la 
necesaria demostración de culpabilidad. 
 
No constituyen violación a este artículo o a los dos anteriores, al apremio corporal 
en materia civil o de trabajo o las detenciones que pudieren decretarse en las 
insolvencias, quiebras o concursos de acreedores. 
 
Ocurriendo a las leyes, todos han de encontrar reparación para las injurias o 
daños que hayan recibido en su persona, propiedad o intereses morales. Debe 
hacérseles justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con 
las leyes. 
 
Prima facie, y en una interpretación estricta del contenido del artículo 39 de la 
Constitución costarricense, podría decirse que el debido proceso se instaura como una 
garantía en los procesos penales. No obstante, tomando en cuenta la naturaleza de las 
normas constitucionales, cuyo contenido debe interpretarse pro libertatis y pro homine, la 
garantía del debido proceso se ha extendido a diferentes materias, entre ellas la 
administrativa y la contenciosa administrativa. 
 
Pero antes de proseguir, merece que realicemos una breve referencia a lo que han 
entendido nuestros Tribunales de Justicia como “debido proceso”. En Costa Rica, existe 
una sentencia fundamental, emitida por el Tribunal Constitucional en el año 1992 y 
redactada por el entonces magistrado, don Rodolfo Piza Escalante, que, con gran tino, 
definió la noción del debido proceso: 
 
El concepto del debido proceso envuelve comprensivamente el desarrollo 
progresivo de prácticamente todos los derechos fundamentales de carácter 
procesal o instrumental, como conjuntos de garantías de los derechos de goce -
cuyo disfrute satisface inmediatamente las necesidades o intereses del ser humano-
, es decir, de los medios tendientes a asegurar su vigencia y eficacia. 
 
[…] De allí que las leyes y, en general, las normas y los actos de autoridad 
requieran para su validez, no sólo haber sido promulgados por órganos 
competentes y procedimientos debidos, sino también pasar la revisión de fondo por 
su concordancia con las normas, principios y valores supremos de la Constitución 
(formal y material), como son los de orden, paz, seguridad, justicia, libertad, etc., 
que se configuran como patrones de razonabilidad. Es decir, que una norma o acto 
público o privado sólo es válido cuando, además de su conformidad formal con la 
Constitución, esté razonablemente fundado y justificado conforme a la ideología 
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constitucional. De esta manera se procura, no sólo que la ley no sea irracional, 
arbitraria o caprichosa, sino además que los medios seleccionados tengan una 
relación real y sustancial con su objeto. Se distingue entonces entre razonabilidad 
técnica, que es, como se dijo, la proporcionalidad entre medios y fines; 
razonabilidad jurídica, o la adecuación a la Constitución en general, y en especial, 
a los derechos y libertades reconocidos o supuestos por ella; y finalmente, 
razonabilidad de los efectos sobre los derechos personales, en el sentido de no 
imponer a esos derechos otras limitaciones o cargas que las razonablemente 
derivadas de la naturaleza y régimen de los derechos mismos, ni mayores que las 
indispensables para que funcionen razonablemente en la vida de la sociedad. 
 
Desde luego que el debido proceso genera exigencias fundamentales respecto de 
todo proceso o procedimiento, especialmente tratándose de los de condena, de los 
sancionadores en general, y aun de aquellos que desembocan en una denegación, 
restricción o supresión de derechos o libertades de personas privadas, o aún de las 
públicas en cuanto que terceros frente a la que actúa […]4. 
 
El debido proceso es, así, una garantía formal para el administrado en el sentido de 
que deben cumplirse todos los actos y/o fases procedimentales que la ley exige para que 
una decisión o resolución (acto final) pueda calificarse con validez a la luz del 
ordenamiento jurídico. En un plano material, el debido proceso otorga al administrado la 
garantía de que podrá hacer valer sus derechos en el ámbito y escenario de la 
administración. Con ello, el debido proceso no solo va más allá de una garantía formal del 
desarrollo del procedimiento, sino que, de acuerdo con la sentencia apuntada anteriormente, 
requiere de un control material que verifique el contenido de una decisión que se apegue a 
los valores y principios sobre los que se estructura el ordenamiento jurídico. 
 
Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos -precisamente, en el 
caso “Baena y otros vs. Panamá”-, en aplicación del artículo 8 del Pacto de San José, 
estableció las reglas y garantías mínimas que deben respetarse para la consecución de un 
debido procedimiento administrativo. Estas obligaciones también han sido reconocidas en 
otros casos tramitados en la jurisdicción internacional (SAGUES, 2009). Se los menciona 
a continuación: 
 
 Una audiencia para la determinación de los hechos y derechos que se realice 
previa al comienzo de las actuaciones administrativas, a fin de que el 
administrado conozca el marco del debate, ofrezca la prueba del caso y formule 
los alegatos que correspondan. Se debe tener derecho a la representación legal 
libremente escogida, a fin de preparar idóneamente la defensa del caso. La 
infracción a esta regla importa violar el artículo 25 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. 
 
 Una notificación previa sobre la existencia de un procedimiento administrativo, 
lo que implica, además, información sobre los cargos, derecho a comparecer, 
derecho a presentar pruebas y derecho de acceder al expediente. 
 
 Es fundamental el derecho a una decisión fundada, en la cual se atienda los 
planteos del administrado y se exponga los argumentos esgrimidos por la 
administración para resolver la controversia. 
 
 Es obligatoria la publicidad de las actuaciones administrativas, en aras del 
acceso a la información y la transparencia. 
 
                                                          
4 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de San José a las 11:45 horas del 1 de julio de 1992. 
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 Se debe tener en cuenta el cumplimiento de plazos razonables para tramitar y 
resolver por parte de la administración y en función de tres parámetros de 
valoración: comportamiento del administrado, complejidad del caso y diligencia 
de la conducta de la administración. 
 
 Se debe contar con una revisión judicial de las actuaciones administrativas -
dicho parámetro ha sido garantizado además en algunas constituciones. Por 
ejemplo, en el artículo 49° de la de Costa Rica, el cual releva a máximo rango 
normativo la jurisdicción contencioso administrativa-. 
 
Los parámetros que se muestran a continuación -recalcados por Néstor Sagüés- se 
encuentran también señalados en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos y son adicionados en nuestro medio por la jurisprudencia constitucional, de modo 
que agreguen mayores garantías al proceso administrativo: 
 
 Principio de razonabilidad: al respecto, Roberto Dromi refiere que la 
razonabilidad del acto responde al debido proceso de verificación de los hechos 
que lo justifiquen y a la apreciación objetiva al valorarlos. Es por ello que, en el 
marco de un procedimiento correcto y con apego a las garantías del 
administrado, podremos verificar un acto proporcionado, ajustado y concordado 
a los preceptos constitucionales. 
 
 Derecho general a la justicia: se construye a partir del derecho fundamental de 
justicia pronta y cumplida, que viene a garantizar al administrado los 
mecanismos para la solución de sus controversias y diferencias. Es lo que se 
conoce como el derecho de acceso a la justicia, que deberá entenderse también 
aplicado a la justicia administrativa. 
 
 Derecho general a la legalidad: se define como una manifestación del 
principio de legalidad administrativa dentro del procedimiento administrativo. 
La actuación de la administración dentro del procedimiento siempre deberá 
tener como sustento la legalidad. 
 
 Principio de inocencia: tiene una mayor aplicación en los procedimientos 
administrativos sancionadores y disciplinarios. La administración tiene la carga 
de probar lo que haya planteado como premisa en el procedimiento. 
 
 Derecho al procedimiento: se refiere a una construcción teórica que recoge los 
actos que constituyen el procedimiento, así como otros subprincipios aplicables. 
Por ejemplo, amplitud de la prueba -recuérdese que el fin del procedimiento es 
verificar la denominada verdad real de los hechos-, legitimidad y legalidad de 
la prueba, inmediación y oralidad en el procedimiento, comunidad de la prueba, 
publicidad de las actuaciones, impulso procesal de oficio -la administración está 
llamada a buscar la verdad real de los hechos, por lo que tiene la obligación de 
impulsar el procedimiento de forma oficiosa-, entre otros. 
 
2.2.5. Funcionario Publico 
 
El contenido del concepto de funcionario público ha tenido un trato diferente según 
el área del Derecho que lo regula. Por ejemplo, en Derecho Administrativo se utiliza un 
concepto formal y restringido de este término, según lo dispuesto por el artículo 40° de la 
Constitución y del artículo 2° de la Ley de Bases de la Carrera Administrativa. Estas normas 
establecen una definición negativa de funcionario público (es decir, por exclusión). Esta 
definición ha sido elaborada para cumplir los objetivos de la regulación administrativa 
(ABANTO VASQUEZ, 2001, pág. 29). Así: 
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 El artículo 40° de la Constitución excluye a quienes desempeñan cargos 
políticos o de confianza y a los trabajadores de las empresas del Estado o de 
sociedades de economía mixta.  
 El artículo 2° de la Ley de Bases de la Carrera Administrativa (Decreto 
Legislativo Nº 276) excluye a los servidores públicos contratados, a los 
funcionarios que desempeñan cargos políticos o de confianza, a los miembros 
de las Fuerzas Armadas y Fuerzas Policiales, y a los trabajadores de empresas 
del Estado o de economía mixta. 
 
Sobre la base de lo señalado, resulta necesario utilizar un concepto que sea 
funcional a la protección del correcto y normal funcionamiento de los servicios de la 
administración pública en favor de los ciudadanos. Desde esta perspectiva, la doctrina 
(ABANTO VASQUEZ, 2001, págs. 19-39) ha reconocido como los elementos del 
concepto de funcionario público los siguientes: 
 
 La persona deberá estar incorporada a la actividad pública (título habilitante). 
 La persona debe ejercer la función pública.  
 
Sin embargo, por las razones expuestas a continuación, conviene utilizar los 
siguientes elementos: 
 
 Incorporación heterónoma a la función pública. 
 Posibilidad efectiva de desempeñar el cargo público.  
 
La incorporación heterónoma a la función pública 
La incorporación heterónoma a la función pública significa que el funcionario 
público adquiere su estado a través de una acción de selección, nombramiento o elección 
por el pueblo, la norma, o una persona que -distinta al propio funcionario- ostente el poder 
suficiente para vincular al nuevo servidor con la administración pública.  
 
En otras palabras, el título habilitante de incorporación consistirá en la selección, 
la designación o la elección del sujeto para desempeñar actividades o funciones al servicio 
del Estado. 
 
Estos títulos habilitantes abarcan todas las posibilidades de acceder a la 
administración pública. Así entendemos: 
 
 Selección: elegir a una persona entre otras por parte de una autoridad 
competente. Ejemplo: El juez que era elegido por concurso público dirigido por 
la CNM. 
 Designación: destinar a un sujeto para la función pública por parte de una 
autoridad competente. Ejemplo: El Presidente de la República designa a un 
asesor para que sea el encargado del SIN.  
 Elección: nombramiento que regularmente se hace a través de un proceso de 
votación. Ejemplo: El congresista que es elegido por elección popular. 
 
La posibilidad efectiva de desempeñar el cargo público  
Cuando se analiza si una persona puede o no ser considerada funcionario público 
en los términos del Derecho Penal, más que un ejercicio de la función pública debe hablarse 
de una posibilidad efectiva de ejercicio de la función pública, ya que desde esta posición 
se podrá al menos poner en peligro el bien jurídico protegido en estos delitos. La posición 
de cercanía al bien jurídico protegido no requiere de un ejercicio, sino de la posibilidad 
efectiva (y no irreal o abstracta) de ejercitar el poder otorgado al momento de la 
incorporación en el organigrama público. En otras palabras, cuando un sujeto ya accede 
materialmente al aparato estatal (aunque por aspectos de forma aún no ejerce efectivamente 
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la función pública) se origina una relación en la que el correcto y normal funcionamiento 
de la administración pública depende de su comportamiento. Este vínculo configura la 
posibilidad efectiva de desempeñar el cargo. 
 
2.3. GLOSARIO DE TÉRMINOS BÁSICOS. (CABANELLAS DE TORRES, 
2006), Ley 30057, Ley del Servicio Civil, Decreto Supremo N° 040-2014-PCM, 
Reglamento de la Ley SERVIR 
 
1. Régimen  
Sistema de gobierno. Manera de regir o regirse. Normas o prácticas de una organización 
cualquiera, desde el Estado a una dependencia o establecimiento particular 
 
2. Debido proceso 
El debido proceso es un derecho humano abierto de naturaleza procesal y alcances 
generales, que busca resolver de forma justa las controversias que se presentan ante las 
autoridades judiciales, con la finalidad de proteger a las personas y asegurar la justicia. 
Esta última, a su vez, es una fuente de la cual emana un conjunto de derechos procesales 
que no se agotan en la norma, sino en la interpretación que se haga de la misma en casos 
concretos. 
 
3. Procedimiento  
En general, acción de proceder. Sistema o método de ejecución, actuación o fabricación. 
Modo de proceder en justicia, actuación de trámites judiciales o administrativos; es 
decir, el conjunto de actos, diligencias y resoluciones que comprenden la iniciación, 
instrucción, desenvolvimiento, fallo y ejecución en una causa. 
 
4. Secretaria técnica  
Es el órgano con autonomía técnica que realiza la labor de instructor del procedimiento 
de investigación y sanción de conductas anticompetitivas y que emite opinión sobre la 
existencia de la conducta infractora. 
 
5. Designación 
Designar a alguien significa que se nombra a una persona para algún tipo de cargo, 
actividad o distinción. Y designación es el sustantivo que se aplica en dichas 
circunstancias. La designación implica una decisión previa. Una persona o varias deben 
proponer a un candidato para una actividad determinada. Esa propuesta inicial se 
concreta en el acto de la designación. 
 
6. Funcionario público 
Es un representante político o cargo público representativo, que ejerce funciones de 
gobierno en la organización del Estado. Dirige o interviene en la conducción de la 
entidad, así como aprueba políticas y normas. 
 
7. Administración pública  
Es el Poder ejecutivo en acción, con la finalidad de cumplir y hacer cumplir cuanto 
interesa a la sociedad en las actividades y servicios públicos. La administración puede 
ser nacional, provincial o municipal, de acuerdo con la esfera territorial de sus 
atribuciones. 
 
8. Titular de la entidad 
Para efectos del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, se entiende 
que el Titular de la entidad es la máxima autoridad administrativa de una entidad pública. 
En el caso de los Gobiernos Regionales y Locales, la máxima autoridad administrativa 
es el Gerente General del Gobierno Regional y el Gerente Municipal, respectivamente. 
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9. Entidad Pública 
Para el Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, se entiende como 
entidad pública Tipo A a aquella organización que cuente con personería jurídica de 
derecho público, cuyas actividades se realizan en virtud de potestades administrativas y, 
por tanto, se encuentran sujetas a las normas comunes de derecho público.  
 
Asimismo, y solo para efectos del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos 
Humanos, se considera como entidad pública Tipo B a aquellos órganos 
desconcentrados, proyectos, programas o unidades ejecutoras conforme a la Ley Nº 
28411 de una entidad pública Tipo A que, conforme a su manual de operaciones o 
documento equivalente, cumplan los siguientes criterios: 
 
a) Tener competencia para contratar, sancionar y despedir.  
b) Contar con una oficina de recursos humanos o la que haga sus veces, un titular, 
entendiéndose como la máxima autoridad administrativa y/o una alta dirección o la 
que haga sus veces.  
c) Contar con resolución del titular de la entidad pública a la que pertenece definiéndola 
como Entidad Tipo B. 
 
Cuando en el presente Reglamento se haga mención expresa a entidades, se entenderá 
indistintamente a las entidades públicas Tipo A o Tipo B, salvo que se haga mención 
expresa a alguna de ellas. 
 
Esta definición se aplica exclusivamente para el Sistema Administrativo de Gestión de 
Recursos Humanos y no tiene implicancias para aspectos de estructura y organización 
del Estado ni para otros sistemas administrativos o funcionales. 
 
2.4. MARCO REFERENCIAL  
 




Siguiendo a Felipe Villavicencio la función punitiva del Estado Social y 
democrático se origina en su soberanía para identificar como punibles ciertas 
conductas y establecer la sanción correspondiente (Derecho Penal subjetivo). 
Históricamente proviene de la Revolución Francesa y el pensamiento ilustrado del 
siglo XVIII, que originó la idea que, el poder del Estado se haya controlado y 
limitado. Esta función está fundamentada y limitada por la Constitución Política, y 
en ella se encuentra su justificación política, como también en las normas 
internacionales. En nuestro caso, partimos del modelo de Estado Social y 
Democrático de Derecho. Así, el principio de Estado de Derecho busca el 
sometimiento del poder punitivo al derecho; el principio de Estado Social sirve 
para dar legitimidad a la función de prevención en función a la protección de la 
sociedad; y, el principio de Estado democrático pone al Derecho Penal al servicio 
del ciudadano. Políticamente, el Estado es su único titular y pueden diferenciarse 
matices en el ejercicio del poder penal: función penal legislativa, judicial y 
ejecutiva. (VILLAVICENCIO TERREROS, 2008). 
 
}Sin embargo, debemos indicar que el Ius Puniendi del Estado es una 
categoría jurídica de larga data, y que en función al poder del estado permitía 
establecer la prerrogativa estatal de sancionar conductas, pero siempre de manera 
drástica tal como sucedía con la Ley del Talión o el Código de Hammurabi en los 
Estados insipientes, para pasar a un poder controlado y legitimado, en los Estados 
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modernos, en donde si bien el Estado goza de su facultad sancionadora, esta no es 
ilimitada, sino que se encuentra delimitado por principios constitucionales como 





Un concepto que consideramos importante en nuestra investigación es 
precisamente el Ius puniendo, el cual doctrinalmente se le conoce a la facultad y/o 
potestad que tiene el Estado para castigar conductas. Por otro lado, esta noción de 
esta institución generalmente se encuentra ligada al derecho penal, como máxima 
forma de reacción que tiene el Estado frente a la vulneración de los llamados bienes 
jurídicos. Sin embargo, lo que pretendemos es enfocar el concepto de una visión 
amplia de la potestad estatal para sancionar. 
 
En este orden de ideas, es necesario distinguir con claridad la 
responsabilidad penal de la responsabilidad administrativa de los particulares, 
puesto que ambas son distintas. Se ha señalado de manera reiterada que ambas 
provienen de la facultad del Estado de reprimir conductas antisociales y que por 
ello operan de manera similar. Pero es preciso tener en cuenta que todos los 
mecanismos de control social se encuentran tutelados y autorizados por el derecho, 
razón por la cual es necesario establecer con claridad las distinciones existentes 
entre ambos mecanismos. (GUZMÁN NAPURI, 2013, pág. 648) 
 
Bajo la línea de argumentación que planteamos, podemos advertir que no 
solo el Derecho Penal, es sancionador, sino que la sanción es implícita a toda rama 
del Derecho, en menor o mayor intensidad, para el caso del derecho administrativo 
el ius puniendi estatal se representa, en esa atribución legal que tiene el estado para 
imponer una sanción al servidor o funcionarios público que incumple los deberes 
y obligaciones que le asisten en el ejercicio de sus funciones, pudiéndoseles 
sancionar a través de una amonestación (verbal o escrita), suspensión o destitución. 
 
Por tanto, es esencial determinar con carácter previo el concepto de 
sanción administrativa. El punto de arranque lo dan la jurisprudencia, 
constitucional y ordinaria, y la doctrina cuando afirman una y mil veces que, tanto 
en las penas como en las sanciones administrativas, hay ejercicio o manifestación 
del ius puniendi del Estado. Esto condiciona por completo el concepto de sanción 
administrativa que puede definirse como el castigo impuesto por la Administración 
o como el castigo previsto por el ordenamiento para ser impuesto por la 
Administración5, y es que Según la Guía práctica sobre el procedimiento 
administrativo sancionador del Ministerio de Justicia “en la actualidad, la 
doctrina6 ha sostenido el dogma de “la unidad de la potestad sancionadora 
estatal” considerando que se constituye un poder único que se expresa a través del 
Derecho Penal y el Derecho Administrativo Sancionador. En sintonía con ello, la 
jurisprudencia constitucional7 señala que la legalidad, culpabilidad, tipicidad, 
                                                          
5 Por Manuel REBOLLO PUIG y Manuel IZQUIERDO CARRASCO. Grupo de Investigación de la Junta de Andalucía SEJ-196. Proyecto de 
Investigación del Ministerio de Economía y Competitividad DER 2015- 67695. Visto el 15-06-19. En https://www.minjus.gob.pe/wp-
content/uploads/2017/09/2.-REBOLLO-PUIG-IZQUIERDO-Derecho-administrativo-Sancionador-Caracteres-generales.pdf 
6 BACA ONETO, Víctor. La potestad disciplinaria y el control del Tribunal Constitucional de las Resoluciones del Consejo Nacional de la 
Magistratura. En: Revista de Derecho de la Universidad de Piura Nº 8, 2007, p. 253; GARBERÍ LLOBREGAT, J. y BUITRÓN RAMÍREZ, G. 
El procedimiento administrativo sancionador. Cuarta edición. Valencia: Tirant lo Blanch, 2001, pp. 44 y 45; OSSA ARBELÁEZ, Jaime. 
Derecho Administrativo Sancionador. Una aproximación dogmática. Bogotá: Legis, 2009, p. 119. Visto el 15-06-19. En: 
https://www.minjus.gob.pe/wp-content/uploads/2017/07/MINJUS-DGDOJ-GUIA-DE-PROCEDIMIENTO-ADMINISTRATIVO-
SANCIONADOR-2DA-EDICION.pdf 
7 Al respecto, ver la Sentencia del 16 de abril de 2003 recaída en el Expediente N° 2050-2002-AA/TC, segundo párrafo del fundamento 
8 y la Sentencia del 11 de octubre de 2004 recaída en el Expediente 2192-2004-AA/TC, segundo párrafo del fundamento 4. 
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entre otros, constituyen principios básicos del derecho sancionador que no solo 
deben aplicarse en el ámbito del Derecho Penal sino también en materia de 
Derecho Administrativo Sancionador”. 
 
Del mismo modo, como afirma Rebolledo Puig “Suele distinguirse entre 
las sanciones administrativas que se pueden imponer a cualquier persona por sus 
conductas contrarias al ordenamiento jurídico general y las sanciones 
administrativas que se pueden imponer a ciertas personas que tienen unos vínculos 
con la Administración más fuertes por la vulneración de sus deberes específicos 
(p. ej., sanciones a funcionarios, presos, etc.). Para aludir a esta diferencia se 
habla de una “potestad administrativa disciplinaria” distinta de la potestad 
administrativa sancionadora general. Agrega dicho autor que “Se trata de una 
diferencia con relevancia en nuestro Derecho. No es sólo que las sanciones 
disciplinarias gocen de una mayor tradición y aceptación, sino que incluso 
también presentan alguna singularidad en su régimen jurídico, en particular, una 
cierta disminución de las garantías. No obstante, ni está clara la frontera entre 
unas sanciones y otras, ni es pacífico el fundamento de la distinción ni el alcance 
de esas diferencias de régimen jurídico. 
 
En cuanto a la frontera, además de las personas en situaciones de 
sujeción especial, como funcionarios o presos, se extiende en ocasiones la 
calificación y el régimen de las disciplinarias a las sanciones a cualquier usuario 
de un servicio público o del dominio público, o a las que imponen los Colegios 
Profesionales a sus colegiados o las sanciones deportivas que acuerdan las 
federaciones. En cuanto al fundamento, se dice frecuentemente que la potestad 
disciplinaria no sería manifestación del mismo ius puniendi del Estado que sólo se 
ejercería con las penas y con las sanciones administrativas generales; otras veces 
se acude a la noción de “relaciones de sujeción especial”. 
 
Por su parte, nuestro Tribunal Constitucional en la STC N° 00033-2007-
PI/TC nos indica que “…el ius puniendi del Estado es entendido como la potestad 
“que se manifiesta en el aspecto coercitivo de las normas y, por otro, que es 
también objeto de la regulación de las mismas” [Hurtado Pozo, José. Manual de 
Derecho Penal Ed. Grijley, 2005, Lima], así, y siguiendo al mismo autor, “el 
ejercicio de su poder punitivo está determinado por las opciones sociales y 
políticas que haya adoptado en relación con la organización de la comunidad, en 
general. Por lo tanto, la política criminal del Estado se halla encuadrada y 
condicionada por su política social general.”. En este sentido la persecución y 
sanción de conductas delictivas, en un Estado Social y Democrático de Derecho 
implica el diseño general de las políticas criminales las que no se agotan con la 
descripción típica de estos ilícitos sino también, entre otros, con la ejecución de la 
pena. Así, el ius puniendi del Estado funciona con sus limitaciones dentro de un 
marco penal de la Constitución, bajo los estándares internacionales referidos a la 
protección de derechos fundamentales y en estricta observancia de los fines de la 
pena. En este sentido, nuestro ordenamiento Constitucional y las obligaciones 
internacionales será el punto de inicio para poder establecer los fines que el 
régimen penitenciario se ha propuesto lograr y los objetivos que en ella se ha 
trazado en la Constitución, así como cumplir con los deberes y obligaciones 
asumidas por el Estado…”. 
 
También el Tribunal del Servicio Civil en el Fundamento Jurídico 5 de la 
RESOLUCIÓN DE SALA PLENA Nº 001-2019-SERVIR/TSC, el mismo que 
tiene la calidad de precedente vinculante administrativo, precisa que “La potestad 
sancionadora del Estado (ius puniendi) es ejercida en la Administración Pública 
a través de la facultad disciplinaria. Esta consiste en el poder jurídico otorgado 
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por la Constitución a través de la Ley a las entidades estatales sobre sus 
funcionarios y servidores para imponer sanciones por las faltas disciplinarias que 
cometen, con el fin de incentivar el respeto y cumplimiento del ordenamiento 
jurídico y desincentivar que se cometan faltas e infracciones que afecten el interés 
general”. 
 
De esta manera podemos apreciar que el derecho administrativo 
sancionador se enfoca desde dos aspectos, el primero de ellos como derecho 
administrativo sancionador general, el cual se aplica a cualquier individuo 
independientemente de su vinculación o no con la administración, dentro de ellas 
encontramos las sanciones de multa a conductores que infringen las señales de 
tránsito, el cierre temporal de locales por no cumplir los requisitos que advierte la 
ley, etc., y el otro aspecto vinculado al derecho administrativo sancionador 
disciplinario y que se dirige a los funcionarios y servidores públicos por la 
comisión de faltas tipificadas por ley. 
 
En ese sentido, la potestad sancionadora atribuida a la Administración 
Pública encuentra sustento en la autotutela administrativa (obligatoriedad de los 
actos administrativos sin la intervención de voluntades ajenas a la Administración 
Pública); y, a su vez, en un imperativo de coerción asignado por ley para garantizar 
el cumplimiento de obligaciones que integran el ordenamiento jurídico 
administrativo y castigar su contravención, de ser el caso8. 
 
2.1.1.3. Bases constitucionales 
 
Conforme a lo prescrito por el artículo 9° de la Convención Americana 
de Derechos Humanos “nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que 
en el momento de cometerse no fueran delictivas según el derecho aplicable. 
Tampoco se puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la 
comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la 
imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello”, aspecto 
regulatorio que se conoce como el denominado principio de legalidad. 
 
Este principio constituye una auténtica garantía constitucional de los 
derechos fundamentales y un criterio rector en el ejercicio del poder sancionatorio 
del Estado democrático: nullum crimen, nulla poena sine previa lege, tal como lo 
ha señalado la STC N° 00156-2012-PHC/TC. De forma similar, en la sentencia del 
Caso García Asto y Ramírez Rojas vs. Perú, de fecha 25 de noviembre de 2005, la 
Corte Interamericana subrayó que “en un Estado de Derecho, el principio de 
legalidad preside la actuación de todos los órganos del Estado, en sus respectivas 
competencias, particularmente cuando viene al caso el ejercicio de su poder 
punitivo”. 
 
Por otro lado, el principio-derecho a la legalidad sancionatoria está 
reconocido en la Constitución del Estado en su artículo 2º, inciso 24, literal d), con 
el siguiente tenor: “Nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al 
tiempo de cometerse no esté previamente calificado en la ley, de manera expresa 
e inequívoca, como infracción punible; ni sancionado con pena no prevista en la 
ley”. 
 
En mérito de ello, en la STC 00010-2002-AI/TC el Tribunal 
Constitucional estableció que el principio de legalidad exige no solo que por ley se 




establezcan los delitos, sino también que las conductas prohibidas estén claramente 
delimitadas por la ley, prohibiéndose tanto la aplicación por analogía, como 
también el uso de cláusulas generales e indeterminadas en la tipificación de las 
prohibiciones. Del mismo modo, la Corte Interamericana ha señalado que “[l]a 
calificación de un hecho como ilícito y la fijación de sus efectos jurídicos deben 
ser preexistentes a la conducta del sujeto al que se considera infractor, ya que antes 
de que una conducta sea tipificada como delito la misma no reviste aún el carácter 
de ilícita para efectos penales” (Caso García Asto y Ramírez Rojas vs. Perú). 
 
En virtud de ello, es que en la STC 02050-2002-AA/TC este Tribunal 
Constitucional precisó que “los principios de culpabilidad, legalidad, tipicidad, 
entre otros, constituyen principios básicos del derecho sancionador, que no sólo se 
aplican en el ámbito del derecho penal, sino también en el del derecho 
administrativo sancionador”. 
 
El principio de legalidad impone tres exigencias: la existencia de una ley 
(lex scripta), que la ley sea anterior al hecho sancionado (lex previa), y que la ley 
describa un supuesto de hecho estrictamente determinado (lex certa). 
 
Para la Corte Interamericana este principio exige que en la elaboración 
de los tipos penales exista una clara definición de la conducta incriminada, que fije 
sus elementos y permita deslindarla de comportamientos no punibles o conductas 
ilícitas sancionables con medidas no penales (Caso Fermín Ramírez 
vs. Guatemala, sentencia del 20 de junio de 2005 y Caso García Asto y Ramírez 
Rojas vs. Perú, sentencia del 25 de noviembre de 2005). 
 
En la sentencia del Caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá, la Corte 
Interamericana destacó que “en aras de la seguridad jurídica es indispensable que 
la norma punitiva, sea penal o administrativa, exista y resulte conocida, o pueda 
serlo, antes de que ocurran la acción o la omisión que la contravienen y que se 
pretende sancionar”. 
 
El subprincipio de tipicidad o taxatividad es otra de las manifestaciones 
o concreciones del principio-derecho de legalidad que tiene como destinatarios al 
legislador penal o administrativo, a efectos de que las prohibiciones que definen 
sanciones, sean éstas penales, administrativas o políticas, estén redactadas con un 
nivel de precisión suficiente que permita a cualquier ciudadano de formación 
básica comprender sin dificultad lo que se está proscribiendo. 
 
Este principio exige la precisa definición de la conducta que la ley o 
norma con rango de ley considera como delito o falta, es decir, que la vaguedad en 
la definición de los elementos de la conducta incriminada termina vulnerando este 
principio. Igualmente, en sede corporativa, la conducta considerada como falta 
debe encontrarse claramente prevista y tipificada en el estatuto de las personas 
jurídicas. 
 
2.1.2. Procedimiento Administrativo Disciplinario 
 
2.1.2.1. Antecedentes y evolución histórica 
 
Para poder desarrollar este aspecto de la tesis se ha tenido a bien tomar 
lo mencionado Wilson Miguel Ramírez Namuche, en su tesis denominada “La 
Responsabilidad Administrativa: El debido proceso en los Procedimientos 
Administrativos Disciplinarios en el Hospital Regional Docente Las Mercedes de 
Chiclayo, 2015”, el mismo que menciona que para el estudio del origen del proceso 
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disciplinario en el Perú citamos a Gonzales, R. (2014), quien en Publicó “Docentia 
et Investigatio” de la Facultad de Derecho y Ciencia Política Universidad Nacional 
Mayor de San Marcos, lo siguiente: 
 
“El Estado está conformado por una compleja estructura con diversos 
niveles de autoridad y poder de decisión. Siendo el fin del Estado el logro 
del bienestar general, tratando de satisfacer las múltiples necesidades 
sociales, debe ejercer su autoridad hacia dentro y hacia afuera. El logro 
de los fines estatales depende no solo de la provisión de recursos sino 
también de un adecuado ejercicio del poder frente a funcionarios y 
servidores, procurando que cumplan con sus obligaciones.  
 
El proceso disciplinario, como tal, no se instauró en la época 
republicana sino hasta el año 1896 en que se formó el Consejo de 
Disciplina. Anteriormente, las normas establecían sólo obligaciones por 
parte de funcionarios y servidores”  
 
Ley de Ministros del 26 de septiembre de 1862, establecía que “Cada 
Ministro tendrá un Reglamento particular aprobado por el Presidente de la 
República. En él se detallarán las obligaciones de sus empleados, el orden que ha 
de seguirse en el despacho y en el servicio de la oficina y por último los negocios 
que correspondan a ese ramo de la Administración.” 
 
La Resolución Suprema de 1876, señalaba que una de las atribuciones de 
los Directores de Ministerios era: “Cuidar de que los empleados de su dependencia 
cumplan estrictamente los deberes de su cargo, participando al Ministro de las 
faltas graves que notaran en ellos, para que sean remediadas.  
 
En 1896, se creó un Consejo de Disciplina, bajo la consideración que 
“…la moral administrativa y el decoro y respetabilidad de los funcionarios 
públicos, aconsejan la creación de un Tribunal Disciplinario encargado de 
examinar los cargos suscitados contra los funcionarios civiles de la República y 
decidir acerca de ellos”, con las siguientes atribuciones: “1. Improbar o censurar, 
calificándola, toda irregularidad, indelicadeza o falta de celo o previsión, no 
definidas en la ley penal. 2. Declarar quién se hizo acreedor a suspensión temporal 
o destitución, según el caso, el funcionario culpable de falta grave, pero no definida 
por la ley escrita. 3. Declarar la suspensión y sometimiento a juicio del que 
apareciese culpable de delito penado por el Código., y 4. Establecer la ausencia de 
prueba o dar veredicto absolutorio, declarando, llegado el caso, el carácter 
calumnioso o temerario de la acusación.”  
 
En aquella época no se estableció propiamente un proceso disciplinario 
y quienes eran sometidos a la jurisdicción de este Tribunal no recibían el 
calificativo de “procesado” sino de “acusados”, estando exentos de tal jurisdicción 
el Presidente de la República, Ministros de Estado, Agentes Diplomáticos, 
Senadores y Diputados y miembros del Poder Judicial. 
 
En la Constitución de 1933, en su Artículo 187 establecía que:  
“Los funcionarios políticos de quienes se ocupa este título (Prefectos y 
Subprefectos), contra los que se declare judicialmente 26 
responsabilidad por actos practicados en el ejercicio de sus funciones, 
quedarán permanentemente inhabilitados para desempeñar cualquier 




Al promulgarse el Decreto Ley N° 11377, durante el gobierno de facto 
de Manuel Odría el año 1950, además de crearse la carrera administrativa con base 
en la capacidad e idoneidad, se contempla la necesidad de: 
 
“…dignificar y moralizar la labor de los servidores civiles del Estado, 
apartándolos definitivamente de toda influencia extraña a su abnegada 
misión lo que ha de traducirse en beneficio de ellos mismos y confianza 
de la colectividad” 
 
El Decreto Ley N° 11377, de vigencia ultractiva, considera un limitado 
número de conductas constitutivas de faltas graves, las que están referidas al 
incumplimiento de realizar declaración de bienes o rentas; la prestación de garantía 
por el manejo o recaudación de fondos públicos; y la custodia de bienes o rentas 
fiscales; y el incumplimiento de la prohibición de celebrar por sí o por terceras 
personas actos contractuales con las Reparticiones del Estado.  
 
Sin perjuicio de lo anterior, más adelante, se precisa que son faltas de 
carácter disciplinario:  
 
a. El incumplimiento de normas del Estatuto y Reglamento;  
b. El faltamiento al Superior; 
c. El abuso de autoridad;  
d. La negligencia al desempeñar las funciones; 
e. La incompetencia o incapacidad para el desempeño del cargo;  
f. La prevaricación;  
g. El uso de la función con fines de lucro; 
h. Percibir dádivas en el desempeño de la función;  
i. La simulación reiterada de enfermedad; y 
j. La práctica de actividades de carácter político.  
 
Este conjunto de faltas incluye lo que en la actualidad se considera 
típicamente faltas como también delitos incorporados al Código Penal. Como 
sanciones disciplinarias, se establecieron:  
 
a. Amonestación privada o pública, que puede ser impuesta para: 
 Ayudantes y Auxiliares por los Jefes de Sección y Departamentos, 
Directores (o cargo similar).  
 Oficiales, por los Directores (o cargo similar). 
 Directores (o cargo similar), por la Autoridad Superior. 
 
b. Multa de uno a veinte días, podrá ser impuesta por:  
 Directores (o cargo similar) hasta diez días; y  
 Autoridad Superior hasta veinte días.  
 
c. Suspensión sin goce de haber de diez a treinta días, podrá ser impuesta 
por la Autoridad Superior.  
 
d. Cesantía; y 
 
e. Destitución.  
 
El Artículo 62º de la Constitución de 1979, estableció: 
“Los funcionarios y servidores públicos que determina la ley o que 
administran o manejan fondos del Estado o de organismos sostenidos 
por él, deben hacer declaración jurada de sus bienes y rentas al tomar 
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posesión y al cesar en sus cargos, y periódicamente durante el ejercicio 
de estos. El Fiscal de la Nación, por denuncia de cualquier persona o de 
oficio, formula cargos ante el Poder Judicial cuando se presume 
enriquecimiento ilícito. La ley regula la responsabilidad de los 
funcionarios a los que se refiere este Artículo.”  
 
La Constitución de 1993, al referirse a la función pública, señala que:  
“todos los funcionarios y trabajadores públicos están al servicio de la 
Nación, siendo el Presidente de la República el funcionario de la más 
alta jerarquía en el servicio a la Nación y, en ese orden, los 
representantes al Congreso, ministros de Estado, miembros del Tribunal 
Constitucional y del Consejo de la Magistratura, los magistrados 
supremos, el Fiscal de la Nación y el Defensor del Pueblo, en igual 
categoría; y los representantes de organismos descentralizados y 
alcaldes, de acuerdo a ley”. 
 
Rojas, F. (2003) manifiesta que: 
“la noción y naturaleza de la función pública y el concepto de 
funcionario público son vistos hoy desde las siguientes perspectivas: 
a) Concepción material de destino o teleológica. 
b) Concepción legal-formal. 
c) Concepción mixta o ecléctica 
Señala este mismo autor que como institución de derecho público, la 
función pública es una actividad del ordenamiento jurídico 
constitucional y legal que se reserva a los órganos-instituciones y se 
manifiesta mediante la voluntad de los funcionarios públicos como 
órganos individuales. (Rojas, 2003, p. 15, 18-19)  
 
Por otra parte, Colombo, J. (2006), manifiesta que: 
“(…) ante un debido proceso y no un debido procedimiento. El origen de 
esto radica en la traducción del concepto anglosajón del “Due Process 
of Law”, el cual suele interpretarse como “procedimiento debido”, lo 
que sería un yerro, ya que es “debido proceso” la forma correcta de 




El procedimiento sancionador tiene por finalidad hacer posible que la 
Administración haga efectivas sanciones contra los administrados ante la comisión 
de infracciones calificadas como tales por la Ley. Dichas sanciones se definen 
como situaciones gravosas o desventajosas impuestas al administrado como 
consecuencia de la comisión de una infracción. (GUZMÁN NAPURI, 2013, pág. 
648) 
 
Cuando hablamos del poder disciplinario hablamos de cómo el Estado, y 
siendo más específicos, las entidades públicas, protegen el adecuado 
funcionamiento de sus organizaciones. A diferencia de los procedimientos 
administrativos sancionadores de sujeción general o en los que los sujetos pasivos 
son terceros administrados (por ejemplo, en un procedimiento sancionador 
pesquero, en el que sujeto pasivo podría ser el titular del permiso de pesca o el 
armador pesquero), en cuyos casos la autoridad administrativa tutela, más bien, la 
legalidad. (BOYER CARRERA, 2017) 
 
Hablamos del disciplinario y, para el propósito de estas líneas, de la 
responsabilidad administrativa de los servidores públicos, como un mecanismo 
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disuasivo de la comisión de conductas que afecten los intereses generales previstos 
en el ejercicio de las funciones públicas. Su aplicación trasciende a la vinculación 
formal entre los servidores públicos y el Estado. 
 
Esto significa que no sería estrictamente necesaria la presencia de un 
“vínculo laboral” -entendiendo que los servidores civiles pueden vincularse a 
través de un acto que lo inviste de poder, de un contrato o un acto de designación-
; que podrían prestar servicios en un horario fijo y con una remuneración, ser 
dietarios (un consejo directivo) o ad honorem (un comité consultivo); y, en todos 
los casos, su vinculación al ordenamiento jurídico tendría que ser un valor superior 
al principio de jerarquía, o a las órdenes que reciban de sus superiores jerárquicos 
(por ejemplo, en caso el jefe ordene al servidor que lleve a cabo un acto de 
corrupción). Precisamente, porque sus funciones son públicas, éstas les son 
reconocidas debido a los intereses generales que tutelan a través del ejercicio de 
dichas funciones públicas. 
 
Entonces, en principio, el Estado procesa y castiga al servidor público 
cuando, a través de sus actuaciones, infringe las normas que determinan qué 
conductas se encontrarían prohibidas, por ser incompatibles con la organización 
administrativa. No cualquier infracción a las normas, sino aquellas que se 
encuentran reconocidas como faltas. Así no será lo mismo, repartir volantes de un 
candidato a la alcaldía haciendo proselitismo, si dicha conducta la efectúo en mi 
casa o en la calle, pero sí lo será, si la llevo a cabo en las instalaciones de la entidad 
pública mientras traslado documentos oficiales. Esta infringiría el artículo 85.l) de 
la Ley del Servicio Civil que establece como falta administrativa “realizar 
actividades de proselitismo político durante la jornada de trabajo, o a través del uso 
de sus funciones o de recursos de la entidad pública”. Solo entonces, se podría 
iniciar un procedimiento disciplinario (BOYER CARRERA, 2017). 
 
Entenderemos, jurídicamente y siguiendo las nociones de la Ley del 
Procedimiento Administrativo General, Ley 27444, como procedimiento 
administrativo disciplinario, al conjunto de actos y diligencias tramitados en las 
entidades, conducentes a la emisión de un acto que produzca efectos jurídicos 
individuales o individualizables sobre intereses, obligaciones o derechos de los 
servidores públicos. Este acto impondrá una sanción administrativa, o archivará el 
procedimiento iniciado. 
 
Ahora bien, desde el punto de vista de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos - OCDE (2017), el procedimiento 
administrativo disciplinario es un elemento indispensable para una política 
nacional de integridad, porque el castigo oportuno y razonable de una conducta 
contraria a la ética o a los intereses generales, genera confianza en la población 
respecto de sus autoridades, y en que el gobierno está aplicando el Estado de 




El artículo 246 del TUO de la Ley N° 27444 recoge 11 principios que 
rigen el ejercicio de la potestad sancionadora de las entidades públicas. Entre estos 
principios se cuentan los siguientes: legalidad, debido procedimiento, 
razonabilidad, tipicidad, irretroactividad, concurso de infracciones, continuación 
de infracciones, causalidad, presunción de licitud, culpabilidad y non bis in ídem. 
Estos principios se aplican, de manera adicional, a los principios generales 
previstos en el artículo IV del Título Preliminar del TUO de la Ley N° 27444. 
(Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 2018) 
 36 
a) El principio de legalidad  
 
El principio de legalidad se encuentra concretizado en el inciso 1 del 
artículo 246 del TUO de la Ley N° 27444 en los siguientes términos:  
 
“Artículo 246.- Principios de la potestad sancionadora administrativa 
(…) 
1. Legalidad. - Sólo por norma con rango de ley cabe atribuir a las 
entidades la potestad sancionadora y la consiguiente previsión de las 
consecuencias administrativas que a título de sanción son posibles de 
aplicar a un administrado, las que en ningún caso habilitarán a disponer 
la privación de libertad. (…)”  
 
El principio de legalidad encuentra su fundamento normativo primigenio 
en el texto de la propia Constitución Política del Perú. El literal d) del inciso 24 del 
artículo 2 de la norma constitucional establece que nadie podrá ser condenado o 
sancionado con pena no prevista previamente en las leyes. Aun cuando se trata de 
una previsión enfocada en el ámbito del Derecho Penal (en atención a la unidad del 
derecho sancionador estatal), esta disposición también constituye una garantía para 
el ejercicio de la potestad sancionadora en el ámbito del derecho administrativo.  
 
El Tribunal Constitucional ha señalado que la aplicación del principio de 
legalidad impide que se pueda atribuir la comisión de una falta o aplicar una 
sanción administrativa cuando esta no se encuentre previamente determinada en la 
ley. En ese sentido, dicho principio abarca una doble exigencia: 
 
i) Exigencia de carácter formal: Implica la exigencia y existencia de una 
norma legal o norma con rango de ley; y,  
ii) ii) Exigencia de carácter material: Implica la predeterminación 
normativa de las conductas infractoras y de las sanciones 
correspondientes.  
 
Derivado del principio de legalidad administrativa en su acepción más 
amplia —mas no del principio de legalidad penal, que en realidad se enuncia de 
manera distinta—, el principio de legalidad en el ámbito del derecho administrativo 
sancionador implica que solo por norma con rango de ley cabe atribuir a las 
entidades administrativas la potestad sancionadora y la consiguiente previsión de 
las consecuencias administrativas que a título de sanción son posibles de aplicar a 
un administrado, potestad sancionadora que en ningún caso habilitará a disponer la 
privación de libertad, facultad que compete únicamente al Juez y en el contexto de 
la tramitación de un proceso penal. (GUZMÁN NAPURI, 2013, pág. 658) 
 
En síntesis, podemos afirmar que el principio de legalidad tiene como 
exigencias específicas: la existencia de una ley (ley scripta); que esta ley sea 
anterior a la conducta reprochable (ley previa); y, que esta ley incluya preceptos 
jurídicos con suficiente grado de certeza (lex certa), de manera tal que sea posible 
prever la responsabilidad y la eventual sanción e aplicable a un caso concreto. 
(GALLARDO CASTILLO, 2008, pág. 25) 
 
b) El principio del debido procedimiento 
 
El principio del debido procedimiento, en el ámbito del derecho 
administrativo sancionador, ha sido concretizado en el inciso 2 del artículo 246° 
del TUO de la Ley N° 27444 en los siguientes términos: 
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“Artículo 246.- Principios de la potestad sancionadora administrativa 
(…) 
2. Debido procedimiento. - No se pueden imponer sanciones sin que se 
haya tramitado el procedimiento respectivo, respetando las garantías del 
debido procedimiento. Los procedimientos que regulen el ejercicio de la 
potestad sancionadora deben establecer la debida separación entre la 
fase instructora y la sancionadora, encomendándolas a autoridades 
distintas. (…)” 
 
El principio del debido procedimiento tiene su origen en el principio del 
debido proceso, el cual ha sido ampliamente desarrollado en la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional y está compuesto por una serie de elementos que, en 
términos generales, se relacionan con la prohibición de indefensión de los 
administrados9. Sin embargo, este principio no se agota en el derecho que asiste al 
particular de exponer sus pretensiones, sino que también comprende otro tipo de 
garantías como el derecho de ofrecer y producir prueba, el derecho de obtener una 
decisión fundada en la que se analicen las principales cuestiones planteadas10, entre 
otros. 
 
El debido procedimiento, en materia sancionadora, implica que las 
entidades aplicarán sanciones sujetándose al procedimiento establecido respetando 
las garantías del debido proceso. En este caso, y dado que la resolución que pueda 
emitirse tendrá un carácter gravoso, este principio debe ser tomado en su acepción 
más amplia posible, incluyéndose, para algunos, determinados principios del 
derecho de defensa en el orden penal. (GUZMÁN NAPURI, 2013, pág. 660) 
 
Para el Tribunal Constitucional, el principio del debido procedimiento 
supone, en primer término, que todos los administrados tienen derecho a la 
existencia de un procedimiento administrativo previo a la producción de las 
decisiones administrativas que les conciernan. Asimismo, dicho principio implica 
que la Administración Pública tiene el deber de producir sus decisiones cumpliendo 
las reglas que conforman el procedimiento, de modo que es flagrantemente 
violatorio de este principio emitir actos administrativos sin escuchar a los 
administrados11. 
 
El artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1272, Decreto Legislativo que 
modifica la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General y deroga 
la Ley N° 29060, Ley del Silencio Administrativo (en adelante, el Decreto 
Legislativo N° 1272) modificó el principio del debido procedimiento incorporando 
como parte de su contenido la separación que debe existir entre la fase instructora 
y la sancionadora del procedimiento, precisando que cada una de estas debe estar 
encomendada a autoridades distintas. 
 
La separación entre la fase de instrucción y la sancionadora representa 
una garantía para el administrado, la cual tiene como fundamento el derecho a la 
tutela jurisdiccional efectiva y el principio al debido procedimiento contemplados 
en el inciso 3 del artículo 139 de la Constitución Política del Perú12 y en el inciso 
1.5 del artículo IV del Título Preliminar del TUO de la Ley N° 27444. 
                                                          
9 CHAMORRO BERNAL, Francisco. La tutela judicial efectiva. Barcelona: Boch, 2002, p. 108. 
10 CANOSA, Armando. El debido proceso adjetivo en el procedimiento administrativo. En: CASSAGNE, Juan Carlos (Dir.). Procedimiento 
y proceso administrativo. Buenos Aires: Abeledo-Perrot, p. 47. 
11 Sentencia del 29 de agosto de 2004 recaída en el Expediente N° 1628-2003-AA/TC, segundo párrafo del fundamento jurídico 6. 
12 Constitución Política del Perú 
“Artículo 139.- Son principios y derechos de la función jurisdiccional: 
(…) 
3. La observancia al debido proceso y la tutela jurisdiccional. (…)”. 
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Mediante dicha modificación, el legislador pretendió garantizar dos 
aspectos principales: (i) que la decisión de imponer la sanción se tome con la 
mayor imparcialidad posible, evitando que la autoridad tome una decisión 
basada en juicios de valor previamente concebidos; y, (ii) que la autoridad 
instructora desarrolle el expertise necesario para indagar e investigar los hechos 
materia del procedimiento. 
 
Cabe precisar que la diferenciación entre la autoridad que conduce la fase 
instructora y la autoridad que decide la aplicación de la sanción no involucra la 
creación de dos procedimientos distintos, sino que se trata de un solo 
procedimiento sancionador dividido en dos fases diferenciadas (instructiva y 
sancionadora). De la misma forma, dicha regla no obliga a la existencia de un 
órgano instructor y otro órgano sancionador, sino que establece que las fases 
instructiva y decisoria deben ser encomendadas a autoridades distintas, esto es, 
debe existir una “autoridad” (no necesariamente un órgano) por cada una de las 
fases. 
 
La diferenciación precitada (que también se encuentra establecida en el 
inciso 2 del artículo 246 del TUO de la Ley N° 27444) no tiene el objetivo de 
afectar las competencias otorgadas por leyes especiales dentro de una entidad, pues 
la vocación de la Ley del Procedimiento Administrativo General no es otorgar 
potestades sancionadoras, sino establecer los principios, la estructura y las 
garantías mínimas que deben ser observados por los dispositivos que regulen 
procedimientos sancionadores especiales. En ese sentido, debe entenderse que la 
adecuación (respecto de la distinción entre la autoridad instructora y la 
sancionadora) se debe realizar respecto de normas especiales de rango infralegal y 
no de normas legales especiales que establezcan procedimientos y atribuyan 
competencias13. 
 
c) El principio de razonabilidad 
 
El principio de razonabilidad se encuentra concretizado en el inciso 3 del 
artículo 246 del TUO de la Ley N° 27444, en los siguientes términos: 
 
“Artículo 246.- Principios de la potestad sancionadora administrativa 
(…) 
3. Razonabilidad. - Las autoridades deben prever que la comisión de la 
conducta sancionable no resulte más ventajosa para el infractor que 
cumplir las normas infringidas o asumir la sanción. Sin embargo, las 
sanciones a ser aplicadas deben ser proporcionales al incumplimiento 
calificado como infracción, observando los siguientes criterios que se 
señalan a efectos de su graduación: 
a) El beneficio ilícito resultante por la comisión de la infracción; 
b) La probabilidad de detección de la infracción; 
c) La gravedad del daño al interés público y/o bien jurídico protegido; 
d) EI perjuicio económico causado; 
e) La reincidencia, por la comisión de la misma infracción dentro del 
plazo 
                                                          
Al respecto, el Tribunal Constitucional ha manifestado en la Sentencia del Expediente Nº 6149-2006-AA/TC, fundamento jurídico 48, 
que “(…) el derecho a ser juzgado por jueces imparciales no se encuentra reconocido expresamente en la Constitución. Ello, sin 
embargo, no ha impedido a este Tribunal reconocer en él a un derecho implícito que forma parte de un derecho expreso. A saber, 
del derecho al debido proceso, reconocido en el inciso 3) del artículo 139 de la Constitución”. 
13 Consulta Jurídica N° 005-2017/JUS/DGDOJ emitida por la Dirección General de Desarrollo y Ordenamiento Jurídico el 23 de febrero 
de 2017. 
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de un (1) año desde que quedó firme la resolución que sancionó la 
primera infracción. 
f) Las circunstancias de la comisión de la infracción; y 
g) La existencia o no de intencionalidad en la conducta del infractor.” 
 
Si bien el enunciado del principio precitado es el de “razonabilidad”, es 
necesario dejar en claro que su contenido se encuentra vinculado directamente con 
el principio de proporcionalidad, esto es, con la adecuación aplicable entre la 
gravedad del hecho constitutivo de la infracción y la sanción aplicada14. En ese 
sentido, es posible afirmar que el legislador peruano ha asumido el contenido 
material del principio de proporcionalidad denominándolo razonabilidad. 
 
El Tribunal Constitucional ha sostenido que si bien la doctrina suele 
hacer distinciones entre el principio de proporcionalidad y el principio de 
razonabilidad (como estrategias para orientar al juzgador hacia una decisión que 
no sea arbitraria sino justa) prima facie es posible establecer similitud entre ambos 
principios, toda vez que una decisión que se adopta en el marco de convergencia 
de dos principios constitucionales no será razonable cuando no respete el principio 
de proporcionalidad. 
 
El principio de proporcionalidad, gestado originariamente en la doctrina 
alemana como principio incluido en uno más general de “prohibición de exceso”, 
constituye un criterio constitucional que informa la actividad de los poderes 
públicos que es susceptible de restringir, lesionar o limitar de alguna forma los 
derechos individuales de los ciudadanos. 
 
De ahí que, conforme lo señala el Tribunal Constitucional, sea en el seno 
de la actuación de la Administración donde el principio de proporcionalidad cobra 
especial relevancia debido a los márgenes de discreción con que inevitablemente 
actúa para atender las demandas de una sociedad en constante cambio. Sobre ello, 
también debe tomarse en cuenta la importancia de la presencia de cláusulas 
generales e indeterminadas, como el interés general o el bien común, que deben ser 
compatibilizadas con otras cláusulas o principios igualmente abiertos a la 
interpretación, como son los derechos fundamentales o la propia dignidad de las 
personas15. 
 
De esta forma, se establece un límite para la actuación represiva de las 
autoridades administrativas que solo podría ser llevada a la práctica cuando resulte 
estrictamente necesaria, idónea y proporcionada para obtener los objetivos que 
persigue. Desde esta perspectiva, cuando los fines buscados con la adopción de 
dichas normas puedan ser conseguidos a través de medidas alternativas 
manifiestamente menos gravosas, habrá de imponerse la utilización de estas 
últimas. 
 
En atención a lo expuesto, el inciso 3 del artículo 246 del TUO de la Ley 
N° 27444 desarrolla los criterios que deben ser considerados por las autoridades 
administrativas a efectos de graduar la sanción aplicable ante la comisión de una 
infracción y así garantizar que se trata de una decisión necesaria, idónea y 
proporcionada. Estos criterios son los siguientes: 
 
a) El beneficio ilícito resultante por la comisión de la infracción; 
                                                          
14 ANDRÉS PÉREZ, María del Rocío. El principio de proporcionalidad en el procedimiento administrativo sancionador. Barcelona: Bosch, 
2008, p. 8. 
15 Sentencia del 11 de octubre de 2004 recaída en el Expediente N° 2192-2004-AA/TC, fundamento jurídico 17. 
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b) La probabilidad de detección de la infracción; 
c) La gravedad del daño al interés público o bien jurídico protegido; 
d) EI perjuicio económico causado; 
e) La reincidencia por la comisión de la misma infracción dentro del 
plazo de un año desde que quedó firme la resolución que sancionó la 
primera infracción; 
f) Las circunstancias de la comisión de la infracción; y 
g) La existencia o no de intencionalidad en la conducta del infractor. 
 
Cabe precisar que mediante la modificación dispuesta por el artículo 2 
del Decreto Legislativo N° 1272 se eliminó el orden de prelación existente para la 
aplicación de los criterios de graduación precitados, de tal manera que actualmente 
estos pueden ser aplicados de manera indistinta. Asimismo, se incorporó los 
criterios del beneficio ilícito resultante por la comisión de la infracción, la 
probabilidad de detección de la infracción y la reincidencia por la comisión de la 
misma infracción dentro del plazo de un año contado desde que quedó firme la 
resolución que sancionó la primera infracción. 
 
d) El principio de tipicidad 
 
El principio de tipicidad se encuentra reconocido en el inciso 4 del 
artículo 246 del TUO de la Ley N° 27444, en los siguientes términos: 
 
“Artículo 246.- Principios de la potestad sancionadora administrativa 
(…) 
4. Tipicidad. - Solo constituyen conductas sancionables 
administrativamente las infracciones previstas expresamente en normas 
con rango de ley mediante su tipificación como tales, sin admitir 
interpretación extensiva o analogía. Las disposiciones reglamentarias de 
desarrollo pueden especificar o graduar aquellas dirigidas a identificar 
las conductas o determinar sanciones, sin constituir nuevas conductas 
sancionables a las previstas legalmente, salvo los casos en que la ley o 
Decreto Legislativo permita tipificar infracciones por norma 
reglamentaria. 
A través de la tipificación de infracciones no se puede imponer a los 
administrados el cumplimiento de obligaciones que no estén previstas 
previamente en una norma legal o reglamentaria, según corresponda. 
En la configuración de los regímenes sancionadores se evita la 
tipificación de infracciones con idéntico supuesto de hecho e idéntico 
fundamento respecto de aquellos delitos o faltas ya establecidos en las 
leyes penales o respecto de aquellas infracciones ya tipificadas en otras 
normas administrativas sancionadoras. (…)” 
 
Antes de establecer una definición propia del principio de tipicidad, 
resulta útil precisar sus particularidades con relación a los alcances del principio de 
legalidad. Como se señaló, el principio de legalidad, en sentido estricto, hace 
referencia al instrumento normativo en el que deben encontrarse prevista la 
potestad sancionadora y la previsión de infracciones y sanciones; esto es, tiene 
relación estrecha con el principio de reserva de ley. 
 
Por su parte, el principio de tipicidad alude al grado de predeterminación 
normativa de los comportamientos típicos proscribiendo supuestos de 
interpretación extensiva o analógica, lo cual significa que solo cabe castigar un 
hecho cuando este se encuentre precisamente definido y se tenga claramente 
definida su penalidad. Conforme a su naturaleza, el principio de tipicidad no se 
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encuentra sujeto a una reserva de ley absoluta, pues en determinadas situaciones 
podría ser complementado a través de los reglamentos respectivos16. 
 
El Tribunal Constitucional considera a la tipicidad o taxatividad como 
una de las manifestaciones del principio de legalidad respecto de los límites que se 
imponen al legislador penal o administrativo, a efectos de que las prohibiciones 
(que definen sanciones) estén redactadas con un nivel de precisión suficiente que 
permita a cualquier ciudadano de formación básica, comprender sin dificultad lo 
que se está proscribiendo bajo amenaza de sanción en una determinada disposición 
legal. El criterio del Tribunal Constitucional es, en ese sentido, el de considerar que 
la tipicidad constituye la precisa definición de la conducta que la ley considera 
como falta17. 
 
La práctica determina que existan materias que, por su complejidad o 
características particulares, requieran de una tipificación más amplia y desarrollada 
que la que se encontraría prevista en la norma de rango legal (sin que ello les releve 
de la obligación de establecer una definición concreta y precisa de la conducta 
constitutiva de infracción y de la sanción a nivel de la ley18). 
 
En ese sentido, si bien el inciso 4 del artículo 246 del TUO de la Ley N° 
27444 establece que solo constituyen conductas sancionables las infracciones 
previstas en normas con rango de ley sin admitir interpretación extensiva o 
analogía, seguidamente admite la posibilidad de que mediante reglamentos se 
especifique o gradúe disposiciones dirigidas a identificar infracciones o determinar 
sanciones (siempre y cuando no constituyan nuevas conductas sancionables a las 
previstas en la ley). Asimismo, dicha disposición establece que mediante ley o 
Decreto Legislativo es posible habilitar la tipificación de infracciones por norma 
reglamentaria. 
 
Cabe indicar que no cualquier colaboración reglamentaria se encuentra 
permitida por la norma, pues solo se admite aquella que se encuentra alineada con 
lo previsto en la ley y no sobrepasen los límites naturales que le son permitidos. 
Asimismo, considerando que existen casos en los que resulta imposible que en 
instrumentos legales se recojan las conductas sancionables para el ejercicio de la 
potestad sancionadora, la norma establece que la ley o decreto legislativo pueden 
habilitar la tipificación de infracciones por norma reglamentaria. 
 
Al respecto, el Tribunal Constitucional ha señalado que “…las sanciones 
administrativas pueden estar contenidas en reglamentos, siempre que así lo 
habilite expresamente la Ley que asigna competencias sancionadoras al ente 
administrativo correspondiente. En el presente caso, dicho requisito se cumple, 
dado que los artículos 51 y 58 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, han 
delegado la tipificación de las sanciones en el Reglamento de Organización y 
Funciones de la Fiscalía Suprema de Control Interno del Ministerio Público.”19 
 
Ahora bien, debe tomarse en cuenta que, a través de la tipificación de 
infracciones, no se puede imponer obligaciones que no estén previstas previamente 
en una norma legal o reglamentaria, según corresponda. Esta disposición se aplica 
tanto para el supuesto de tipificación vía Ley o Decreto Legislativo, al de 
                                                          
16 Sentencia del 26 de marzo de 2007 recaída en el Expediente N° 1182-2005-PA/TC, fundamentos jurídicos 14 y 15. 
17 Sentencia del 11 de octubre de 2004 recaída en el Expediente N° 2192-2004-AA/TC, segundo párrafo del fundamento jurídico 5. 
18 LASAGABASTER HERRARTE, Iñaki. Artículo 4.- Tipicidad. En: AA. VV. Ley de la Potestad Sancionadora. Comentario sistemático. Bilbao: 
IVAP-LETE, 2006, pp. 114-115. 
19 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, sentencia del 10 de marzo de 2016 en el Expediente Nº 3485-2012-AA/TC. Voto emitido por los 
magistrados Ramos Núñez y Blume Fortini. Fundamento jurídico 2. 
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colaboración reglamentaria, así como al de tipificación vía reglamento (cuando así 
lo disponga la Ley o el Decreto Legislativo correspondiente). 
 
Finalmente, con el propósito de evitar la sobre criminalización de 
determinadas conductas y la afectación al principio non bis in ídem, el inciso 4 del 
artículo 246 del TUO de la Ley N° 27444 prevé que se debe evitar la tipificación 
de infracciones con idéntico supuesto de hecho e idéntico fundamento respecto de 
aquellos delitos o faltas establecidos en leyes penales o infracciones tipificadas en 
otras normas administrativas sancionadoras. 
 
e) El principio de irretroactividad 
 
El principio de irretroactividad ha sido expresamente previsto en el inciso 
5 del artículo 246 del TUO de Ley N° 27444, en los siguientes términos: 
 
“Artículo 246.- Principios de la potestad sancionadora administrativa 
(…) 
5.- Irretroactividad. - Son aplicables las disposiciones sancionadoras 
vigentes en el momento de incurrir el administrado en la conducta a 
sancionar, salvo que las posteriores le sean más favorables. 
Las disposiciones sancionadoras producen efecto retroactivo en cuanto 
favorecen al presunto infractor o al infractor, tanto en lo referido a la 
tipificación de la infracción como a la sanción y a sus plazos de 
prescripción, incluso respecto de las sanciones en ejecución al entrar en 
vigor la nueva disposición. (…)” 
 
El principio de irretroactividad de las normas tiene su reconocimiento a 
partir de lo dispuesto en el artículo 103 de la Constitución Política del Perú, en el 
que se establece que la ley se aplica a las consecuencias de las relaciones y 
situaciones jurídicas existentes y no tiene fuerza ni efectos retroactivos, salvo en 
materia penal cuando favorece al reo20. 
 
La doctrina señala que el principio de irretroactividad de las normas 
sancionadoras se fundamenta en el principio de seguridad jurídica, es decir, en la 
necesidad de conocer en todo momento qué conductas son reprochables y qué 
grado de reproche se establece a través de la sanción concreta21. Dicho principio 
también se encuentra vinculado al derecho fundamental a la legalidad (como 
garantía formal y material) por el que las normas sancionadoras no pueden 
desplegar efectos retroactivos in peius22. 
 
En ese sentido, el principio de irretroactividad involucra que, por regla 
general, corresponde aplicar las normas sancionadoras vigentes en el momento de 
la configuración de la infracción administrativa. No obstante, este principio 
contiene una excepción importante, la cual se configura cuando la norma posterior 
resulta más favorable para el administrado. 
 
                                                          
20 Constitución Política del Perú 
“Leyes especiales, irretroactividad, derogación y abuso del derecho 
Artículo 103.- (…) La ley, desde su entrada en vigencia, se aplica a las 
consecuencias de las relaciones y situaciones jurídicas existentes y no tiene fuerza ni efectos retroactivos; salvo, en ambos supuestos, 
en materia penal cuando favorece 
al reo. (…)”. 
21 COBO OLVERA, Tomás. El procedimiento administrativo sancionador tipo. Barcelona: Bosch. 2008, p. 25. 
22 MESTRE DELGADO, Juan Francisco. Las sanciones administrativas. En: Base de Conocimiento Jurídico. Disponible en: 
www.iustel.com 
 43 
Mediante el artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1272 se modificó el 
principio de irretroactividad a fin de precisar los supuestos respecto de los cuales 
se podría configurar su excepción, es decir, la aplicación retroactiva de una norma 
posterior más favorable. Estos supuestos son los siguientes: 
 
 Tipificación de la infracción más favorable. 
 Previsión de la sanción más favorable. Incluso respecto de aquellas 
sanciones que se encuentran en ejecución al entrar en vigor la norma 
nueva. 
 Plazos de prescripción más favorables. 
 
Como se puede apreciar, la nueva regulación del principio de 
irretroactividad no hace más que detallar los alcances de la retroactividad benigna, 
precisando que esta podrá ser aplicada para la tipificación de la infracción, 
determinación de plazos de prescripción, así como para la previsión de las 
sanciones administrativas (incluso cuando estas se encuentren en fase de 
ejecución). 
 
f) El principio de concurso de infracciones 
 
En el ámbito del derecho administrativo sancionador es posible que se 
presenten casos en los que una misma conducta o hecho califique como más de una 
infracción administrativa. En dichos casos se puede aplicar diferentes opciones 
teóricas para determinar la sanción que corresponde aplicar. Si se elimina la 
acumulación material (suma de las penas atribuidas a todos y cada uno de los 
delitos cometidos por la misma acción) restarían fundamentalmente 2 
posibilidades, estas son: i) la absorción de la pena, lo cual implica la elección de la 
pena más grave entre todas las que entran en juego a la vista de los delitos 
cometidos; o, ii) la exasperación (o aspiración) de la pena, la cual implica escoger 
la más grave y además elevar o intensificar su contenido, aunque sin llegar, 
naturalmente, a la suma de todas ellas23. 
 
Nuestro ordenamiento legal ha optado por la primera posibilidad, es 
decir, por la absorción de las sanciones y, por ello, el inciso 6 del artículo 246 del 
TUO de la Ley N° 27444 señala que en el caso del concurso de infracciones se 
debe aplicar la sanción prevista para la infracción más grave: 
 
“Artículo 246.- Principios de la potestad sancionadora administrativa 
(…) 
6. Concurso de Infracciones. - Cuando una misma conducta califique 
como más de una infracción se aplicará la sanción prevista para la 
infracción de mayor gravedad, sin perjuicio que puedan exigirse las 
demás responsabilidades que establezcan las leyes. (…)” 
 
g) El principio de continuación de infracciones 
 
El principio de continuación de infracciones se encuentra enunciado en 
el inciso 7 del artículo 246 del TUO de la Ley N° 27444: 
 
“Artículo 246.- Principios de la potestad sancionadora administrativa 
(…) 
7. Continuación de infracciones. - Para determinar la procedencia de la 
imposición de sanciones por infracciones en las que el administrado 
                                                          
23 NIETO, Alejandro. Derecho Administrativo Sancionador. Madrid: Tecnos, 2005, p. 519. 
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incurra en forma continua, se requiere que hayan transcurrido por lo 
menos treinta (30) días hábiles desde la fecha de la imposición de la 
última sanción y que se acredite haber solicitado al administrado que 
demuestre haber cesado la infracción dentro de dicho plazo. 
Las entidades, bajo sanción de nulidad, no podrán atribuir el supuesto 
de continuidad y/o la imposición de la sanción respectiva, en los 
siguientes casos: 
a) Cuando se encuentre en trámite un recurso administrativo interpuesto 
dentro del plazo contra el acto administrativo mediante el cual se impuso 
la última sanción administrativa. 
b) Cuando el recurso administrativo interpuesto no hubiera recaído en 
acto administrativo firme. 
c) Cuando la conducta que determinó la imposición de la sanción 
administrativa original haya perdido el carácter de infracción 
administrativa por modificación en el ordenamiento, sin perjuicio de la 
aplicación de principio de irretroactividad a que se refiere el inciso 5. 
(…)” 
 
Como se puede apreciar, para imponer sanciones por infracciones en las 
que el administrado incurra en forma continua, se requiere que: i) hayan 
transcurrido por lo menos 30 días desde la fecha de la imposición de la última 
sanción; y, ii) se acredite haber solicitado al administrado demostrar que cesó la 
infracción dentro de dicho plazo. 
 
Cabe indicar que este principio aplica frente a una conducta ilícita que no 
constituye un acto aislado y concreto sino una actividad perdurable y constante. 
Dicho, en otros términos, se trata de una conducta reiterada por una voluntad 
duradera en la que no se da situación concursal alguna, sino una progresión unitaria 
con repetición de actos. 
 
El supuesto de infracción continuada exige que se hayan cometido varias 
acciones u omisiones que infrinjan el mismo precepto y que el autor actúe en 
ejecución de un plan preconcebido o aprovechando idéntica ocasión. Para 
considerar que existe unidad de hecho (o de acción en sentido amplio) se requiere 
que en un breve periodo de tiempo y de forma sucesiva se reitere la misma acción 
típica guiada por un propósito único. De esta manera, el requisito del plazo 
establecido en la norma implica que un distanciamiento de espacio y tiempo 
considerable entre una y otra acción puede dificultar, si no impedir, la refundición 
de todas ellas en una sola que sea creadora de un único castigo. 
 
La justificación de la construcción de la ficción jurídica de la infracción 
continuada se encuentra en dos razones: una, en que con ello se trata de evitar 
imponer tantas sanciones como infracciones se hubieran cometido, con evidente 
efecto favorable para el presunto infractor; y dos, que, como contrapartida, no se 
produce la prescripción de la infracciones aisladas, pues estas han perdido su 
individualidad y han pasado a constituir un tipo indivisible, diferente de las 
infracciones individuales que la integran. 
 
h) El principio de causalidad 
 
El legislador peruano ha concretizado el principio de causalidad en el 
inciso 8 del artículo 246 del TUO de la Ley N° 27444, en los siguientes términos: 
 
“Artículo 246.- Principios de la potestad sancionadora administrativa 
(…) 
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8. Causalidad. - La responsabilidad debe recaer en quien realiza la 
conducta omisiva o activa constitutiva de infracción sancionable. (…)” 
 
En aplicación del principio de causalidad, la sanción debe recaer en el 
administrado que realizó la conducta tipificada como infracción administrativa. 
 
La doctrina nacional señala que este principio involucra el principio de 
personalidad de las sanciones, por el cual la asunción de la responsabilidad 
corresponde a quien incurrió en la conducta prohibida por la ley, y, por tanto, no 
se puede hacer responsable a una persona por un hecho ajeno, sino solo por los 
propios. Asimismo, implica que para la aplicación de la sanción resulta condición 
indispensable que la conducta del administrado satisfaga una relación de causa-
efecto respecto del hecho considerado infracción; y que, además, haya sido idónea 
para producir la lesión y no tratarse de los casos de fuerza mayor, hecho de tercero 
o la propia conducta del perjudicado. 
 
i) El principio de presunción de licitud 
 
El inciso 9 del artículo 246 del TUO de la Ley N° 27444, en los siguientes 
términos: 
 
“Artículo 246.- Principios de la potestad sancionadora administrativa 
(…) 
9. Presunción de licitud. - Las entidades deben presumir que los 
administrados han actuado apegados a sus deberes mientras no cuenten 
con evidencia en contrario (…)”. 
 
Como se puede apreciar, la normativa administrativa establece que las 
entidades públicas deben respetar la presunción de no existencia de responsabilidad 
administrativa mientras no se demuestre lo contrario. 
 
El principio de presunción de licitud precitado se deriva del principio 
constitucional a la presunción de inocencia previsto en el literal e) del inciso 24 del 
artículo 2 de la Constitución Política del Perú, el cual señala que toda persona es 
considerada inocente mientras no se haya declarado judicialmente su 
responsabilidad24. 
Además de un límite a la potestad legislativa y un criterio condicionador 
de interpretación normativa, este principio constituye un derecho subjetivo público. 
Así, como derecho, posee su eficacia en un doble plano: (i) opera en situaciones 
extraprocesales involucrando el derecho a ser tratado como “no responsable” de 
los hechos ilícitos y la no aplicación de las consecuencias vinculadas a tales hechos; 
y, (ii) opera fundamentalmente en el campo procesal determinando una presunción, 
la presunción de inocencia con influjo decisivo en el régimen jurídico de la prueba. 
 
El objeto de la presunción de inocencia se refiere a dos ámbitos. Desde 
su vertiente material se aplica a los hechos y la culpabilidad; y, desde su vertiente 
de carácter formal se manifiesta a lo largo de todo el proceso. Es indispensable 
tener presente que toda resolución sancionadora, sea penal o administrativa, 
                                                          
24 Constitución Política del Perú 
Derechos fundamentales de la persona 
“Artículo 2.- Toda persona tiene derecho: 
(…) 
24. A la libertad y a la seguridad personales. En consecuencia: 
(…) 
e. Toda persona es considerada inocente mientras no se haya declarado judicialmente su responsabilidad. 
(…)”. 
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requiere a la par certeza de los hechos imputados, obtenida mediante pruebas de 
cargo, y certeza del juicio de culpabilidad sobre los mismos hechos. 
 
La naturaleza sustancialmente procesal de la presunción de inocencia, se 
manifiesta en que la carga de la prueba recae sobre la Administración permitiendo 
la destrucción de la presunción, la cual es siempre posible (en cuanto que es iuris 
tantum) pero como mínimo debe suponer la prueba de los hechos constitutivos y 
de los elementos integrantes del tipo. La imputación de responsabilidad no puede 
realizarse por simples indicios y conjeturas, sino que debe estar suficientemente 
razonada. 
 
j) El principio de culpabilidad 
 
La incorporación del principio de culpabilidad en el ámbito del 
procedimiento administrativo sancionador constituye una de las grandes novedades 
de la modificación operada mediante el artículo 2 del Decreto Legislativo N° 1272, 
pues antes de ello, la ley del procedimiento administrativo general parecía haber 
optado por una responsabilidad eminentemente objetiva que solo exigía la 
culpabilidad entendida como principio de personalidad de las infracciones y de 
responsabilidad por el hecho (principio de causalidad) no exigiendo el dolo o la 
culpa como requisito para aplicar la sanción25. Actualmente, la normativa prevé el 
principio de culpabilidad de la siguiente manera: 
 
“Artículo 246.- Principios de la potestad sancionadora administrativa 
(…) 
10. Culpabilidad. - La responsabilidad administrativa es subjetiva, salvo 
los casos en que por ley o decreto legislativo se disponga la 
responsabilidad administrativa objetiva. (…)” 
 
Como se puede apreciar, en aplicación del principio de culpabilidad, la 
responsabilidad administrativa tiene necesariamente carácter subjetivo, a 
excepción de los casos en que por ley o decreto legislativo se disponga la 
responsabilidad administrativa objetiva. Ello implica que la entidad pública con 
potestad sancionadora se encuentra obligada acreditar la responsabilidad subjetiva 
(dolo o culpa) como elemento indispensable para la imputación de una infracción 
administrativa. 
 
La doctrina señala que la exigencia de culpabilidad involucra la presencia 
de dolo o cuando menos culpa para poder sancionar una conducta ilícita, 
excluyendo cualquier sanción de carácter objetivo. En ese sentido, “la culpabilidad 
sería el reproche que se dirige a una persona porque debió actuar de modo distinto 
a como lo hizo, para lo cual debió tener la posibilidad de actuar de otro modo (es 
decir, no puede castigarse por no haber realizado un comportamiento imposible).” 
 
En vinculación con ello, la doctrina española ha afirmado que “…una de 
las ideas menos cuestionadas del Derecho sancionador lo constituye la 
proscripción de la sanción a comportamientos en los que no concurra dolo o culpa, 
es decir, imprudencia. Esto es lo que conocemos como principio de imputación 
subjetiva.” (GÓMEZ TOMILLO, 2010, págs. 378-379) 
 
Conviene tomar en cuenta que, aun cuando no contaba con 
reconocimiento expreso en la normativa administrativa, el principio de 
                                                          
25 BACA ONETO, Víctor. ¿Responsabilidad subjetiva u objetiva en materia sancionadora? Una propuesta de respuesta a partir del 
ordenamiento peruano. En: Diplomado de Derecho Administrativo Sancionador. Lima, 2012, p.11. 
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culpabilidad fue reconocido a nivel jurisprudencial por el Tribunal Constitucional 
como una exigencia para ejercer legítimamente la potestad sancionadora. Así se 
puede advertir en la Sentencia del 3 de enero de 2003 recaída en el Expediente 
0010-2002-AI/TC, la cual en su fundamento 64 señala lo siguiente: 
 
“El principio de culpabilidad es una garantía y al mismo tiempo un límite 
a la potestad punitiva del Estado; por consiguiente, la aplicación del 
artículo 2º del Decreto Ley N.° 25475 queda supeditada a que, al 
infringirse los bienes jurídicos señalados por la norma penal, ello se 
haya realizado con intención del agente. (…)” 
 
En la misma línea, en la Sentencia del 24 de noviembre de 2004 recaída 
en el Expediente 2868-2004-AA/TC (fundamento 21), el Tribunal Constitucional 
reconoce expresamente que las sanciones solo pueden sustentarse en la 
comprobación de la responsabilidad subjetiva del agente infractor: 
 
“…es lícito que el Tribunal se pregunte si es que en un Estado 
constitucional de derecho es válido que una persona sea sancionada por 
un acto ilícito cuya realización se imputa a un tercero. 
La respuesta no puede ser otra que la brindada en la STC 0010-2002-
AI/TC: un límite a la potestad sancionatoria del Estado está 
representado por el principio de culpabilidad. Desde este punto de vista, 
la sanción, penal o disciplinaria, solo puede sustentarse en la 
comprobación de responsabilidad subjetiva del agente infractor de un 
bien jurídico. En ese sentido, no es constitucionalmente aceptable que 
una persona sea sancionada por un acto o una omisión de un deber 
jurídico que no le sea imputable. (…)” 
 
Como se puede apreciar, a nivel jurisprudencial, el principio de 
culpabilidad ya había sido reconocido como una exigencia propia del ejercicio de 
la potestad sancionadora, lo cual resultaba coherente con la postura sostenida por 
el Tribunal Constitucional al considerar tal principio como uno de los principios 
básicos del derecho sancionador que no solo se aplica en el ámbito del derecho 
penal sino también se debe extender al derecho administrativo sancionador26. 
 
En ese sentido, mediante la incorporación del principio de causalidad en 
la normativa administrativa, el legislador ha acogido el criterio jurisprudencial que 
ya se había venido siendo sostenido en el Tribunal Constitucional en aras de tutelar 
un ejercicio legítimo de la potestad sancionadora. De esta manera, desde una 
perspectiva más garantista, actualmente la atribución de responsabilidad 
administrativa involucra más que simplemente hacer calzar los hechos 
determinados por ley como ilícitos, pues debe realizarse un análisis que examine 
la motivación y voluntad del sujeto infractor. 
 
Conviene precisar que, la verificación de la responsabilidad subjetiva 
propia del principio de culpabilidad antes anotado, se debe realizar después de que 
la autoridad administrativa determine que el agente ha realizado (u omitido) el 
hecho calificado como infracción (principio de causalidad). Se trata de dos niveles 
de análisis distintos, pues “(…) la causalidad como elemento, corresponde a la 
constatación objetiva de una relación natural de causa- efecto, mientras que la 
culpabilidad como fundamento, se refiere a la valoración subjetiva de una 
conducta.” 
                                                          
26 Sentencias del 16 de abril de 2003 y el 11 de octubre de 2004 recaídas en los Expedientes 2050-2002-AA/TC (segundo párrafo del 
fundamento 8) y 2192-2004- AA/TC (segundo párrafo del fundamento jurídico 4). 
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De esta manera, si se prueba la existencia de un factor que rompa el nexo 
causal entre el sujeto y la conducta imputada no se configuraría el principio de 
causalidad y, por ende, ya no se correspondería realizar el análisis de culpabilidad 
y probar la existencia del elemento subjetivo (dolo o culpa). 
 
Como consecuencia de lo anterior, aun cuando en la responsabilidad 
administrativa objetiva no corresponde evaluar los elementos subjetivos del dolo o 
la culpa sí se debe evaluar la existencia de nexo causal entre el sujeto y la conducta 
infractora, sobre todo porque en este tipo de responsabilidad el único criterio a 
tomar en cuenta es el hecho (acción u omisión) constitutivo de infracción 
sancionable27. 
 
k) El principio non bis in ídem 
 
El principio non bis in ídem es entendido en nuestro ordenamiento 
jurídico como una prohibición de doble castigo por una misma acción que se 
considera antijurídica. El Tribunal Constitucional peruano ha señalado que la non 
bis in ídem es un principio que se encuentra implícito en el derecho al debido 
proceso previsto en el inciso 3 del artículo 139 de la Constitución Política del Perú. 
El derecho a no ser juzgado o sancionado dos veces por los mismos hechos se 
encuentra previsto también en el artículo 14.7 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos y el artículo 8.4 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos28. 
 
El principio non bis in ídem, en primer término, es considerado una regla 
de carácter sustantivo, debido a que prioritariamente se refiere a las sanciones que 
puedan imponerse y no propiamente al procedimiento y sus garantías formales. No 
obstante, este principio también tiene implicancias procedimentales ya que, de 
origen, tiene una acepción procesal que significa prohibición de sufrir 
sucesivamente diversos procesos por el mismo hecho, incluso aunque ese múltiple 
enjuiciamiento no suponga varios castigos (ALARCÓN SOTOMAYOR, 2008, 
pág. 19). 
 
En lo que respecta a la concreción del principio en el ámbito 
administrativo sancionador, el principio precitado se encuentra establecido en el 
inciso 11 del artículo 246 del TUO de la Ley N° 27444, en los siguientes términos: 
 
“Artículo 246.- Principios de la potestad sancionadora administrativa 
(…) 
11. Non bis in idem.- No se podrán imponer sucesiva o simultáneamente 
una pena y una sanción administrativa por el mismo hecho en los casos 
en que se aprecie la identidad del sujeto, hecho y fundamento. 
Dicha prohibición se extiende también a las sanciones administrativas, 
salvo la concurrencia del supuesto de continuación de infracciones a que 
se refiere el inciso 7.” 
 
El supuesto esencial de aplicación del non bis in ídem es el que se da 
cuando un mismo ilícito es subsumible en varias normas punitivas (penales o 
administrativas). La garantía que entra en juego es aquella que prohíbe sancionar 
dos veces lo mismo, aunque dos normas punitivas diferentes tipifiquen la misma 
vulneración del ordenamiento jurídico, cada una con la infracción independiente. 
                                                          
27 Consulta Jurídica N° 010-2017/JUS/DGDOJ emitida por la Dirección General de Desarrollo y Ordenamiento Jurídico el 8 de mayo de 
2017. 
28 Sentencia del 14 de abril de 2007 recaída en el Expediente N° 1583-2007-PA/TC, primer párrafo del fundamento jurídico 10. 
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En realidad, las normas pueden contemplar acciones similares para 
proteger el mismo bien jurídico, por lo que sumar la sanción prevista en cada una 
de ellas conllevaría a castigar dos o más veces lo mismo. El quid del asunto está, 
por tanto, en determinar en qué casos se trata de lo mismo y cuándo no. 
 
La jurisprudencia constitucional ha señalado que resulta especialmente 
relevante analizar la concurrencia de la denominada triple identidad como 
presupuesto conjunto para incurrir en la vulneración del principio non bis in ídem. 
Se aplicará la prohibición de doble sanción en los casos en que se presente la 
identidad del sujeto, hecho y fundamento29. Con relación a esto último, también se 
ha señalado lo siguiente30: 
 
“... Para saber si estamos o no ante la presencia del principio de ne bis 
in idem se ha dicho hay que verificar en ambos casos la concurrencia de 
tres presupuestos: 
i) Identidad de la persona perseguida (eadem persona) lo que significa 
que la persona física o jurídica a la cual se persigue tenga que ser 
necesariamente la misma. 
ii) Identidad del objeto de persecución (eadem res), que se refiere a la 
estricta identidad entre los hechos que sirvieron de fundamento para el 
inicio tanto en la anterior como en la nueva investigación, proceso o 
procedimiento; es decir, se debe tratar de la misma conducta material, 
sin que se tenga en cuenta para ello su calificación legal. 
iii) Identidad de la causa de persecución (eadem causa petendi), lo que 
significa que el fundamento jurídico que sirve de respaldo a la 
persecución tenga que ser el mismo tanto en la anterior como en la nueva 
investigación, proceso o procedimiento.” 
 
En los casos en los que no concurra esta triple identidad (bastando que 
no exista uno de estos tres elementos analizados) sí corresponderá imponer una o 
más sanciones (pena o sanción administrativa) por cada una de las conductas 
infractoras que se hayan configurado, salvo la concurrencia del supuesto de 
continuación de infracciones. 
 
2.1.2.4. Tipos de procedimientos 
 
El Procedimiento Sancionador Administrativo Disciplinario, tiene un 
ámbito de aplicación específico: para los ciudadanos sujetos a una relación de 
sujeción especial, en tanto que al pertenecer a un ente público, en el que realiza 
funciones públicas, asume situaciones jurídicas funcionariales de distinto nivel en 
relación: a) el ejercicio de la cuota del Poder Publica asignado a su cargo, b) la 
relación de responsabilidad en el ejercicio del cargo, apareciendo así, una 
nomenclatura jurídica que la Ley 30057: Del Servicio Civil y su Reglamento 
determinan en los artículos 2 y 237° y 246° de la siguiente forma. (ROMERO 
AGUILAR, 2016, pág. 78) 
 
Por otro lado, debemos distinguir entre el procedimiento disciplinario 
general y el procedimiento disciplinario especial. El primero de ellos dirigido a 
todos los trabajadores del sector público que se encuentran dentro del ámbito de la 
LSC, siendo que estos pueden ser según la propia ley Directivo Publico, Servidor 
civil de carrera y servidor de actividades complementarias. Y el segundo tipo de 
ellos vinculados con la Primera Disposición Complementaria Final, tales como el 
                                                          
29 Sentencia del 22 de marzo de 2011 recaída en el Expediente N° 03706-2010-PA/TC, fundamento jurídico 7. 
30 Sentencia del 16 de abril de 2014 recaída en el Expediente N° 02493-2012-PA/TC, fundamento jurídico 5. 
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Profesorado y Magisterial (Ley 24029 y Ley 29062), los Docentes universitarios 
(Ley 30225), los Profesionales de la salud (Ley 2353), los Asistenciales de la salud 
(Ley 28561), los Magistrados (Ley 29277), los Fiscales (D. Leg 052-1981 y 
modificado 2010), los Diplomáticos (Ley 28091 y modificada 2005), los 
Servidores penitenciarios (Ley 29709), los Militares y policías (Ley 28359 y Ley 
27238), los cuales están sujetos a una normativa propia. 
 
2.1.2.5. Secretaria técnica y los órganos del procedimiento 
 
La Secretaría Técnica apoya el desarrollo del procedimiento 
disciplinario. Está a cargo de un Secretario Técnico que es designado por la 
máxima autoridad administrativa de la entidad, en adición a las funciones que viene 
ejerciendo en la entidad o específicamente para dicho propósito.  
 
El Secretario Técnico puede ser un servidor civil que no forme parte de 
la ORH, sin embargo, en el ejercicio de sus funciones reporta a esta. Tiene por 
funciones esenciales precalificar y documentar todas las etapas del PAD, asistiendo 
a las autoridades instructoras y sancionadoras del mismo.  
 
La Secretaría Técnica puede contar con servidores civiles que colaboren 
con el Secretario Técnico en el cumplimiento de sus funciones. Por el principio de 
flexibilidad, la entidad define su composición en razón a las dimensiones de la 
entidad, carga procesal, complejidad de los procedimientos, cantidad de órganos 
desconcentrados, entre otros criterios. 
 
Por otro lado, dentro de las funciones de la Secretaria Técnica tenemos: 
 
a) Recibir las denuncias verbales o por escrito de terceros y los reportes 
que provengan de la propia entidad, guardando las reservas del caso, 
los mismos que deberán contener, como mínimo, la exposición clara 
y precisa de los hechos.  
b) Tramitar las denuncias y brindar una respuesta al denunciante en un 
plazo no mayor de treinta (30) días hábiles. 
c) Tramitar los informes de control relacionados con el procedimiento 
administrativo disciplinario, cuando la entidad sea competente y no se 
haya realizado la notificación dispuesta en el artículo 96.4 del 
Reglamento.  
d) Efectuar la precalificación en función a los hechos expuestos en la 
denuncia y las investigaciones realizadas. 
e) Suscribir los requerimientos de información y/o documentación a las 
entidades, servidores y ex servidores civiles de la entidad o de otras 
entidades. Es obligación de todos estos remitir la información 
solicitada en el plazo requerido, bajo responsabilidad.  
f) Emitir el informe correspondiente que contiene los resultados de la 
precalificación, sustentando la procedencia o apertura del inicio del 
procedimiento e identificando la posible sanción a aplicarse y al 
Órgano Instructor competente, sobre la base de la gravedad de los 
hechos o la fundamentación de su archivamiento. 
g) Apoyar a las autoridades del PAD durante todo el procedimiento, 
documentar la actividad probatoria, elaborar el proyecto de resolución 
o acto expreso de inicio del PAD y, de ser el caso, proponer la medida 
cautelar que resulte aplicable, entre otros. Corresponde a las 
autoridades del PAD decidir sobre la medida cautelar propuesta por el 
ST.  
h) Administrar y custodiar los expedientes administrativos del PAD. 
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i) Iniciar de oficio, las investigaciones correspondientes ante la presunta 
comisión de una falta.  
j) Declarar “no ha lugar a trámite” una denuncia o un reporte en caso 
que luego de las investigaciones correspondientes, considere que no 
existen indicios o indicios suficientes para dar lugar a la apertura del 
PAD.  
k) Dirigir y/o realizar las acciones necesarias para el cumplimiento de 
sus funciones. 
 
Por ley, las autoridades encargadas de ejercer la potestad disciplinaria 
son: a) El jefe inmediato del presunto infractor, b) El jefe de recursos humanos 
o quien haga sus veces, y c) El titular de la entidad, los cuales serán analizadas 
más adelante cuando nos ocupemos de la Ley del Servicio Civil y el Régimen 
Disciplinario.  
 




La reforma del empleo público ha sido una tarea que el Estado peruano 
ha emprendido desde hace ya algunos años con la intención de modernizar la 
Administración Pública y hacerla más eficiente. 
 
Hasta antes de la promulgación de la Ley del Servicio Civil, confluían en 
el país varios modelos de regímenes disciplinarios cada uno con sus 
particularidades y los cuales era aplicables a los distintos funcionarios y servidores 
públicos de manera independiente y autónoma según lo prescrito por el régimen 
laboral al que pertenecían. Así teníamos pues el Régimen Disciplinario de los 
funcionarios y servidores pertenecientes al Régimen del Decreto Legislativo 276, 
el correspondiente al Decreto Legislativo 728, 1057, La Ley Marco del Empleo 
Público, entre otros. 
 
Estos regímenes a su vez eran totalmente diferentes incluso 
contemplaban faltas distintas, al igual que formas de investigación, por citar 
ejemplos en el Régimen Disciplinario del Decreto Legislativo 276 se hacía 
distinción entre los investigados pues existía la Comisión Permanente de Procesos 
Disciplinarios, que estaba dirigida a los servidores públicos y la Comisión Especial 
que estaba enfocada en los funcionarios públicos. Además de ello, la legislación 
disciplinaria estaba muy separada o diseminada no existía una norma que ordene o 
sistematice la legislación disciplinaria, lo que incluso motivaba que muchas veces 
por un mismo hecho se aperturen investigaciones e incluso se impongan sanciones 
con distintas normas. 
 
Por otro lado, el régimen disciplinario de los servidores públicos vigente 
fue creado con la Ley del Servicio Civil - LSC (Ley 30057) en julio de 2013, y 
entró en vigencia el 14 de setiembre de 2014. Es aplicable a todos los servidores 
civiles, es decir a los servidores de los regímenes de los Decretos Legislativos 276, 
728, 1057 (CAS), y 30057; a los gerentes públicos (régimen del Decreto 
Legislativo 1024), e incluso a aquellos servidores vinculados a través de los 
contratos FAG (Contrato del Fondo de Apoyo Gerencial de Naciones Unidas), o 
PAC (Ley 29806, que regula la contratación de personal altamente calificado en el 
Sector Público). Ello, a pesar de ser locadores de servicios (contar con un contrato 
civil), pero contratados específicamente para desempeñar funciones públicas 
conforme se desprende de las características legales de los contratos. 
Supletoriamente aplicable a los servidores de las carreras especiales. En el caso de 
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las entidades que inicialmente fueron excluidas del régimen de la LSC (Contraloría 
General de la República, SBS, Congreso de la República, SUNAT, y BCR), el 
disciplinario de la LSC se les aplica a partir del 5 de mayo de 201631. 
 
La LSC, sobre la base de la Ley Marco del Empleo Público, Ley 28175, 
organizó a los servidores civiles en cuatro grandes grupos: (i) los funcionarios; (ii) 
los directivos; (iii) los servidores de carrera; (iv) los servidores de actividades 
complementarias. Los servidores de confianza no pertenecen a grupo alguno, 
porque podrían encontrarse en cualquiera de los cuatro antes mencionados. 
 
De igual modo, cuando la LSC entro en vigencia, hubo mucha resistencia 
por parte de los trabajadores estatales, así como enfrentamientos de los doctrinarios 
nacionales; esto generó que diversos autores reconocidos hablaran sobre el tema, 
mencionando los beneficios que traería consigo y otros tantos manifiesten su 
posición en contra de la norma emitida, motivando incluso acciones de 
inconstitucionalidad que el Tribunal Constitucional se ha encargado de analizar y 
determinar, tal como se verá en el acápite vinculado con la constitucionalidad de 
la LSC. 
 
2.1.3.2. Promulgación de la ley 
 
La Ley 30057 fue publicada el 4 de julio de 2013, teniendo como objetivo 
establecer un régimen único y exclusivo para las personas que prestan servicios en 
las entidades públicas del Estado, así como de las personas que están encargadas 
de su gestión, del ejercicio de sus potestades y de la prestación de servicios a cargo 
de ellas. Para ella plantea una reforma integral que no solo involucro la transición 
a un nuevo régimen laboral, sino también la reorganización al interior de las 
entidades. (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 2017, pág. 15) 
 
Lo que buscaba esta reforma era que la Administración Pública alcance 
mayores niveles de eficacia y eficiencia, de modo tal que se brinden servicios 
públicos de calidad a la ciudadanía. También, revalorar la función pública, 
promoviendo el desarrollo de las personas que prestan servicios al Estado por 
medio de la igualdad de oportunidades, la instauración del mérito como pilar 
fundamental para el acceso, la permanencia y la progresión en el servicio civil. 
 
2.1.3.3. Ámbito de aplicación 
 
El artículo 1º de la LSC precisa que ésta se aplica a las siguientes 
entidades públicas: i) El Poder Ejecutivo, incluyendo Ministerios y Organismos 
Públicos, ii) El Poder Legislativo, iii) El Poder Judicial, iv) Los Gobiernos 
Regionales, v) Los Gobiernos Locales, vi) Los Organismos a los que la 
Constitución Política del Perú y las leyes confieren autonomía, vii) Las demás 
entidades y organismos, proyectos y programas del Estado, cuyas actividades se 
realizan en virtud de potestades administrativas y, por tanto, se consideran sujetas 
a las normas comunes de derecho público. Con lo cual, en principio, se aplica a 
todas las entidades públicas, en los tres niveles de gobierno. (Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos, 2017) 
 
Ahora bien, la Primera Disposición Complementaria Final de la LSC 
dispuso que no sería aplicable a los trabajadores de las empresas del Estado, los 
                                                          
31 El 4 de mayo de 2016 se publicó en El Peruano la Sentencia del TC recaída en los expedientes 0025-2013- PI/TC; 0003-2014-PI/TC, 
0008-2014-PI/TC, 0017-2014-PI/TC que, entre otros aspectos, declaró inconstitucional la Primera Disposición Complementaria Final 
de la Ley del Servicio Civil, en el extremo que excluía a estas cinco entidades públicas del ámbito de aplicación de la Ley; y, en 
consecuencia, las incorporó dentro de su ámbito de aplicación. 
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servidores civiles del Banco Central de Reserva del Perú, el Congreso de la 
República, la Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración 
Tributaria, la Superintendencia de Banca, Seguros y AFP, y la Contraloría General 
de la República, los servidores sujetos a carreras especiales, y los obreros de los 
gobiernos regionales y gobiernos locales; pero posteriormente el Tribunal 
Constitucional declaró inconstitucional la exclusión del Banco Central de Reserva 
del Perú, el Congreso de la República, la Superintendencia Nacional de Aduanas y 
de Administración Tributaria, la Superintendencia de Banca, Seguros y AFP, la 
Contraloría General de la República, y los obreros de los gobiernos regionales y 
locales1 .  
 
No obstante, a través de la Ley Nº 30647, publicada el 17 de agosto de 
2017, se precisó que el Congreso de la República, el Banco Central de Reserva del 
Perú y la Superintendencia de Banca, Seguros y Administradoras Privadas de 
Fondos de Pensiones se regían por el régimen laboral de la actividad privada y no 
estaban comprendidos dentro de los alcances de las normas que regulan la gestión 
de recursos humanos del Servicio Civil.  
 
Para el caso de los servidores sujetos a carreras especiales, la LSC 
reconoce como tales a: i) Ley 28091, Ley del Servicio Diplomático de la República, 
ii) Ley 23733, Ley universitaria, iii) Ley 23536, Ley que establece las normas 
generales que regulan el trabajo y la carrera de los Profesionales de la Salud, iv) 
Ley 29944, Ley de Reforma Magisterial, v) Ley 28359, Ley de Situación Militar 
de los Oficiales de las Fuerzas Armadas, vi) Decreto Legislativo 1149, Ley de la 
Carrera y Situación del personal de la Policía Nacional del Perú, vii) Ley 29709, 
Ley de la Carrera Especial Pública Penitenciaria, viii) Decreto Legislativo 052, Ley 
Orgánica del Ministerio Público, y, ix) Ley 29277, Ley de la Carrera Judicial. 
Todos estos se rigen supletoriamente por el artículo III del Título Preliminar, 
referido a los Principios de la Ley del Servicio Civil; el Título II, referido a la 
Organización del Servicio Civil; y el Título V, referido al Régimen Disciplinario y 
al Proceso Administrativo Sancionador. 
 
En esa misma línea y en cuanto al Régimen Disciplinario y 
Procedimiento Sancionador el artículo 90° del Reglamento General de la Ley del 
Servicio Civil, en adelante RGLSC, aprobado por Decreto Supremo N° 040-2014-
PCM, establece que su aplicación abarca a los siguientes servidores civiles: 
 
a) Los funcionarios públicos de designación o remoción regulada, con 
excepción del Defensor del Pueblo, el Contralor General de la 
República, los miembros del Jurado Nacional de Elecciones, los 
miembros del Consejo Nacional de la Magistratura, el Jefe de la Oficina 
Nacional de Procesos Electorales, el Jefe del Registro Nacional de 
Identificación y Estado Civil, los miembros del Directorio del Banco 
Central de Reserva y el Superintendente de Banca, Seguros y 
Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones.  
b) Los funcionarios públicos de libre designación y remoción, con 
excepción de los Ministros de Estado.  
c) Los directivos públicos;  
d) Los servidores civiles de carrera;  
e) Los servidores de actividades complementarias y  
f) Los servidores de confianza.  
 
Los funcionarios públicos de elección popular, directa y universal se 
encuentran excluidos de la aplicación de las disposiciones del presente 
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Título. Su responsabilidad administrativa se sujeta a los procedimientos 
establecidos en cada caso. 
 
2.1.3.4. Etapas del procedimiento 
 
La LSC prevé un régimen disciplinario que no solo es aplicable a los 
servidores sujetos al régimen del Servicio Civil, señalados en el artículo 90º del 
RGLSC, sino que también comprende a los servidores y ex servidores sujetos a los 
Decretos Legislativos N°s 276, 728 y 1057. Incluye a su vez a los servidores 
comprendidos dentro del Régimen Especial para Gobiernos Locales.  
 
Éste está vigente a partir del 14 de septiembre de 2014, aunque para 
efectos de una correcta aplicación resulta indispensable tener en cuenta las reglas 
establecidas en el numeral 6 de la Directiva Nº 02-2015-SERVIR/GPGSC, 
referidas a la vigencia del mismo. Éstas son:  
 
Los procedimientos administrativos disciplinarios instaurados antes del 
14 de septiembre de 2014 se rigen por las normas sustantivas y 
procedimentales vigentes al momento de la instauración del 
procedimiento hasta la resolución de los recursos de apelación que, de 
ser el caso, se interpongan contra los actos que ponen fin al 
procedimiento. 
 
Los procedimientos administrativos disciplinarios instaurados desde el 
14 de septiembre de 2014, por hechos cometidos con anterioridad a 
dicha fecha, se rigen por las reglas procedimentales previstas en la Ley 
Nº 30057 y su reglamento, y por las reglas sustantivas aplicables al 
momento en que se cometieron los hechos. Esto es aplicable también a 
los casos en los que en segunda instancia o en la vía judicial se declarase 
la nulidad en parte o de todo lo actuado.  
 
Los procedimientos administrativos disciplinarios instaurados desde el 
14 de septiembre de 2014, por hechos cometidos a partir de dicha fecha, 
se regirán por las normas procedimentales y sustantivas sobre régimen 
disciplinario previstas en la Ley Nº 30057 y su reglamento.  
 
Asimismo, según lo prescito por el artículo 106° del RGLSC, prescribe 
dos fases o etapas del procedimiento administrativo disciplinario, en primer lugar, 
una fase instructiva y finalmente una fase sancionadora, cada una de ellas a cargo 
de un determinado órgano responsable de su seguimiento y termino. Sin embargo, 
si bien la norma acotada solo ha establecido taxativamente dos fases del 
procedimiento, en la Directiva Nº 02-2015-SERVIR/GPGSC - Régimen 
Disciplinario y Procedimiento Sancionador de la Ley N° 30057, Ley del Servicio 
Civil, se ha establecido en su apartado 13, una fase previa a las antes mencionadas, 
y es precisamente la Investigación Previa y la Precalificación, la cual se encuentra 
a cargo de la Secretaria Técnica, bajo ese contexto podemos advertir que las etapas 
o fases del procedimiento administrativo disciplinario son tres: 
 
a) Investigación Previa y la Precalificación 
 
Esta etapa inicia con la denuncia o el reporte del jefe inmediato o de 
cualquier otro servidor civil u otros indicios de haberse cometido una 
falta. Para este caso es la Secretaría Técnica (ST) la que efectúa las 
investigaciones preliminares.  
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Si la denuncia o reporte no adjuntara la documentación probatoria o 
indiciaria correspondiente, el ST la requerirá. En caso no reciba respuesta 
en plazo razonable puede declararlos como “no ha lugar a trámite”.  
 
Una vez concluida la investigación, el ST realiza la precalificación 
de los hechos según la gravedad de la falta, en el marco de lo dispuesto 
en el artículo 92 de la LSC. Esta etapa culmina con el archivo de la 
denuncia o con la remisión al Órgano Instructor del informe de 
precalificación recomendando el inicio del PAD, este informe el ST 
procede también a identificar en su informe al órgano instructor 
competente. Sin embargo, se debe tener presente que dicho informe no 
tiene carácter vinculante frente al órgano instructor identificado, pues 
éste puede apartarse de las conclusiones del informe del ST por 
considerarse no competente o por considerar que no existen razones para 
iniciar el PAD, para lo cual, deberá, en cualquiera de los casos, 
argumentar las razones de su decisión. 
 
b) Fase instructiva 
 
Esta fase se encuentra a cargo del órgano instructor, el mismo que 
es identificado por ST en el informe de precalificación y según lo 
dispuesto en la LSC o su RGLSC. Esta etapa comprende las actuaciones 
conducentes a la determinación de la responsabilidad administrativa 
disciplinaria. 
 
 Se inicia con la notificación al servidor civil de la comunicación 
que determina el inicio del procedimiento administrativo disciplinario, 
brindándole un plazo de cinco (05) días hábiles para presentar su 
descargo, plazo que puede ser prorrogable.  
 
Vencido dicho plazo, el órgano instructor llevará a cabo el análisis 
e indagaciones necesarios para determinar la existencia de la 
responsabilidad imputada al servidor civil, en un plazo máximo de quince 
(15) días hábiles.  
 
La fase instructiva culmina con la emisión y notificación del informe 
instructivo en el que el órgano instructor se pronuncia sobre la existencia 
o no de la falta imputada al servidor civil, recomendando al órgano 
sancionador la sanción a ser impuesta, de corresponder. Del mismo 
modo, el informe se sustenta en el análisis e indagaciones realizadas por 
el Órgano Instructor de conformidad con lo dispuesto en el tercer párrafo 
del literal a) del artículo 106 del Reglamento. 
 
c) Fase sancionadora 
 
Esta fase se encuentra a cargo del órgano sancionador y comprende 
desde la recepción del informe del órgano instructor, hasta la emisión de 
la comunicación que determina la imposición de sanción o que determina 
la declaración de no a lugar, disponiendo, en este último caso, el archivo 
del procedimiento. 
 
El órgano sancionador debe emitir la comunicación pronunciándose 
sobre la comisión de la infracción imputada al servidor civil, dentro de 
los diez (10) días hábiles siguientes de haber recibido el informe del 
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órgano instructor, prorrogable hasta por diez (10) días hábiles 
adicionales, debiendo sustentar tal decisión. 
 
Entre el inicio del procedimiento administrativo disciplinario y la 
notificación de la comunicación que impone sanción o determina el 
archivamiento del procedimiento, no puede transcurrir un plazo mayor a 
un (01) año calendario. 
 
Ahora, si bien la forma en que se esquematiza el procedimiento, permite 
de manera general tener una visión de imparcialidad en su desarrollo, existe un 
aspecto cuestionable que produce una vulneración al debido proceso y es el 
recogido en el artículo 94° del RGLSC y que taxativamente menciona “Las 
autoridades de los órganos instructores del procedimiento disciplinario cuentan 
con el apoyo de una Secretaría Técnica que puede estar compuesta por uno o 
más servidores. Estos servidores, a su vez, pueden ser servidores civiles de la 
entidad y ejercer la función en adición a sus funciones regulares. De preferencia 
serán abogados y son designados mediante resolución del titular de la entidad”. 
Además de ello, la Directiva Nº 02-2015-SERVIR/GPGSC, menciona que la ST 
tiene por funciones esenciales precalificar y documentar todas las etapas del PAD, 
asistiendo a las autoridades instructoras y sancionadoras del mismo. Es decir, el 
ST no solo precalifica las denuncias que se le ponen de conocimiento, sino además 
asesora no solo a las autoridades instructoras, sino también a las sancionadoras, es 
decir, se trata de un órgano, que, sin tener la condición de autoridad en el PAD, 
puede incidir de manera directa en las decisiones de estos órganos máxime si al 
momento de precalificar, ya formo una idea o criterio sobre los hechos materia del 
PAD restando con ello imparcialidad en la decisión a adoptarse, recordemos que 
por ley la ST elabora el informe de precalificación. 
 
2.1.3.5. Autoridades competentes 
 
Por ley, las autoridades encargadas de ejercer la potestad disciplinaria 
son: a) El jefe inmediato del presunto infractor, b) El jefe de recursos humanos 
o quien haga sus veces, y c) El titular de la entidad, los cuales conforme ya se ha 
señalado, cuentan además con el apoyo de una Secretaría Técnica.  
 
En ese sentido, la competencia para conducir el procedimiento 
administrativo disciplinario y sancionar corresponde, según la sanción a imponer, 
a: 
a) En el caso de la sanción de amonestación escrita, el jefe inmediato 
instruye y sanciona, y el jefe de recursos humanos, o el que haga sus 
veces, oficializa dicha sanción. 
b) En el caso de la sanción de suspensión, el jefe inmediato es el 
órgano instructor y el jefe de recursos humanos, o el que haga sus 
veces, es el órgano sancionador y quien oficializa la sanción.  
c) En el caso de la sanción de destitución, el jefe de recursos humanos 
es el órgano instructor, y el titular de la entidad es el órgano 
sancionador y quien oficializa la sanción. La oficialización se da a 
través del registro de la sanción en el legajo y su comunicación al 
servidor.  
 
Cuando se le haya imputado al jefe de recursos humanos, o quien haga 
sus veces, la comisión de una infracción, para el caso contemplado en el literal a) 
precedente, instruye y sanciona su jefe inmediato y en los demás casos instruye el 
jefe inmediato y sanciona el titular de la entidad.  
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En los casos de progresión transversal, la competencia para el ejercicio 
de la potestad disciplinaria corresponde al jefe inmediato, al jefe de recursos 
humanos o al titular de entidad en la que se cometió la falta, conforme al tipo de 
sanción a ser impuesta y los criterios antes detallados; sin perjuicio de que la 
sanción se ejecute en la entidad en la que al momento de ser impuesta el servidor 
civil presta sus servicios.  
 
En el caso de los funcionarios, el instructor será una comisión compuesta 
por dos (2) funcionarios de rango equivalente pertenecientes al Sector al cual está 
adscrita la Entidad y el Jefe de Recursos Humanos del Sector, los cuales serán 
designados mediante resolución del Titular del Sector correspondiente. 
Excepcionalmente, en el caso que el Sector no cuente con dos funcionarios de 
rango equivalente al funcionario sujeto a procedimiento, se podrá designar a 
funcionarios de rango inmediato inferior. 
 
Por otro lado, en cuanto a las sanciones, se han previsto las siguientes: a) 
amonestación verbal o escrita, b) suspensión sin goce de remuneraciones desde 
un día hasta doce meses y c) destitución. Esta última conlleva también la 
inhabilitación automática para el ejercicio civil por un plazo de cinco (5) años 
calendario. En el caso de los ex servidores, la sanción a imponérseles es la 
inhabilitación para el reingreso al servicio civil hasta por cinco (5) años. 
 
2.1.3.6. Constitucionalidad de la Ley Servir 
 
En lo que corresponde a la constitucionalidad de la LSC, las posiciones 
doctrinales estuvieron más que polarizadas, por los sectores a favor y en contra de 
la Ley, situación que originó que varias instituciones interpongan acciones de 
inconstitucionalidad, con la finalidad de que la norma quede sin efecto legal y sea 
proscrita del ordenamiento jurídico. 
 
En efecto el Tribunal Constitucional (TC) resolvió varias demandas de 
inconstitucionalidad contra la Ley del Servicio Civil, Ley Nº 30057 (STC Exps. 
Nºs 00025-2013-PI/TC, 00003-2014-PI/TC, 00008-2014-PI/TC y 00017-2014-
PI/TC), interpuestas por ciudadanos y los colegios de abogados de Junín y Tacna, 
siendo que los aspectos principales tanto de las demandas como de la sentencia 
emitidas, versaron sobre: a) Entidades excluidas de los alcances de la Ley del 
Servicio Civil, b) Los derechos a la libertad sindical y a la negociación colectiva, 
c) La contravención del derecho a la huelga, d) EL RÉGIMEN 
DISCIPLINARIO, e) La autonomía de las entidades estatales, f) La contratación 
de directivos públicos, g) El traslado de trabajadores al régimen de la Ley del 
Servicio Civil y, h) La evaluación como requisito para la permanencia en el 
Servicio Civil.  
 
Ahora, si bien son varios los aspectos por los que llevo al TC a 
pronunciarse sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de LSC, en cuanto 
al Régimen Disciplinario, aspecto fundamental que nos compete, los demandantes 
alegaron que la norma era inconstitucional porque no diferencia entre faltas leves 
y graves y porque tipifica la falta administrativa de “prevaricación”. En cuanto a 
lo primero, el TC señaló que la ausencia de una graduación de las faltas no 
convierte a la norma en inconstitucional porque el principio de legalidad se respeta 
de manera suficiente si cada falta administrativas se encuentra previamente 
establecidas como tales en la ley, por tanto, en dicho extremo la norma es 
plenamente constitucional y conserva su regulación originaria. Sin embargo, sobre 
el segundo aspecto, es decir, sobre la falta de “prevaricación”, entendió que ella sí 
era inconstitucional porque, en los términos en que estaba redactada, carecía de 
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suficiente precisión, puesto que no permite conocer con suficiencia la conducta o 
conductas que ella pretende sancionar. 
 




La justicia administrativa es un concepto sustantivo y procesal, el cual 
establece que la actividad de la administración pública debe orientarse a la 
realización o satisfacción de intereses públicos concretos, con el pleno respeto a 
los derechos e intereses públicos. Ahora bien, esta busca la solución de las 
controversias que surjan entre aquella y los administrados (particulares), entre dos 
entes públicos, o entre el Estado y un ente público menor. Como bien señala Fix 
Zamudio, la justicia administrativa se compone de un conjunto amplio de 
instrumentos jurídicos para la defensa de los administrados, dentro de los que se 
incluyen la existencia de una jurisdicción especializada y ejercida por los tribunales 
en sede administrativa y por los entes y órganos de la administración pública. 
(ROJAS FRANCO, 2011, pág. 178) 
 
Cuando se escucha sobre el debido proceso, se conceptualiza un derecho 
sustantivo que pertenece a los ciudadanos y que el Estado les reconoce. Por lo tanto, 
este concepto obedece al tipo de sociedad en la que los individuos se desenvuelven. 
Debido a que cada país tiene sus propias prácticas y su propio contexto, cada 
sociedad lo precisa de forma diferente.  
 
La génesis y el reconocimiento escrito del debido proceso se encuentran 
en la Carta Magna de 1215, que los barones ingleses hacen firmar al monarca Juan 
sin Tierra ante su inconformidad por los abusos que sufrieron. En estos años, la 
práctica del monarca era enviar a los barones a prisión y encarcelarlos, e incluso 
matarlos sin previo juicio, cuando a consideración de la Corona no cumplían sus 
obligaciones tributarias o cometían crímenes contra el reino (López, 2003, p. 14). 
Esta Carta reconoce que “Ningún hombre libre podrá ser detenido o encarcelado o 
privado de sus derechos o de sus bienes, ni puesto fuera de la ley ni desterrado o 
privado de su rango de cualquier otra forma, ni se usará la fuerza contra él, ni se 
enviará a otros que lo hagan, sino en virtud de sentencia judicial de sus pares y con 
arreglo a la ley del reino”.  
 
“La revisión de la Carta Magna en 1354, bajo Eduardo III, trajo consigo 
el concepto de due process [debido proceso] en vez de law of the land [ley del 
reino]. Según Edward Coke, que consideró ambos conceptos, esta última expresión 
significaba ‘indictment and presentment of good and lawful men, and trial and 
conviction in consequence’ [acusación y presentación de hombres buenos y 
legales, y prueba y condena como consecuencia]” (Ramírez, 2006, p. 1120, n. 37). 
 
El término debido proceso fue utilizado en el estatuto 28 del rey Eduardo 
III, que declaraba: “Ningún hombre, cualquiera que sea su estado o condición debe 
ser sustraído de su hogar, ni tomado ni puesto en prisión, ni acusado o dársele 
muerte sin que se le dé una respuesta por el debido proceso”. Cuando se suprimió 
el antiguo procedimiento arbitrario del rey y se dio inicio a un procedimiento que 
escuchaba a las partes y admitía el desahogo de las pruebas, Inglaterra implementó 
la institución del debido proceso. En esa época y en este contexto, el debido proceso 
                                                          
32 DE LA ROSA RODRÍGUEZ, Paola Iliana (2010), El debido proceso, sus orígenes, su evolución y su reconocimiento en el nuevo sistema 
de justicia penal en México. Revista Alter Enfoque Crítico. Año I. Num. 2. Julio - diciembre. Pp. 63-65. Visto en 
http://biblioteca.cejamericas.org/bitstream/handle/2015/4917/alter_2_art._3.pdf?sequence=1&isAllowed=y  
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se consideraba como una ley que escucha antes de condenar, que procede después 
de haber investigado el hecho y que juzga sólo después de un proceso judicial.  
 
La frase debido proceso legal, due process of law, en Estados Unidos es 
una variación del concepto encontrado en la Carta Magna de Inglaterra. La 5ª 
Enmienda de la Constitución estadounidense establece los derechos de todo 
ciudadano a tener un proceso judicial:  
 
Nadie estará obligado a responder de un delito castigado con la pena 
capital o con otra infamante si un gran jurado no lo denuncia o acusa, a 
excepción de los casos que se presenten en las fuerzas de mar o tierra o 
en la milicia nacional cuando se encuentre en servicio efectivo en tiempo 
de guerra o peligro público; tampoco se pondrá a persona alguna dos 
veces en peligro de perder la vida o algún miembro con motivo del mismo 
delito; ni se le compelerá a declarar contra sí misma en ningún juicio 
criminal; ni se le privará de la vida, la libertad o la propiedad sin el debido 
proceso legal; ni se ocupará la propiedad privada para uso público sin una 
justa indemnización.  
 
Por su parte la 14ª Enmienda refiere: 
 
Toda persona nacida o naturalizada en los Estados Unidos, y sujeta por 
ello a tal jurisdicción, es ciudadana de los Estados Unidos y del Estado 
en que resida. […] tampoco podrá ningún Estado privar a una persona de 
su vida, libertad o propiedad, sin un debido proceso legal; ni negar a 
persona alguna dentro de su jurisdicción la protección legal igualitaria.  
 
Conceptualizando, en Inglaterra el significado del debido proceso desde 
su reconocimiento inicial se refería a las reglas básicas a que debía someterse el 
derecho de defensa, y su objetivo era obtener una limitación del poder absolutista 
del rey; sin embargo, el concepto evolucionó, y las enmiendas a la Constitución de 
los Estados Unidos de América introdujeron innovaciones importantes que deben 
ser reconocidas por el nuevo Estado. Como resultado de ello, los jueces tienen que 
preservar las garantías del proceso y ser razonables en las decisiones que adopten.  
 
En el contexto latinoamericano, la mayoría de los códigos políticos no 
contemplan el calificativo “debido”, y especifican solamente un procedimiento 
racional y justo, lo cual ha dado lugar a que se conceptualice como una garantía 
innominada (Alvarado, 2004, pp. 167-170). Esto se debe a que el primer 
antecedente del debido proceso en Latinoamérica se encuentra en el artículo 287 
de la Constitución Política de la Monarquía Española promulgada en 1812, más 
conocida como Constitución de Cádiz, que a la letra dice: “Ningún español podrá 
ser preso sin que preceda información sumaria del hecho, por el que merezca, según 
la ley, ser castigado con pena corporal, y asimismo un mandamiento del juez por 
escrito que se le notificará en el acto mismo de la prisión”.  
 
Este ordenamiento, que llegaría a Veracruz el 6 de septiembre de 1812 y 
a la ciudad de México cinco días después con permiso oficial para que se 
cumpliera, representó para México el primer antecedente de los artículos 14 y 16 
constitucionales.  
 
Por su parte, en Argentina, el concepto del debido proceso responde a la 
forma en que debe substanciarse un procedimiento. Para autores chilenos, el debido 
proceso es una piedra angular del sistema de protección de los derechos humanos 
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y es, por excelencia, la garantía de los derechos humanos y un requisito sine qua 
non para la existencia de un estado de derecho (Medina Quiroga, 2003, p. 267). 
 
El debido proceso se entiende como un proceso judicial justo, que es 
aplicable no sólo a los procesos penales, sino además a todos los procesos 
sancionadores judiciales o administrativos. El debido proceso no es ni más ni 
menos que el proceso que respeta sus propios principios (2003, p. 267).  
 
La institución en Latinoamérica comprende una serie de garantías tales 
como el derecho del inculpado a ser oído, la facultad de hacer valer sus medios de 
defensa y a que se pronuncie una decisión fundada y motivada. Con ello se asegura 
la obtención de una decisión justa. Cabe mencionar que la idea del debido proceso 
en los países latinoamericanos sigue, por lo general, el sistema anglosajón, aun 
cuando la mayoría de éstos pertenezca a un sistema de derecho civil y no de 
common law como en Estados Unidos o en Inglaterra. 
 
Según lo acotado hasta el momento, es posible distinguir algunas 
diferencias entre el debido proceso reconocido en Estados Unidos y en 
Latinoamérica. Mientras que en Estados Unidos garantiza un juicio por jurado, en 
los países de habla hispana de la región no se contemplan los jurados. Por otra 
parte, en los países latinoamericanos es necesario fundamentar la sentencia en las 
disposiciones legales que sustentan el acto o actos materia del juicio, y en Estados 
Unidos los fallos no se fundan en la legislación.  
 
Al reconocerse que “Ninguna persona debe ser privada de la vida, 
libertad o propiedad sin un debido proceso legal”, esta institución surge como una 
garantía en contra de la arbitrariedad del gobierno, ya sea cometida por el 
Congreso, por el Ejecutivo o por el órgano jurisdiccional. Es decir, si la ley priva 
a una persona de su vida, su libertad o su propiedad, entonces, se le niega la 
protección que ofrece un debido proceso. Si el gozo de este derecho está 
condicionado por requisitos no razonables, el debido proceso resulta violado 
(Gozaíni, 2004). 
 
2.1.4.2. Definición  
 
En nuestro país, la Constitución Política establece el debido proceso en 
la aplicación e interpretación de los artículos 39° y 41°, los cuales señalan, de forma 
literal, que: 
 
A nadie se hará sufrir pena sino por delito, cuasidelito o falta, 
sancionados por ley anterior y en virtud de sentencia firme dictada por 
autoridad competente, previa oportunidad concedida al indiciado para 
ejercitar su defensa y mediante la necesaria demostración de 
culpabilidad. 
No constituyen violación a este artículo o a los dos anteriores, al apremio 
corporal en materia civil o de trabajo o las detenciones que pudieren 
decretarse en las insolvencias, quiebras o concursos de acreedores. 
Ocurriendo a las leyes, todos han de encontrar reparación para las 
injurias o daños que hayan recibido en su persona, propiedad o intereses 
morales. Debe hacérseles justicia pronta, cumplida, sin denegación y en 
estricta conformidad con las leyes. 
 
Prima facie, y en una interpretación estricta del contenido del artículo 39 
de la Constitución costarricense, podría decirse que el debido proceso se instaura 
como una garantía en los procesos penales. No obstante, tomando en cuenta la 
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naturaleza de las normas constitucionales, cuyo contenido debe interpretarse pro 
libertatis y pro homine, la garantía del debido proceso se ha extendido a diferentes 
materias, entre ellas la administrativa y la contenciosa administrativa. 
 
Pero antes de proseguir, merece que realicemos una breve referencia a lo 
que han entendido nuestros Tribunales de Justicia como “debido proceso”. En 
Costa Rica, existe una sentencia fundamental, emitida por el Tribunal 
Constitucional en el año 1992 y redactada por el entonces magistrado, don Rodolfo 
Piza Escalante, que, con gran tino, definió la noción del debido proceso: 
 
El concepto del debido proceso envuelve comprensivamente el 
desarrollo progresivo de prácticamente todos los derechos 
fundamentales de carácter procesal o instrumental, como conjuntos de 
garantías de los derechos de goce -cuyo disfrute satisface 
inmediatamente las necesidades o intereses del ser humano-, es decir, de 
los medios tendientes a asegurar su vigencia y eficacia. 
[…] De allí que las leyes y, en general, las normas y los actos de 
autoridad requieran para su validez, no sólo haber sido promulgados por 
órganos competentes y procedimientos debidos, sino también pasar la 
revisión de fondo por su concordancia con las normas, principios y 
valores supremos de la Constitución (formal y material), como son los 
de orden, paz, seguridad, justicia, libertad, etc., que se configuran como 
patrones de razonabilidad. Es decir, que una norma o acto público o 
privado sólo es válido cuando, además de su conformidad formal con la 
Constitución, esté razonablemente fundado y justificado conforme a la 
ideología constitucional. De esta manera se procura, no sólo que la ley 
no sea irracional, arbitraria o caprichosa, sino además que los medios 
seleccionados tengan una relación real y sustancial con su objeto. Se 
distingue entonces entre razonabilidad técnica, que es, como se dijo, la 
proporcionalidad entre medios y fines; razonabilidad jurídica, o la 
adecuación a la Constitución en general, y en especial, a los derechos y 
libertades reconocidos o supuestos por ella; y finalmente, razonabilidad 
de los efectos sobre los derechos personales, en el sentido de no imponer 
a esos derechos otras limitaciones o cargas que las razonablemente 
derivadas de la naturaleza y régimen de los derechos mismos, ni mayores 
que las indispensables para que funcionen razonablemente en la vida de 
la sociedad. 
Desde luego que el debido proceso genera exigencias fundamentales 
respecto de todo proceso o procedimiento, especialmente tratándose de 
los de condena, de los sancionadores en general, y aun de aquellos que 
desembocan en una denegación, restricción o supresión de derechos o 
libertades de personas privadas, o aún de las públicas en cuanto que 
terceros frente a la que actúa […]33. 
 
Definimos debido proceso como el conjunto de garantías indispensables 
para que un proceso en el cual se va a tomar una decisión pueda ser considerado 
justo. Ahora bien, el debido proceso, como derecho constitucional, es un derecho 
complejo, definiéndose como tal aquel derecho cuyo contenido se encuentra 
conformado a su vez por otros derechos, de naturaleza incompleja. En este orden 
de ideas, el debido proceso en general contiene en su seno derechos tan importantes 
como el derecho al procedimiento predeterminado por la Ley, la posibilidad de 
impugnar la decisión tomada, el derecho de defensa o la motivación de las 
                                                          
33 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de San José a las 11:45 horas del 1 de julio de 1992. 
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resoluciones emitidas por la entidad respectiva. (GUZMÁN NAPURI, 2013, pág. 
660) 
 
Por otro lado, la doctrina y la jurisprudencia, peruana y universal, 
reconocen dos modalidades de debido proceso, el adjetivo y el material. El debido 
proceso adjetivo o procesal denominado tradicionalmente debido proceso formal- 
implica el cumplimiento de las formalidades del proceso, formalidades que se 
encuentran señaladas en la Constitución y desarrolladas en las normas procesales 
pertinentes, en cada caso concreto.  
 
Asimismo, el debido proceso material implica la emisión de una 
sentencia ajustada a derecho, es decir, la realización de un proceso justo. Ello 
implica que se cumplan con criterios mínimos de razonabilidad, de 
proporcionalidad, de equidad, que permitan vincular el debido proceso, no solo con 
el cumplimiento de requisitos formales, sino además con la satisfacción de la 
justicia como valor necesario para obtener la resolución de los conflictos y la paz 
social. 
 
El debido proceso es, así, una garantía formal para el administrado en el 
sentido de que deben cumplirse todos los actos y/o fases procedimentales que la 
ley exige para que una decisión o resolución (acto final) pueda calificarse con 
validez a la luz del ordenamiento jurídico. En un plano material, el debido proceso 
otorga al administrado la garantía de que podrá hacer valer sus derechos en el 
ámbito y escenario de la administración. Con ello, el debido proceso no solo va 
más allá de una garantía formal del desarrollo del procedimiento, sino que, de 
acuerdo con la sentencia apuntada anteriormente, requiere de un control material 
que verifique el contenido de una decisión que se apegue a los valores y principios 
sobre los que se estructura el ordenamiento jurídico. 
 
Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos -
precisamente, en el caso “Baena y otros vs. Panamá”-, en aplicación del artículo 8 
del Pacto de San José, estableció las reglas y garantías mínimas que deben 
respetarse para la consecución de un debido procedimiento administrativo. Estas 
obligaciones también han sido reconocidas en otros casos tramitados en la 
jurisdicción internacional (SAGUES, 2009). Se los menciona a continuación: 
 
 Una audiencia para la determinación de los hechos y derechos que se 
realice previa al comienzo de las actuaciones administrativas, a fin de 
que el administrado conozca el marco del debate, ofrezca la prueba del 
caso y formule los alegatos que correspondan. Se debe tener derecho 
a la representación legal libremente escogida, a fin de preparar 
idóneamente la defensa del caso. La infracción a esta regla importa 
violar el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. 
 
 Una notificación previa sobre la existencia de un procedimiento 
administrativo, lo que implica, además, información sobre los cargos, 
derecho a comparecer, derecho a presentar pruebas y derecho de 
acceder al expediente. 
 Es fundamental el derecho a una decisión fundada, en la cual se 
atienda los planteos del administrado y se exponga los argumentos 
esgrimidos por la administración para resolver la controversia. 
 
 Es obligatoria la publicidad de las actuaciones administrativas, en aras 
del acceso a la información y la transparencia. 
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 Se debe tener en cuenta el cumplimiento de plazos razonables para 
tramitar y resolver por parte de la administración y en función de tres 
parámetros de valoración: comportamiento del administrado, 
complejidad del caso y diligencia de la conducta de la administración. 
 
 Se debe contar con una revisión judicial de las actuaciones 
administrativas -dicho parámetro ha sido garantizado además en 
algunas constituciones. Por ejemplo, en el artículo 49° de la de Costa 
Rica, el cual releva a máximo rango normativo la jurisdicción 
contencioso administrativa-. 
 
2.1.4.3. Derechos que integran el debido proceso 
 
El debido proceso tiene su origen en el due process of law anglosajón; se 
descompone en: el debido proceso sustantivo, que protege a los ciudadanos de las 
leyes contrarias a los derechos fundamentales, y el debido proceso adjetivo, 
referido a las garantías procesales que aseguran los derechos fundamentales. Su 
incorporación al constitucionalismo latinoamericano ha matizado sus raíces, 
señalando que el debido proceso sustantivo se refiere a la necesidad de que las 
sentencias sean valiosas en sí mismas, esto es, que sean razonables; mientras que 
el debido proceso adjetivo alude al cumplimiento de ciertos recaudos formales, de 
trámite y de procedimiento, para llegar a una solución judicial mediante la 
sentencia. 
 
Por su parte la doctrina y la jurisprudencia nacionales han convenido en 
que el debido proceso es un derecho fundamental de toda persona -peruana o 
extranjera, natural o jurídica- y no solo un principio o derecho de quienes ejercen 
la función jurisdiccional. En esa medida, el debido proceso comparte el doble 
carácter de los derechos fundamentales: es un derecho subjetivo y particular 
exigible por una persona y, es un derecho objetivo en tanto asume una dimensión 
institucional a ser respetado por todos, debido a que lleva implícito los fines 
sociales y colectivos de justicia.  
 
En ese entendido, el debido proceso en tanto derecho fundamental con un 
doble carácter es oponible a todos los poderes del Estado e incluso a las personas 
jurídicas. Por ello, el debido proceso de origen estrictamente judicial, se ha ido 
extendiendo pacíficamente como debido procedimiento administrativo ante las 
entidades estatales -civiles y militares- y como debido proceso parlamentario ante 
las cámaras legislativas, así como, debido proceso inter privatos aplicable al 
interior de las instituciones privadas. 
 
a) Derecho de defensa 
 
El derecho a la defensa constituye un derecho fundamental de 
naturaleza procesal que se encuentra reconocido en el Numeral 1.2 del 
Artículo IV del Título Preliminar de la LPAG, el cual refiere que todo 
administrado tiene derecho a exponer los argumentos que sustentan su 
defensa.  
 
Asimismo, el numeral 4 del Artículo 234° de la LPAG reconoce que 
el administrado tiene derecho a contar con un plazo razonable para ejercer 
su derecho de defensa, tal como se evidencia de la siguiente cita:  
 
“Artículo 234º.- Caracteres del procedimiento sancionador Para el 
ejercicio de la potestad sancionadora se requiere obligatoriamente 
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haber seguido el procedimiento legal o reglamentariamente 
establecido caracterizado por: (…)  
4. Otorgar al administrado un plazo de cinco días para formular sus 
alegaciones y utilizar los medios de defensa admitidos por el 
ordenamiento jurídico conforme al numeral 162.2 del Artículo 162, 
sin que la abstención del ejercicio de este derecho pueda considerarse 
elemento de juicio en contrario a su situación”. 
 
En este sentido, el TC sostiene que el derecho a la defensa consiste en 
la facultad de toda persona de contar con el tiempo y los medios 
necesarios para ejercerlo en todo tipo de procesos, incluidos los 
administrativos, lo cual implica, entre otras cosas, que sea informada con 
anticipación de las actuaciones iniciadas en su contra. (Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos, 2013) 
 
Asimismo, el TC señala que el derecho a la defensa garantiza que toda 
persona sometida a un procedimiento administrativo tenga la oportunidad 
de contradecir y argumentar en defensa de sus derechos e intereses. En 
tal sentido, se vulneraría el derecho a la defensa cuando los titulares de 
derechos e intereses legítimos se ven imposibilitados de ejercer los 
medios legales necesarios para su defensa o cuando se establecen 
condiciones para la presentación de los argumentos de defensa (descargo 
o contradicción). 
 
Por su parte, la Corte IDH sostiene que el derecho de defensa implica 
que los administrados tengan conocimiento oportuno y completo de los 
cargos que se les imputan, cuenten con un plazo razonable para ejercer 
su defensa y puedan presentar medios probatorios. 
 
Además, la Corte IDH refiere que la oralidad podría constituir un 
elemento esencial del derecho de defensa en ciertos tipos de 
procedimientos, tal como se evidencia de la siguiente cita:  
 
“…la Corte considera que del artículo 8.1 de la Convención no se 
desprende que el derecho a ser oído debe necesariamente ejercerse 
de manera oral en todo procedimiento. Lo anterior no obstaría para 
que la Corte considere que la oralidad es una de las “debidas 
garantías” que el Estado debe ofrecer a los justiciables en cierto tipo 
de procesos. Sin embargo, el representante no ha presentado 
argumentos que justifiquen por qué es necesaria la oralidad, como 
garantía del debido proceso, en el procedimiento disciplinario ante 
la CFRSJ o en las distintas instancias recursivas.” 
 
Por otro lado, según lo indicado en la STC N° 5514-2005-PA/TC, el 
derecho de defensa en el ámbito del procedimiento administrativo de 
sanción se estatuye como una garantía para la defensa de los derechos 
que pueden ser afectados con el ejercicio de las potestades sancionatorias 
de la administración. En ese sentido, garantiza, entre otras cosas, que una 
persona sometida a una investigación, sea esta de orden jurisdiccional o 
administrativa, y donde se encuentren en discusión derechos e intereses 
suyos, tenga la oportunidad de contradecir y argumentar en defensa de 
tales derechos e intereses, para cuyo efecto se le debe comunicar, 
previamente y por escrito, los cargos imputados, acompañando el 
correspondiente sustento probatorio, y otorgarle un plazo prudencial a 
efectos de que –mediante la expresión de los descargos 
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correspondientes– pueda ejercer cabalmente su legítimo derecho de 
defensa. Se conculca, por tanto, dicho derecho cuando los titulares de 
derechos e intereses legítimos se ven imposibilitados de ejercer los 
medios legales suficientes para su defensa. 
 
b) Derecho a la imparcialidad 
 
Epistemológicamente, tenemos que la palabra “imparcial” se 
encuentra definida en el diccionario como: “que juzga o precede con 
imparcialidad; que incluye o denota imparcialidad. Tambi6n como recto, 
justa y equitativo”. Por su parte, el vocablo “imparcialidad” está definido 
como carácter de imparcial: el primer deber de un magistrado es la 
imparcialidad”. 
 
Montero Aroca señala que la imparcialidad implica, necesariamente, 
la ausencia de designio o de prevención en el juez deponer su función 
jurisdiccional al servicio del interés particular de una de las partes. La 
función jurisdiccional consiste en la tutela de los derechos e intereses 
legítimos de las personas por media de la aplicación del Derecho en el 
caso concreto, y la imparcialidad se quiebra cuando el juez tiene el 
designio o la prevención de no cumplir rea/mente con esa funci6n, sino 
que, incumpliendo con ella, puede perseguir en un caso concreto servir a 
una de las partes”.  
 
En sede administrativa, este derecho se encuentra reconocido como 
principio de imparcialidad en el Numeral 1.5 del Artículo IV del Título 
Preliminar de la LPAG, el cual dispone lo siguiente: 
 
“Artículo IV.- Principios del procedimiento administrativo. 
1. El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en 
los siguientes principios, sin perjuicio de la vigencia de otros 
principios generales del Derecho Administrativo: (…)  
1.5. Principio de imparcialidad.- Las autoridades administrativas 
actúan sin ninguna clase de discriminación entre los administrados, 
otorgándoles tratamiento y tutela igualitarios frente al 
procedimiento, resolviendo conforme al ordenamiento jurídico y con 
atención al interés general. (…)”.  
 
La garantía de la autoridad imparcial asegura a las personas que sus 
controversias serán decididas por un ente que no tiene ningún interés o 
relación personal con el asunto en discusión y que mantendrá una 
posición objetiva al momento de resolverlo. En consecuencia, la garantía 
de la imparcialidad implica que las autoridades que conozcan cualquier 
clase de procedimiento no tengan opiniones anticipadas sobre la forma 
en la que resolverían, compromisos con alguna de las partes, entre otros. 
Asimismo, esta garantía obliga a la autoridad a no dejarse influenciar por 
el contenido de las noticias o las reacciones del público sobre sus 
actuaciones. 
 
En ese sentido, la Corte IDH sostiene que la imparcialidad exige que 
la autoridad administrativa se aproxime a los hechos de la causa 




“…la Corte considera que existían prejuicios y estereotipos que 
fueron manifestados en el informe, que demostraban que quienes 
realizaron y aprobaron dicho informe no fueron objetivos respecto a 
este punto. Por el contrario, dejaron plasmada su posición personal 
respecto a la orientación sexual de la señora Atala en un ámbito 
disciplinario en el que no era aceptable ni legítimo un reproche 
jurídico por este hecho. En consecuencia, la Corte establece que la 
visita extraordinaria y la investigación disciplinaria se realizaron sin 
la imparcialidad subjetiva necesaria, por lo que el Estado vulneró el 
artículo 8.1 en relación con el artículo 1.1 de la Convención 
Americana...”. 
 
Como se aprecia, la garantía de la imparcialidad implica que la 
autoridad administrativa que conduce el procedimiento no debe tener un 
interés personal en su resultado ni prejuicios sobre la actitud de las partes. 
Asimismo, esta garantía implica que en la legislación debe contemplarse 
el derecho de recusar a las autoridades administrativas. (Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos, 2018) 
 
c) Derecho a la presunción de inocencia 
 
En sede administrativa sancionatoria, este derecho se denomina 
presunción de licitud y se encuentra previsto en el artículo 230.9 de la 
Ley N° 27444, cuyo texto dispone: 
  
Artículo 230.- Principios de la potestad sancionadora administrativa 
La potestad sancionadora de todas las entidades está regida 
adicionalmente por los siguientes principios especiales: 
9. Presunción de licitud.- Las entidades deben presumir que los 
administrados han actuado apegados a sus deberes mientras no 
cuenten con evidencia en contrario. 
  
En la STC 02192-2004-AA/TC se estimó la demanda de amparo 
porque el Tribunal comprobó, entre otros hechos, que la Municipalidad 
Provincial de Tumbes había vulnerado el derecho a la presunción de 
inocencia de los demandantes. En este sentido, se precisó que al haberse 
dispuesto “que sea el propio investigado administrativamente quien 
demuestre su inocencia, se había quebrantado el principio constitucional 
de presunción de inocencia que también rige el procedimiento 
administrativo sancionador, sustituyéndolo por una regla de culpabilidad 
que resulta contraria a la Constitución”. 
 
La presunción de inocencia se fundamenta en el principio in dubio pro 
homine, en virtud del cual se debe presumir inocente a una persona 
mientras la autoridad no haya demostrado su culpabilidad (LANDA 
ARROYO, 2001, pág. 499). En este sentido, el Literal e) del Numeral 24 
del Artículo 2° de la CPP prescribe que “toda persona es considerada 
inocente mientras no se haya declarado judicialmente su 
responsabilidad.” 
 
Asimismo, el Numeral 1 del Artículo II del Título Preliminar del 
Código Procesal Penal refiere que para declarar la responsabilidad penal 
de una persona se “requiere de una suficiente actividad probatoria de 
cargo, obtenida y actuada con las debidas garantías procesales. En caso 
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de duda sobre la responsabilidad penal debe resolverse a favor del 
imputado”.  
 
En esa línea, el TC sostiene que el derecho a la presunción de 
inocencia obliga al órgano jurisdiccional a realizar una actividad 
probatoria suficiente que permita desvirtuar el estado de inocencia del 
que goza todo imputado, pues este no puede ser condenado solo sobre la 
base de simples presunciones. 
 
Asimismo, este Tribunal señala que el derecho a la presunción de 
inocencia también resulta aplicable en el procedimiento administrativo 
sancionador. En sede administrativa, esta garantía establece la 
prohibición de trasladar la carga de la prueba al imputado, tal como se 
advierte de la siguiente cita:  
 
“…no puede trasladarse toda la carga de la prueba a quien 
precisamente soporta la imputación, pues eso significaría que lo que 
se sanciona no es lo que está probado en el procedimiento, sino lo 
que el imputado, en este caso, no ha podido probar como descargo en 
defensa de su inocencia. Por ello, al disponerse en este caso que sea 
el propio investigado administrativamente quien demuestre su 
inocencia, se ha quebrantado el principio constitucional de 
presunción de inocencia que también rige el procedimiento 
administrativo sancionador, sustituyéndolo por una regla de 
culpabilidad que resulta contraria a la Constitución.”  
 
Cabe señalar que en el ámbito administrativo el derecho bajo análisis 
se denomina “presunción de licitud” y se encuentra previsto en el 
Numeral 9 del Artículo 230° de la LPAG, el cual dispone lo siguiente: 
 
“Artículo 230º.- Principios de la potestad sancionadora 
administrativa La potestad sancionadora de todas las entidades está 
regida adicionalmente por los siguientes principios especiales: (…) 
9. Presunción de licitud.- Las entidades deben presumir que los 
administrados han actuado apegados a sus deberes mientras no 
cuenten con evidencia en contrario. (…)”  
 
Por lo expuesto, el derecho a la presunción de licitud implica que la 
actuación de toda persona debe ser considerada lícita mientras no se haya 
probado lo contrario en el procedimiento administrativo. Asimismo, esta 
garantía establece que la Administración Pública tiene la carga de probar 
lo que ha planteado como premisas del procedimiento (los cargos 
imputados). 
 
La naturaleza sustancialmente procesal de la presunción de inocencia, 
se manifiesta en que la carga de la prueba recae sobre la Administración 
permitiendo la destrucción de la presunción, la cual es siempre posible 
(en cuanto que es iuris tantum) pero como mínimo debe suponer la prueba 
de los hechos constitutivos y de los elementos integrantes del tipo. La 
imputación de responsabilidad no puede realizarse por simples indicios y 






d) Derecho a impugnar las decisiones administrativas 
 
Como sostiene el TC, el derecho de recurrir una decisión de la 
Administración Pública no debe confundirse con la exigencia de una 
doble instancia administrativa. Este último no constituye un derecho 
fundamental del administrado, dado que no es posible imponer a la 
Administración Pública, en todos los casos, el establecimiento de una 
doble instancia. La exigencia de la pluralidad de instancias es un derecho 
titularizable estrictamente en el ámbito de un proceso “judicial”. Más 
aún, si se tiene en cuenta que las controversias surgidas entre el 
administrado y la autoridad administrativa solo pueden ser solucionadas 
de forma definitiva por un tercero, imparcial e independiente, y no por la 
propia Administración Pública. 
 
En este orden de ideas, este Tribunal refiere que el derecho a impugnar 
las decisiones administrativas implica la posibilidad material de poder 
cuestionarlas mediante los mecanismos previstos en el procedimiento 
administrativo. En caso no se hayan previsto medios impugnatorios 
dentro del procedimiento administrativo, o cuando estos se han agotado 
y causado estado, esta garantía permite recurrir a la vía judicial para 
cuestionar la decisión de la Administración Pública, a través del proceso 
contencioso-administrativo o, el proceso de amparo, en caso se vulneren 
derechos fundamentales. Cabe indicar que, en este último supuesto, el 
derecho a impugnar las decisiones de la Administración Pública confluye 
con el derecho de acceso a la jurisdicción.  
 
Asimismo, el supremo intérprete de la Constitución señala que se 
vulneraría la garantía bajo análisis cuando se condiciona el ejercicio del 
derecho a impugnar. Es decir, cuando se requiere el pago de una tasa o 
derecho para recurrir las decisiones administrativas.  
 
Por su parte, la Corte IDH sostiene que se vulneraría este derecho si 
en la práctica no se permite a los administrados emplear los recursos 
impugnativos previstos en la ley. Así, por ejemplo, el derecho a impugnar 
las decisiones administrativas se habría vulnerado si no se contestan los 
recursos interpuestos. 
 
e) Derecho a la cosa decidida 
 
El principio de cosa decidida forma parte del derecho fundamental al 
debido proceso en sede administrativa, por lo que, frente a su transgresión 
o amenaza, necesariamente se impone el otorgamiento de la tutela 
constitucional correspondiente. Por lo tanto, el acto administrativo ha 
adquirido firmeza, por cuanto ya no puede ser cuestionada en el 
procedimiento contencioso administrativo u otro análogo, advirtiéndose 
que hacerlo implicaría una transgresión al Principio de Seguridad 
Jurídica, principio que se erige como una garantía para los administrados 
y/o justiciables, el cual abarca entre otros aspectos la certeza que estos 
tengan que su situación jurídica no sea modificada por procedimientos o 
conductos legales establecidos, criterio que ha sido adoptado por esta 
Sala de la Corte Suprema en la Casación Nº 03072-2010-Lima de fecha 
14 de mayo de 2013. 
 
Las decisiones que agotan la vía administrativa reciben el nomen iuris 
de cosa decidida y se presume su firmeza y plenos efectos, salvo que sean 
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declaradas nulas de oficio por la Autoridad Administrativa, o se cuestione 
su legalidad ante el Poder Judicial, vía Proceso de Lesividad o vía 
Proceso Contencioso Administrativo. La cosa decidida en sede 
administrativa, que cuenta con las garantías de inimpugnabilidad e 
inmodificabilidad (base del principio de seguridad jurídica) debe 
entenderse de forma que sea compatible con el principio de que “el error 
no genera derechos”. 
 
Por su parte el TC en el Exp. N° 0413-2000-AA/TC. FJ. 3. Caso: 
Ingrid del Rosario Peña Alvarado), que el principio de cosa decidida 
forma parte del derecho fundamental al debido proceso en sede 
administrativa, por lo que, frente a su transgresión o amenaza, 
necesariamente se impone el otorgamiento de la tutela constitucional 
correspondiente. 
 
2.1.4.4. Importancia de la protección del debido proceso 
 
El debido proceso constituye un principio-derecho que garantiza que 
todas las personas puedan pretender la defensa de sus derechos, la solución de sus 
controversias y la aclaración de alguna incertidumbre jurídica a través de un 
proceso dotado de garantías mínimas (formales y sustantivas). En tal sentido, el 
debido proceso se define como la regulación jurídica que, de manera previa, limita 
los poderes del Estado y establece las garantías de protección a los derechos de las 
personas, de modo que ninguna actuación de la autoridad jurisdiccional dependa 
de su propio arbitrio, sino que se encuentre sujeta al procedimiento señalado en la 
ley. 
 
Del mismo modo, tal como se ha venido mencionando el debido proceso 
constituye un principio-derecho que debe ser aplicado en sede jurisdiccional. No 
obstante, la jurisprudencia y la doctrina han reconocido que este derecho también 
debe ser observado en la tramitación de los procedimientos administrativos, con la 
finalidad de que las personas involucradas en el mismo puedan defenderse 
adecuadamente ante cualquier tipo de acto emanado del Estado que pueda afectar 
sus derechos, tales como las sanciones administrativas. 
 
En esa línea, el TC peruano refiere que el fundamento principal por el 
cual el debido proceso resulta aplicable a los procedimientos administrativos reside 
en el hecho de que la Administración Pública se encuentra vinculada a la CPP y, 
por ende, a las garantías procesales que este reconoce a las personas, tal como se 
aprecia de la siguiente cita:  
 
“El fundamento principal por el que se habla de un debido proceso 
administrativo encuentra sustento en el hecho de que tanto la 
administración como la jurisdicción están indiscutiblemente vinculadas 
a la Carta Magna, de modo que, si ésta resuelve sobre asuntos de interés 
del administrado, y lo hace mediante procedimientos internos, no existe 
razón alguna para desconocer las categorías invocables ante el órgano 
jurisdiccional 
 
De lo dicho podemos apreciar que, la importancia del debido proceso en 
sede administrativa radica en la posibilidad de evitar el atropello de los derechos 
fundamentales de la persona humana, permitiendo ejercer las garantías de 
constitucionales necesarias para tener una decisión motivada e imparcial, 
permitiendo en todo momento a través de sus manifestaciones ejercer la adecuada 
defensa de sus derechos. 
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Al respecto, el artículo 4 de la Ley N° 28175, utilizando el termino 
genérico de Empleado Público define al Funcionarios públicos, como aquellos que 
desarrollan funciones de preeminencia política, reconocida por norma expresa, que 
representan al Estado o a un sector de la población, desarrollan políticas del Estado 
y/o dirigen organismos o entidades públicas. Pueden ser de elección popular directa 
y universal o confianza política originaria, de nombramiento y remoción regulados 
y de libre nombramiento y remoción. 
 
El contenido del concepto de funcionario público ha tenido un trato 
diferente según el área del Derecho que lo regula. Por ejemplo, en Derecho 
Administrativo se utiliza un concepto formal y restringido de este término, según 
lo dispuesto por el artículo 40° de la Constitución y del artículo 2° de la Ley de 
Bases de la Carrera Administrativa. Estas normas establecen una definición 
negativa de funcionario público (es decir, por exclusión). Esta definición ha sido 
elaborada para cumplir los objetivos de la regulación administrativa (ABANTO 
VASQUEZ, 2001, pág. 29). Así: 
 
 El artículo 40° de la Constitución excluye a quienes desempeñan 
cargos políticos o de confianza y a los trabajadores de las empresas 
del Estado o de sociedades de economía mixta.  
 
 El artículo 2° de la Ley de Bases de la Carrera Administrativa (Decreto 
Legislativo Nº 276) excluye a los servidores públicos contratados, a 
los funcionarios que desempeñan cargos políticos o de confianza, a los 
miembros de las Fuerzas Armadas y Fuerzas Policiales, y a los 
trabajadores de empresas del Estado o de economía mixta. 
 
Sobre la base de lo señalado, resulta necesario utilizar un concepto que 
sea funcional a la protección del correcto y normal funcionamiento de los servicios 
de la administración pública en favor de los ciudadanos. Desde esta perspectiva, la 
doctrina (ABANTO VASQUEZ, 2001, págs. 19-39) ha reconocido como los 
elementos del concepto de funcionario público los siguientes: 
 
 La persona deberá estar incorporada a la actividad pública (título 
habilitante). 
 La persona debe ejercer la función pública.  
 
Por su parte la LSC en su artículo 3° define al Funcionario Público como 
el representante político o cargo público representativo, que ejerce funciones de 
gobierno en la organización del Estado. Dirige o interviene en la conducción de 
la entidad, así como aprueba políticas y normas.   
 
2.1.5.2. Formas de ingreso a la función pública 
 
 Selección: elegir a una persona entre otras por parte de una autoridad 
competente. Ejemplo: El juez que era elegido por concurso público 
dirigido por la CNM. 
 
 Designación: destinar a un sujeto para la función pública por parte de 
una autoridad competente. Ejemplo: El Presidente de la República 
designa a un asesor para que sea el encargado del SIN.  
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 Elección: nombramiento que regularmente se hace a través de un 





a) Funcionario público de elección popular, directa y universal o 
confianza política originaria: Es aquel elegido mediante elección 
popular y universal, conducida por el organismo del Estado 
autorizado para tal fin. El ingreso, permanencia y término de su 
función están regulados por la Constitución y las leyes de la materia, 
dentro de esta clasificación tenemos: Presidente y Vice Presidentes 
de la República, Congresistas de la República., Presidentes, 
Vicepresidentes y Consejeros Regionales, Alcaldes y Regidores, etc. 
 
b) Funcionario público de nombramiento y remoción regulados: Es 
aquél cuyo nombramiento, instancia que lo nombra, período de 
vigencia y causales de remoción, están regulados en norma expresa. 
En estos casos, el nombramiento y la remoción se sujetan a las reglas 
contempladas para cada caso. Son funcionarios públicos de 
nombramiento y remoción regulados: Miembros de los órganos 
constitucionales, Titulares de las entidades públicas con personalidad 
jurídica, Presidente y Vocales Supremos, Rectores, Vicerrectores y 
Decanos de las Facultades de la Universidades Públicas, Jefe y 
miembros del Consejo Directivo de los organismos reguladores, 
Vocales integrantes de los Tribunales Administrativos de las 
entidades públicas y Aquellos establecidos por ley especial.  
 
c) Funcionario público de libre nombramiento y remoción: Es aquel 
cuya incorporación a la función pública se realiza por libre decisión 
del funcionario público de confianza política originaria o por 
funcionario público de nombramiento y remoción regulados. 
 
El libre nombramiento consiste en la apreciación por el órgano 
competente de la idoneidad de los candidatos en relación con los 
requisitos exigidos para el desempeño del puesto. Podrán cubrirse a 
través de esta modalidad los cargos de primer y segundo nivel 
jerárquico en las entidades del Poder Ejecutivo y los de primer nivel 
jerárquico en los organismos públicos descentralizados y en las 
empresas del Estado.  
 
Son funcionarios públicos de libre nombramiento y remoción: 
Ministros y Viceministros de Estado, Generales de entidades del 
Poder Ejecutivo, Presidentes del Directorio y Secretarios o 
Directores Ejecutivos o de rango similar de los organismos públicos 
descentralizados, Presidentes y miembros del Directorio y Gerencia 
General de las empresas del Estado en las cuales el Estado tiene 
participación mayoritaria, así como de las empresas municipales, 
Gerentes Generales de los Gobiernos Regionales y Locales, 
Prefectos y Sub Prefectos y Aquellos establecidos por norma 
especial. 
 
Otras clasificaciones que podemos advertir son: 
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 Según la finalidad de su labor: funcionarios de Procuración y de 
Administración: siendo los primeros los que poseen facultades de 
“imperium” o mando sobre los demás. 
 
 Según su modalidad de contratación: funcionarios de carrera y de 
contratación, donde los primeros tiene una vinculación estatutaria con 
la Administración pública y gozan de los derechos y privilegios 
legales (titulación, permanencia, retribución a cargo del presupuesto 
estatal, ascensos, previsión social ), mientras que los segundos 
(generalmente eventuales o suplentes), en constante incremento, son 
contratados por tiempo determinado, no gozan (por lo general) de 
vacaciones, previsión social, etc. 
 
 Según su ámbito territorial: funcionarios nacionales o locales, de 
gobierno central, regional, comunal. 
 
 Según el régimen jurídico administrativo de carrera al que 
pertenecen: pueden ser funcionarios de régimen general, y de 
regímenes especiales (por ejemplo, el personal militar y policial, los 
Magistrados judiciales y fiscales, los funcionarios de los organismos 
autónomos, los funcionarios municipales, entre otros). 
 
2.1.5.4. Derechos y obligaciones de los funcionarios públicos 
 
A fin de mejorar las condiciones de las personas que prestan servicios al 
Estado, y generar mayores incentivos que promuevan la incorporación de más 
profesionales al Servicio Civil, la LSC reconoce los siguientes derechos 
individuales: 
 
a) Percibir una compensación de acuerdo a lo establecido en la Ley y sus 
normas reglamentarias.  
b) Gozar de descanso vacacional efectivo y continuo de treinta (30) días 
por cada año completo de servicios, incluyendo los días de libre 
disponibilidad, regulados en el reglamento.  
c) Jornada de ocho (8) horas diarias o cuarenta y ocho (48) horas 
semanales, como máximo. 
d) Descanso semanal obligatorio de veinticuatro (24) horas 
consecutivas, como mínimo. 
e) Un tiempo de refrigerio, que no forma parte de la jornada de trabajo. 
f) Impugnar ante las instancias correspondientes las decisiones que 
afecten sus derechos. 
g) Permisos y licencias de acuerdo a lo establecido en las normas 
reglamentarias. 
h) Seguridad social en salud y pensiones, de acuerdo a la legislación 
sobre la materia. 
i) Gozar de los derechos a que hace referencia la Ley N° 29783, Ley de 
Seguridad y Salud en el Trabajo. 
j) Seguro de vida y de salud en los casos y con las condiciones y límites 
establecidos por las normas reglamentarias. 
k) Ejercer la docencia o participar en órganos colegiados percibiendo 
dietas, sin afectar el cumplimiento de sus funciones o las obligaciones 
derivadas del puesto. 
l) Contar con la defensa y asesoría legal, asesoría contable, económica 
o afín, con cargo a los recursos de la entidad para su defensa en 
procesos judiciales, administrativos, constitucionales, arbitrales, 
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investigaciones congresales y policiales, ya sea por omisiones, actos 
o decisiones adoptadas o ejecutadas en el ejercicio de sus funciones, 
inclusive como consecuencia de encargos, aun cuando al momento de 
iniciarse el proceso hubiese concluido la vinculación con la entidad. 
Si al finalizar el proceso se demostrara responsabilidad, el 
beneficiario debe reembolsar el costo del asesoramiento y de la 
defensa especializada. 
m) No son de aplicación al servidor civil las normas que establezcan 
derechos en favor de personal sujeto a otro régimen o carrera. 
n) Otros establecidos por ley. 
 
En lo que respecta a la compensación, ésta es definida como el conjunto 
de ingresos y beneficios que la entidad destina al servidor civil para retribuir la 
prestación de sus servicios a la entidad de acuerdo al puesto que ocupa; y se 
estructura de la siguiente manera: 
 
a) La compensación económica del puesto es la contraprestación en 
dinero, correspondiente a las actividades realizadas en un determinado 
puesto.  
b) La compensación no económica está constituida por los beneficios 
otorgados para motivar y elevar la competitividad de los servidores 
civiles. Estos beneficios no son de libre disposición del servidor. 
 
Se ha previsto también la posibilidad de que los servidores puedan 
disponer libremente de hasta siete (7) días hábiles, de los 30 días calendario 
correspondientes a su descanso vacacional. Estos se podrán utilizar en periodos no 
menores de media jornada ordinaria de servicio, para la realización de actividades 
personales, sin necesidad de justificar su utilización. 
 
Igualmente, se contempla la posibilidad de que las entidades empleen la 
modalidad de teletrabajo prevista en la Ley Nº 30036 - Ley que regula el teletrabajo 
y sus normas reglamentarias, en función de sus necesidades.  
 
En materia de derechos colectivos, la LSC reconoce a los servidores 
civiles el derecho a organizarse con fines de defensa de sus intereses, y a solicitar 
la mejora de sus compensaciones no económicas, lo que incluye el cambio de 
condiciones de trabajo o condiciones de empleo. También tienen derecho a ejercer 
la huelga, aunque, una vez que se hayan agotado los mecanismos de negociación o 
mediación. 
 
Obligaciones, prohibiciones e incompatibilidades de los servidores 
civiles 
Los artículos 39º y 156º de la LSC y el Reglamento General, 
respectivamente, contienen un catálogo de obligaciones a las que se encuentran 
sujetos los servidores civiles en el desempeño de la función pública. Todas están 
orientadas a garantizar que la labor de los servidores se ajuste a los intereses 
generales, por ello se les exige, entre otras cosas: cumplir diligentemente sus 
deberes, salvaguardar los intereses del Estado, actuar con transparencia y 
responsabilidad, orientar el desarrollo de sus funciones al cumplimiento de los 
objetivos de la institución y a la mejor prestación de servicios. 
 
Así también, se prohíbe que los servidores perciban del Estado más de 
una compensación económica, remuneración, retribución, emolumento o cualquier 
tipo de ingreso, con las excepciones previstas en el artículo 38º de la LSC. 
Igualmente, se les prohíbe ejercer facultades y representaciones diferentes a las que 
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corresponden a su puesto cuando no le han sido delegadas o encargadas; obtener o 
procurar beneficios o ventajas indebidas, para sí o para otros, mediante el uso de 
su puesto, autoridad, influencia o apariencia de influencia; ejecutar actividades o 
utilizar tiempo de la jornada, o recursos de la entidad, para fines ajenos a los 
institucionales; entre otros. 
 
2.1.5.5. Clasificación de los Servidores Civiles 
 
La LSC y su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo Nº 040-2014-
PCM (Reglamento General), clasifican a los servidores civiles de la siguiente 
manera: 
 
 Funcionario público: Es un representante político o cargo público 
representativo, que ejerce funciones de gobierno en la organización 
del Estado. Dirige o interviene en la conducción de la entidad, así 
como aprueba políticas y normas. 
 
 Directivo público: Es el servidor civil que desarrolla funciones 
relativas a la organización, dirección o toma de decisiones de un 
órgano, unidad orgánica, programa o proyecto especial. 
 
 Servidor civil de carrera: Es el servidor civil que realiza funciones 
directamente vinculadas al cumplimiento de las funciones sustantivas 
y de administración interna de una entidad. 
 
 Servidor de actividades complementarias: Es el servidor civil que 
realiza funciones indirectamente vinculadas al cumplimiento de las 
funciones sustantivas y de administración interna de una entidad. 
 
En cualquiera de estas clasificaciones cabe la posibilidad de que existan 
servidores de confianza, quienes forman parte del entorno directo e inmediato de 
los funcionarios públicos o directivos públicos y cuya permanencia en el Servicio 
Civil está determinada y supeditada a la confianza por parte de la persona que los 
designó.  
 
Ahora bien, a diferencia de lo que establecía el Decreto Legislativo Nº 
276 – Ley de Bases de la Carrera Administrativa y de Remuneraciones del Sector 
Público, esto es, agrupar a los servidores según su grado de instrucción: 
profesional, técnico y auxiliar; la LSC agrupa a los servidores en “familias de 
puestos”, entendidas como el conjunto de puestos con funciones, características y 
propósitos similares. 
 
El acceso al Servicio Civil 
La incorporación al Servicio Civil se realiza a través de un proceso de 
selección, en cualquiera de las siguientes modalidades: concurso público de 
méritos, contratación directa y cumplimiento de requisitos de leyes especiales 
(artículo 161º del Reglamento General). El artículo 8° de la LSC precisa que el 
proceso de selección es el mecanismo de incorporación al grupo de directivos 
públicos, servidores civiles de carrera y servidores de actividades 
complementarias. Tiene por finalidad seleccionar a las personas más idóneas para 
el puesto sobre la base del mérito, competencia y transparencia, garantizando la 
igualdad en el acceso a la función pública. 
 
 75 
En el caso de los servidores de confianza, el proceso de selección se 
limita al cumplimiento del perfil establecido para el puesto y no requieren aprobar 
un concurso público de méritos. 
 
La modalidad de concurso público de méritos puede ser a su vez de dos 
tipos: transversal o abierto. El primero es para acceder a un puesto de carrera 
distinto en la propia entidad o en una entidad diferente, y es exclusivamente para 
los servidores civiles de carrera. El segundo es para acceder a un puesto propio del 
grupo de directivos públicos, servidores civiles de carrera o servidores de 
actividades complementarias, y puede postular cualquier persona. La modalidad de 
contratación directa es aquella donde no se requiere un concurso público de mérito 
para la contratación, está reservada para los supuestos previstos en el artículo 178° 
del Reglamento General. Por último, la modalidad de cumplimiento de requisitos 
de leyes especiales se aplica para los casos previstos en la clasificación de 
funcionarios establecidos en el literal b) del artículo 52° de la LSC, en los casos 
que su incorporación se encuentre regulada por norma especial con rango de ley. 
 
Para participar en un proceso de incorporación al Servicio Civil se 
requiere: 1) Estar en pleno ejercicio de sus derechos civiles, 2) Cumplir con los 
requisitos mínimos exigidos para el puesto, 3) No tener condena por delito doloso, 
4) No estar inhabilitado administrativa o judicialmente para el ejercicio de la 
profesión, para contratar con el Estado o para desempeñar función pública, 5) Tener 
la nacionalidad peruana, en los casos en que la naturaleza del puesto lo exija, 
conforme a la Constitución Política del Perú y a las leyes específicas, 6) Los demás 




2.5.1. Hipótesis General 
 
EL RÉGIMEN DISCIPLINARIO EN LA LEY DEL SERVICIO CIVIL, 
VULNERA EL DEBIDO PROCESO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS EN TANTO 
CON LA PARTICIPACIÓN DE SECRETARIA TÉCNICA EN TODAS LAS ETAPAS 
NO GARANTIZA LA IMPARCIALIDAD Y OBJETIVIDAD DEL PROCEDIMIENTO. 
 
2.5.2. Hipótesis Especifica 
 
EL MARCO NORMATIVO DEL RÉGIMEN DISCIPLINARIO, ASÍ COMO 
LOS ALCANCES Y PARÁMETROS DEL DERECHO AL DEBIDO PROCESO 





CAPÍTULO III: MARCO METODOLÓGICO 
 
3.1. ENFOQUE Y DISEÑO 
 
3.1.1. Enfoque  
 
La presente tesis es de carácter cualitativo, porque permitirá plantear los criterios 
o elementos necesarios a tomar en cuenta para contar con un procedimiento administrativo 
disciplinario respetuoso del debido proceso y de la imparcialidad de los involucrados en la 
decisión final de sancionar o no a los involucrados, entrelazando la norma ordinaria con el 
marco constitucional vigente, pudiendo ser empleados por los distintos operadores del 
derecho. 
 
3.1.2. Diseño  
 
El diseño de investigación es cualitativo y documental, porque los datos que 
servirán para poder responder al problema de investigación, en principio lo vamos a obtener 
de una fuente de información como es la Ley 30057, artículos académicos relacionados al 
tema de investigación y resoluciones emitidas en los procedimientos. 
 
3.2. MÉTODOS Y PROCEDIMIENTOS  
 
Método Explicativo - Descriptivo: Se recurre a la legislación, doctrina y 
jurisprudencia para comprender el Régimen Disciplinario en la Ley del Servicio Civil, el 
debido proceso y sus manifestaciones, relacionando ambos conceptos y llegando a 
establecer si el primero de ellos vulnera el debido proceso de los servidores públicos 
involucrados en posibles faltas administrativas al existir una participación activa de la 
secretaria técnica en todas las etapas del procedimiento incluido la precalificación de los 
hechos, pues cuando la Secretaria Técnica precalifica los hechos y recomienda la sanción 
aplicable al servidor o funcionario público involucrado continúa apoyando a los demás 
órganos del procedimiento, convirtiéndose en un asesor de los mismos, lo que resta 
imparcialidad en la toma de decisiones y por ende atenta al debido proceso, en tanto, está 
ya tiene fijado un criterio sobre los hechos.  
 
3.3. FUENTES, TÉCNICAS, E INSTRUMENTOS PARA RECOLECCIÓN DE 
INFORMACIÓN 
 
❖ Fuentes Directas: Ley del Servicio Civil, Doctrina, Artículos Jurídicos, publicados 
en Gaceta Jurídica, Actualidad Jurídica, Libros especializados, internet, notas 
periodísticas, entrevistas, entre otros. 
 
❖ Técnicas: La técnica a emplearse será aquella que privilegie los documentos, a fin de 
analizar minuciosamente la información doctrinaria y legislativa sobre el tema objeto 
de investigación, las técnicas a emplearse son las siguientes: 
 
1. Fichaje: a través del fichaje bibliográfico se compilará todo lo que se ha escrito 
directa o indirectamente sobre el etiquetado de productos, sus críticas y defensas, 
llegando a tener una postura respecto a la investigación. 
 
2. Recolección y Análisis de datos: por medio de esta técnica se analizará 




 La información que se recopilará se procesará de acuerdo a los logros obtenidos 
mediante las técnicas, fuentes e instrumentos empleados para la recolección de la 
información. Asimismo, los datos obtenidos se analizarán detalladamente con la 
finalidad de dar validez a la hipótesis planteada. 
❖ Procesamiento de información: La información se procesará de acuerdo a los logros 
obtenidos mediante las técnicas, fuentes e instrumentos empleados para la recolección 
de la información. 
  







CAPÍTULO IV: PROBANZA DE HIPÓTESIS 
 
La presente investigación se justificó por cuanto trató de determinar si, el régimen 
disciplinario en la Ley de Servicio Civil vulnera el derecho del debido proceso de los servidores 
públicos involucrados en posibles faltas administrativas al existir una participación activa de la 
secretaria técnica en todas las etapas del procedimiento incluido la precalificación de los hechos, 
pues cuando la Secretaria Técnica precalifica los hechos y recomienda la sanción aplicable al 
servidor o funcionario público involucrado continúa apoyando a los demás órganos del 
procedimiento, convirtiéndose en un asesor de los mismos, lo que resta imparcialidad en la toma 
de decisiones y por ende atenta al debido proceso, en tanto, está ya tiene fijado un criterio sobre 
los hechos.  
 
Después de haber desarrollado los capítulos precedentes, en el presente capítulo se 
analizará y se demostrará la hipótesis de la investigación. 
 
4.1. PROBANZA JURÍDICO SOCIAL – DOCTRINAL 
 
En la presente investigación planteamos como hipótesis que EL RÉGIMEN 
DISCIPLINARIO EN LA LEY DEL SERVICIO CIVIL, VULNERA EL DEBIDO PROCESO 
DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS EN TANTO CON LA PARTICIPACIÓN DE 
SECRETARIA TÉCNICA EN TODAS LAS ETAPAS NO GARANTIZA LA 
IMPARCIALIDAD Y OBJETIVIDAD DEL PROCEDIMIENTO.  
 
Con la promulgación del Reglamento de la Ley del Servicio Civil se inició en el país una 
importante reforma, no solo en la gestión y funcionamiento del Estado, sino también en lo que 
atañe a la facultad disciplinaria y sancionadora del mismo, pues deroga los regímenes 
disciplinarios que contemplaba el Decreto Legislativo 276, y las demás normas. En efecto, las 
disposiciones sobre régimen disciplinario y procedimiento sancionador de la Ley del Servicio 
Civil, se encuentran vigentes desde el 14 de setiembre de 2014, como se ha señalado en este 
sistema se ha estructurado el régimen disciplinario en fases o etapas como la etapa preliminar o 
de investigación a cargo de la Secretaria Técnica de Procedimientos Administrativos 
Disciplinaros, la etapa instructiva a cargo del jefe inmediato superior del servidor y la etapa 
sancionadora a cargo del jefe de recurso humanos de la institución o quien haga sus veces. 
 
De esa división de etapas se evidenciaría que lo que se pretende es precisamente garantizar 
que las personas que conocen los procesos administrativos disciplinarios tengan un grado de 
imparcialidad y adopten sus decisiones con la mayor coherencia y objetividad, basándose la 
imposición de sanciones en los más altos estándares de proporcionalidad y razonabilidad que 
señala la Ley del Procedimiento Administrativo General. Sin embargo, contrario a ello la 
regulación normativa del actual procedimiento administrativo disciplinario pretende lejos de 
buscar la imparcialidad de los órganos instructores o sancionadores, todo lo contrario, genera 
visos de parcialización o parcialidad que vulneran el debido proceso, ya que, según el artículo 92° 
de la Ley 30057, Ley del Servicio Civil el Secretario Técnico es el encargado de precalificar las 
presuntas faltas, documentar la actividad probatoria, proponer la fundamentación y administrar 
los archivos emanados del ejercicio de la potestad sancionadora. 
 
Por su parte el artículo 94° del Reglamento de dicha norma dispone que las autoridades 
de los órganos instructores del procedimiento disciplinario cuentan con el apoyo de una 
Secretaría Técnica que puede estar compuesta por uno o más servidores, en otras palabras 
luego de precalificar la falta y por tanto establecer un criterio respecto al caso particular y 
recomendar la apertura del procedimiento administrativo disciplinario y sanción que corresponda, 
el secretario técnico pasa a apoyar al órgano instructor lo que evidencia una falta de imparcialidad 
en tanto el primero, ya estableció un criterio respecto a los hechos con contenido disciplinario, 
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siendo que lo ideal sería que no tenga participación alguna en la posterior tramitación del 
procedimiento. 
 
Esta situación vulnera el debido proceso, pues por definición, se entiende a este, como el 
conjunto de garantías indispensables para que un proceso en el cual se va a tomar una decisión 
pueda ser considerado justo, siendo que dentro de este derecho encontramos algunas de sus 
manifestaciones como la imparcialidad. De ello Montero Aroca señala que implica, 
necesariamente, la ausencia de designio o de prevención en el juez deponer su función 
jurisdiccional al servicio del interés particular de una de las partes. La función jurisdiccional 
consiste en la tutela de los derechos e intereses legítimos de las personas por media de la 
aplicación del Derecho en el caso concreto, y la imparcialidad se quiebra cuando el juez tiene el 
designio o la prevención de no cumplir rea/mente con esa funci6n, sino que, incumpliendo con 
ella, puede perseguir en un caso concreto servir a una de las partes”.  
 
En sede administrativa, este derecho se encuentra reconocido como principio de 
imparcialidad en el Numeral 1.5 del Artículo IV del Título Preliminar de la LPAG, el cual que 
“Las autoridades administrativas actúan sin ninguna clase de discriminación entre los 
administrados, otorgándoles tratamiento y tutela igualitarios frente al procedimiento, 
resolviendo conforme al ordenamiento jurídico y con atención al interés general. (…)”.  
 
La garantía de la autoridad imparcial asegura a las personas que sus controversias serán 
decididas por un ente que no tiene ningún interés o relación personal con el asunto en discusión 
y que mantendrá una posición objetiva al momento de resolverlo. En consecuencia, la garantía de 
la imparcialidad implica que las autoridades que conozcan cualquier clase de procedimiento no 
tengan opiniones anticipadas sobre la forma en la que resolverían, compromisos con alguna de 
las partes, entre otros. Asimismo, esta garantía obliga a la autoridad a no dejarse influenciar por 
el contenido de las noticias o las reacciones del público sobre sus actuaciones, lo que no se 
presenta en el modo de regular la intervención de secretaria técnica en el procedimiento 
administrativo disciplinario. 
 
En esa línea argumentativa, al haber diseñado la Ley Servir, la presencia de la secretaria 
técnica en todas las etapas como un ente asesor de los órganos del procedimiento, implica per se, 
que se vulnere la imparcialidad y objetividad en el estudio de los hechos, pues cabe recordar 
también que la secretaria técnica al estar conformada de preferencia por un abogado marca 
también la pauta legal para sustentar una probable sanción o absolución de los cargos, máxime si 
al momento de calificar los hechos y evaluar los deslindes de responsabilidad de los involucrados, 
efectúa una valoración de lo acontecido y consecuentemente propone, bajo su análisis, el inicio 
del procedimiento administrativo disciplinario, es decir existe de por medio un prejuzgamiento 
que traslada a los demás órganos.  
 
Asimismo, se debe recordar que las Unidades o Departamentos de Asesoría Legal de las 
instituciones públicas no pueden emitir opiniones en los procedimientos administrativos 
disciplinarios, pues así lo ha dejado estipulado el Informe Técnico N° 1815-2018-
SERVIR/GPGSC de fecha 19 de diciembre de 2018, en donde ha establecido en su fundamento 
2.6 y 2.7 que: 
 
“2.6 A mayor abundamiento, respecto a las funciones de la Secretaria Técnica del PAD, 
recomendamos revisar el Informe Técnico N° 487-2017-SERVIR/GPGSC, cuyo contenido 
ratificamos y recomendamos revisar para mayor detalle, en el cual se concluyó lo 
siguiente:  
 
“La secretaría técnica es el órgano de apoyo a las autoridades del PAD, siendo que esta 
función de asistencia o apoyo comprende, entre otras, la notificación de los actos 
administrativos que emanen del PAD; la revisión, evaluación y análisis de los documentos, 
descargos y/o medios de prueba ofrecidos por el o los imputados en un PAD, a afectos de 
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que con pleno conocimiento del contenido de los expedientes administrativos disciplinarios 
pueda proponer la fundamentación de los informes de los órganos instructores y 
sancionadores, debiendo dirigir y/o realizar las acciones necesarias que le permitan 
cumplir dichas funciones, sin que estas acciones impliquen observar los actos emitidos por 
las autoridades del PAD y más aún negarse a notificar tales actos ya que, se estaría 
obstaculizando el desarrollo del procedimiento administrativo disciplinario.” 
 
2.7 Bajo ese marco, en caso las autoridades del PAD en la entidad requieran apoyo legal 
(ya sea para la elaboración de la fundamentación legal de sus informe o resoluciones), 
estas cuentan con un Secretario Técnico, el mismo que es el único encargado de 
brindarles la orientación jurídica referida al PAD. 
 
El informe en mención ha indicado dentro de sus conclusiones, las cuales posteriormente 
son recogidas en el Informe Técnico N° 004-2019-SERVIR/GPGSC, de fecha 03 de enero de 
2019, que  
 
“3.1. En caso las autoridades del PAD en la entidad requieran apoyo legal (ya sea para 
la elaboración de la fundamentación legal de sus informe o resoluciones), estas cuentan 
con un Secretario Técnico, el mismo que es el único encargado de brindarles la 
orientación jurídica referida al PAD.  
3.2. No corresponde a la Oficina de Asesoría Jurídica de una entidad intervenir en el 
desarrollo de un PAD, incluso emitiendo opinión legal sobre algún aspecto del mismo, 
toda vez que la normativa vigente ya ha reservado dicha tarea a la Secretaría Técnica del 
PAD. la contravención a lo señalado en este numeral podrá generar un vicio en el 
procedimiento que, posteriormente, acarree su nulidad”. 
 
Como se puede apreciar el Secretario Técnico, ostenta dentro del procedimientos 
prerrogativas ilimitadas que pueden generar arbitrariedades y afectaciones a los derechos de los 
administrados, pues como ya se advirtió, al momento de precalificar los hechos, claramente 
genera una postura técnica sobre el desarrollo el procedimiento y por ende un prejuzgamiento que 
no garantiza imparcialidad y objetividad a la hora de analizar los hechos y los medios de prueba 
que se podrían presentar, pues recordemos que el Secretario Técnico no solo recomienda el inicio 
del PAD sino también la sanción a imponer. 
  
Refuerza nuestra posición la Directiva Nº 02-2015-SERVIR/GPGSC RÉGIMEN 
DISCIPLINARIO Y PROCEDIMIENTO SANCIONADOR DE LA LEY N° 30057, LEY DEL 
SERVICIO CIVIL, en dicha norma se han establecido una serie de anexos (entiéndase modelos 
a seguir) que deben ser utilizados en el Procedimiento Administrativo Disciplinario, y en donde 
se establece además la estructura de los distintos actos que puedan emitirá las unidades 
involucradas en el mismo, así tenemos que por ejemplo el Anexo C2 (Informe de Precalificación 
– Recomienda Inicio de Procedimiento) en el fondo contiene la misma estructura del acto 
(Resolución) de inicio del PAD, lo que lleva a sostener que dicha resolución constituye una copia 
del informe de precalificación que emite el Secretario Técnico. 
 
En merito a lo antes indicado consideramos que resulta necesario replantear el modelo del 
procedimiento administrativo disciplinario con la finalidad de evitar una vulneración al debido 
proceso y los derechos que lo componen, para ello se debería limitar la participación del 
Secretario Técnico a un ente netamente investigador tanto de los elementos de cargo como de 
descargo en las denuncias que sean de su conocimiento o en las investigaciones que de oficio 
tenga a cargo, y los órganos instructivo y sancionador deberían tener independencia de criterio 
para poder ponderar y evaluar razonablemente las imputaciones que se hacen y los descargos y 







PRIMERA: Se formuló como OBJETIVO GENERAL: Determinar si, el régimen disciplinario 
en la Ley de Servicio Civil vulnera el derecho del debido proceso de los servidores públicos. 
 
- El objetivo fue logrado, llegando a constatar que, el régimen disciplinario en la Ley del 
Servicio Civil, vulnera el debido proceso de los servidores públicos en tanto con la 
participación de secretaria técnica en todas las etapas no garantiza la imparcialidad y 
objetividad del procedimiento, ya que, según el artículo 92° de la Ley 30057, Ley del 
Servicio Civil el Secretario Técnico es el encargado de precalificar las presuntas faltas, 
documentar la actividad probatoria, proponer la fundamentación y administrar los 
archivos emanados del ejercicio de la potestad sancionadora. Además de que, el artículo 
94° del Reglamento de dicha norma dispone que las autoridades de los órganos 
instructores del procedimiento disciplinario cuentan con el apoyo de una Secretaría 
Técnica que puede estar compuesta por uno o más servidores, en otras palabras luego 
de precalificar la falta y por tanto establecer un criterio respecto al caso particular y 
recomendar la apertura del procedimiento administrativo disciplinario y sanción que 
corresponda, el secretario técnico pasa a apoyar al órgano instructor lo que evidencia una 
falta de imparcialidad en tanto el primero, ya estableció un criterio respecto a los hechos 
con contenido disciplinario, siendo que lo ideal sería que no tenga participación alguna en 
la posterior tramitación del procedimiento. 
 
SEGUNDA: Se formuló como objetivo específico: Estudiar el marco normativo del régimen 
Disciplinario, así como los alcances y parámetros de derecho al debido proceso. 
 
- El objetivo fue logrado, ya que, se ha estudiado la Ley Servir y sus distintos reglamentos 
y directivas, con la finalidad de establecer sus alcances y parámetros, pudiéndose 
establecer que al haber diseñado la Ley Servir, la presencia de la secretaria técnica en todas 
las etapas como un ente asesor de los órganos del procedimiento, implica per se, que se 
vulnere la imparcialidad y objetividad en el estudio de los hechos, pues cabe recordar 
también que la secretaria técnica al estar conformada de preferencia por un abogado marca 
también la pauta legal para sustentar una probable sanción o absolución de los cargos, 
máxime si al momento de calificar los hechos y evaluar los deslindes de responsabilidad 
de los involucrados, efectúa una valoración de lo acontecido y consecuentemente propone, 
bajo su análisis, el inicio del procedimiento administrativo disciplinario, es decir existe de 
por medio un prejuzgamiento que traslada a los demás órganos.  
 
- Asimismo, conforme a lo documentado no existe posibilidad que los órganos o 
departamentos de asesoría legal de las distintas instituciones pueda brindar opinión 
respecto a los Procedimientos Administrativos Disciplinarios, conforme al criterio 
esbozado en más de un informe legal emitido por la Autoridad del Servicio Civil, lo que 






PRIMERA: Resulta necesario replantear el modelo del procedimiento administrativo 
disciplinario con la finalidad de evitar una vulneración al debido proceso y los derechos que lo 
componen, para ello se debería limitar la participación del Secretario Técnico a un ente netamente 
investigador tanto de los elementos de cargo como de descargo en las denuncias que sean de su 
conocimiento o en las investigaciones que de oficio tenga a cargo, y los órganos instructivo y 
sancionador deberían tener independencia de criterio para poder ponderar y evaluar 
razonablemente las imputaciones que se hacen y los descargos y demás medios de prueba que 
puedan presentar los administrativos involucrados. 
 
SEGUNDA: Reforzar la capacitación a los distintos actores de los procedimientos 
administrativos disciplinarios, con la finalidad de que cuenten con la capacidad y el conocimiento 
adecuado en la tramitación de los mismos, sobretodo de las garantías que deben ser respetadas y 
cauteladas como entes imparciales y objetivos.  
 
TERCERA: Se evalúe si las entidades de la administración publica cumplieron con adecuase a 
lo establecido en la Ley del Servicio Civil.  
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Prescripción para el inicio 
del PAD 
Servidores civiles 
3 años de cometida/ 1 año 




2 años desde que se 











Prescripción del procedimiento: 1 año 
Segunda instancia 
ORH: amonestación 
Tribunal del servicio 
civil: suspensión y 
destitución 
Etapa preliminar Etapa instructiva Etapa sancionadora INICIO PAD 
A cargo de Secretaria 
Técnica, quien recibe y 
califica denuncia o 
reporte interno, analiza 
eximentes y solicita de 
forma motivada al órgano 
instructor el inicio del 
PAD, sostiene la 
imputación ante los 
órganos del PAD. Puede 
solicitar, previa 
fundamentación, la 
aplicación de las medidas 










A cargo del órgano 
instructor, quien se 
constituye en un ente 
garantista. Analiza la 
imputación formulada y 
los descargos del 
servidor. Actúa los 
elementos de cargo y 
descargo. Recomienda 
sanción o el archivo  
A cargo del órgano 
sancionador, quien previo 
análisis y valoración de 
los actuados y 
atendiendo a los 
principios de la potestad 
sancionadora decide 
sancionar o archivar el 
PAD. Resuelve y actúa 
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Anexo 1.- CRONOGRAMA DE EJECUCIÓN 
 
MES/SEMANA ACTIVIDADES DEL PROYECTO 
PRIMER MES Recopilación de información bibliográfica 
1 2 3 4  
SEGUNDO 
MES 
Recopilación de información bibliográfica 
Fuentes Secundarias 
1 2 3 4  
TERCER MES Clasificación del Material – Procesamiento de Datos 
1 2 3 4  
CUARTO MES Análisis e interpretación de la información 
1 2 3 4  
QUINTO MES  
1 2 3 4  
SEXTO MES Redacción Preliminar 
1 2 3 4  
SÉPTIMO MES  
1 2 3 4  
OCTAVO MES Revisión y Critica 
1 2 3 4  
NOVENO MES Presentación de Tesis 
1 2 3 4  
 











Bienes Precio Unitario S/. Costo total S/. 
200 hojas papel bulki 0.10 20.00 
200 hojas DINA A-4 0.10 20.00 
01 cuaderno cuadriculado 1.50 1.50 
02 lapiceros azules 0.70 1.40 
Servicios    
Movilidad  350.00 350.00 
Impresiones 150.00 150.00 
Fotocopias 100.00 100.00 
Digitación  100.00 100.00 
Internet  300.00 300.00 
Adquisición de textos  3,000.00 3,000.00 
Total S/. 4,002.40 S/. 4,002.40 
 




Anexo 3.- MATRIZ DE CONSISTENCIA – PROYECTO DE INVESTIGACIÓN 
TÍTULO: RÉGIMEN DISCIPLINARIO EN LA LEY DEL SERVICIO CIVIL Y LA 








VARIABLES DE ESTUDIO INDICADORES METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN  
 
1.- Formulación del 
Problema 
 
¿En el Régimen 
Disciplinario de la Ley del 
Servicio Civil existe 
vulneración al debido 




1.- Objetivo General 
 
 Determinar si el régimen 
disciplinario en la ley de 
servicio civil vulnera el 
derecho del debido 
proceso de los servidores 
públicos. 
 
2.- Objetivos Específicos 
 
 Estudiar el marco 
normativo del régimen 
Disciplinario. 
 Analizar los alcances y 
parámetros del derecho 
al debido proceso. 
 Establecer las etapas del 
régimen disciplinario. 
 Determinar las 
atribuciones de los 
órganos involucrados en 
la tramitación del 
régimen disciplinario. 
 
1.- Hipótesis Principal 
 
El Régimen Disciplinario en 
la Ley del Servicio Civil, 
vulneraría el debido proceso 
de los servidores públicos en 
tanto con la participación de 
Secretaria Técnica en todas las 
etapas no garantiza la 




Variable Independiente:  
 
El régimen disciplinario en la 
Ley del Servicio Civil, 
vulneraría el debido proceso de 




Variable Dependiente:  
 
En tanto con la participación de 
secretaria técnica en todas las 
etapas no garantiza la 





 Régimen disciplinario 
 Ley del Servicio Civil 
 Debido Proceso 












 ENFOQUE: Cualitativo 
 
 DISEÑO: Cualitativo y documental  
 
 NIVEL: Descriptivo  
 
 TIPO: Explicativo  
 
 FUENTES, TÉCNICAS, E INSTRUMENTOS 
PARA RECOLECCIÓN DE INFORMACIÓN 
 Fuentes Directas 
 Técnicas:  
 Fichaje:  
 Recolección y Análisis de datos  
 
 ASPECTOS ÉTICOS 
 Declaración jurada de originalidad del proyecto de 
tesis. 


































Apéndice 1.- Directiva N° 02-2015-SERVIR-GPGGSC-
RÉGIMEN DISCIPLINARIO Y PROCEDIMIENTO 
















































































Apéndice 3.- Intervención de la Oficina de Asesoría 
Jurídica en los procedimientos administrativos 


















































Apéndice 5.- Resolución N° 04-DRH-RAPI-ESSALUD-
2019 
  
  
  
 
  
  
  
  
  
  
  
 
